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Cuando una empresa decide invertir en el extranjero, existen muchos factores que 
determinan si su impacto sobre el medioambiente, el bienestar de las personas o el 
desarrollo económico del país que la recibe será positivo o negativo. Sobre muchos 
de estos factores, el Gobierno del país del que la empresa es originaria tiene compe-
tencia y responsabilidad directa.

La diversidad de instrumentos políticos en los que se pueden concretar las acciones 
públicas que son determinantes para los procesos de internacionalización ha llevado 
al autor de este informe a considerar la política española de internacionalización de 
las empresas no como una única política, sino como mosaico de ellas, compuesto 
por elementos de siete ámbitos políticos distintos: el comercial de apertura de mer-
cados, el de apoyo e incentivo financiero a las empresas, la fiscalidad, la lucha contra 
la corrupción, la cooperación al desarrollo, la protección de los derechos humanos y 
el incentivo público a iniciativas voluntarias de responsabilidad empresarial.

Partiendo de este peculiar mosaico de políticas, el informe ofrece un detallado repaso 
por los actores internacionales de mayor influencia para España en estas materias, 
por los principales compromisos nacionales e internacionales adquiridos y por las 
instituciones que en España tienen la competencia de llevarlos a la práctica. De todo 
ello aflora un conjunto de evidencias que permiten realizar un certero y revelador 
diagnóstico de los rasgos definitorios de la acción pública española en materia de 
internacionalización de las empresas. ¿En qué medida incorpora los objetivos de un 
desarrollo humano y sostenible? ¿Cómo superar la actual impunidad frente al incum-
plimiento de los compromisos políticos adquiridos?

Pero las conclusiones de este informe van más allá del particular análisis de la política 
de internacionalización de la empresa desde la perspectiva de la coherencia de po-
líticas para el desarrollo y adquieren relevancia para el conjunto de la acción pública 
española. ¿Cuáles son los intereses e ideologías que la influyen? ¿Qué valores y obje-
tivos la guían? ¿Es posible que responda al bien común en ausencia de una verdadera 
cultura pública de transparencia, evaluación y rendición de cuentas? El informe nos 
invita, en definitiva, a repensar la lógica de la política pública española desde la pers-
pectiva del desarrollo, los derechos humanos y la defensa del interés general.
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En un mundo progresivamente interdependiente y transnacionalizado, las polí-
ticas de ayuda oficial al desarrollo (AOD) constituyen un espacio muy limitado 
para promover la construcción de un mundo más equitativo y sostenible. Por 
ello, el verdadero desafío consiste en que los Estados (y su ciudadanía) sean ca-
paces de integrar la perspectiva de desarrollo en todas las políticas que ponen 
en práctica y no solo en aquellas relacionadas con el sistema de cooperación. 
En este marco analítico surge el concepto de coherencia de políticas para el 
desarrollo (CPD), que remite a la incorporación de la perspectiva de desarrollo 
en el diseño, implementación y evaluación de todas las políticas públicas (Millán 
et al., 2012).

El objeto de la investigación que ha dado lugar a esta publicación es la política 
española de internacionalización de la empresa. A través del análisis de los 
distintos ámbitos de la acción pública española que conforman esta política, la 
investigación ha examinado la medida en que estos ámbitos son diseñados e 
implementados incorporando criterios de desarrollo humano. Para cada ámbito 
de acción pública analizado, se exponen los principales actores –nacionales o 
internacionales– involucrados, los procesos a través de los que se implementan 
esos criterios de desarrollo y los principales compromisos –políticos o jurídi-
cos– que España ha adquirido y que tienen alguna relación con el impacto de 
la internacionalización de las empresas españolas sobre el desarrollo humano 
de los países en los que se encuentran.

Esta investigación forma parte del proyecto “Coherencia de políticas para el 
desarrollo en tres políticas españolas”, impulsado por la Plataforma 2015 y más y 
en el que participan el Instituto Complutense de Estudios Internacionales (ICEI), 
el Centro de Investigación y Estudios sobre Comercio y Desarrollo (CIECODE), 
la Fundación IPADE y el Observatorio de la Deuda en la Globalización (ODG) 
y que aborda, además de la internacionalización de las empresas españolas, la 
política diplomática y la energética.1

1 �Las publicaciones que forman parte de este proyecto son: Marca España y sus impli-
caciones para el desarrollo humano (Millán, 2013); Reflexiones para el estudio de la 
coherencia de políticas y sus principales dimensiones (Millán, 2014b); The dual role 
of the European Union in promoting human development (Millán, 2014c); La políti-
ca diplomática española y la defensa de los derechos humanos. Un análisis desde 
la coherencia de políticas para el desarrollo (Millán y Santander, 2014); y El modelo 
energético español. Un análisis desde la coherencia de políticas para el desarrollo 
(Barbero y Llistar, 2014).
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El texto final de este informe es el resultado de un proceso de investigación, 
análisis y redacción que se remonta a principios del año 2013. La primera fase del 
estudio consistió en la discusión y diseño de una metodología y enfoque comu-
nes con las otras tres organizaciones que forman parte del proyecto “Coherencia 
de políticas para el desarrollo en tres políticas españolas”.

En segundo lugar, se llevó a cabo un trabajo de escritorio consistente en una 
amplia revisión documental y bibliográfica sobre la materia y en la elaboración 
de un marco teórico desde el que tratar de aproximarse a la comprensión de lo 
que el informe ha venido a denominar la política española de internacionaliza-
ción de la empresa. Fruto de esta fase del proceso es la propuesta de concebir 
la política a analizar como un “mosaico” o sumatorio de siete políticas sectoriales 
diferentes: acceso a mercados y protección de las inversiones; apoyo financiero; 
fiscalidad; lucha contra la corrupción; cooperación al desarrollo; protección de 
los derechos humanos; e iniciativas de responsabilidad empresarial.

Con el marco teórico elaborado, la siguiente fase de la investigación consistió en 
una nueva revisión bibliográfica y documental para detectar a los actores interna-
cionales más relevantes en cada uno de los siete ámbitos temáticos analizados, 
determinar sus principales aportaciones al marco normativo y político internacional 
en la materia y las principales obligaciones que de ellas se derivan para España.

La cuarta fase consistió en un intenso trabajo de campo, con entrevistas a 
representantes de las principales instituciones públicas españolas con compe-
tencias en las políticas analizadas y a expertos académicos y representantes 
de organizaciones de la sociedad civil con experiencia en las mismas. En total 
fueron entrevistados expertos de más de 15 instituciones. El objetivo de esta 
fase fue contrastar la información obtenida y sistematizada hasta ese momento, 
incorporar información que no fuera pública o que aún no hubiera sido publica-
da y tratar de ampliar la comprensión sobre cuestiones como los mecanismos 
a través de los cuales se llevan a cabo las políticas analizadas o los rasgos de 
la cultura organizativa de la Administración española que son relevantes desde 
la óptica de la coherencia de políticas para el desarrollo.

A pesar de que un asunto presente a lo largo de todo el informe es el impacto 
que la política española de internacionalización de la empresa puede tener en el 
desarrollo de los países receptores de esta inversión, no se consideró necesario 
completar el trabajo de campo con la visión de los socios del Sur. La razón es que 
el análisis se centra principalmente en la descripción de compromisos –domés-
ticos e internacionales; políticos y legales– asumidos por España en las materias 
analizadas y en la forma y en el grado en los que estos compromisos se cumplen; 
cuestiones en las que la visión de los socios del Sur no es estrictamente necesaria.

Por último, se llevó a cabo una nueva fase de trabajo de escritorio en la que se 
actualizaron datos, ejemplos e información –dado el largo periodo de tiempo 
transcurrido desde el inicio de la investigación– y se procesaron y sistema-
tizaron los insumos obtenidos en las fases anteriores para la obtención del 
producto final.
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A lo largo de todo este proceso, el autor ha contado con la colaboración 
puntual de asistentes de investigación y del equipo fijo de investigadores de 
CIECODE; con los comentarios y sugerencias del equipo de estudios de la 
Plataforma 2015 y más; y con el seguimiento y colaboración de Natalia Millán, 
coordinadora del proyecto “Coherencia de políticas para el desarrollo en tres 
políticas españolas” en el que este informe se enmarca. Sin su colaboración, 
sugerencias, correcciones y aliento este informe no hubiera sido posible. 

1.1. �La política española de internacionalización de la empresa 
como mosaico de políticas

Hay una infinidad de factores que influyen en el proceso que lleva a una empre-
sa a decidir internacionalizar sus actividades –ya sea instalándose en otro país, 
vendiendo bienes y prestando servicios en el exterior o haciendo que parte de 
su cadena de valor  sea elaborada en terceros países–. Esos factores pueden 
tener que ver, por ejemplo, con la dependencia que la empresa tenga de ma-
terias primas localizadas exclusivamente en determinadas zonas geográficas; la 
variación en el coste de los insumos; la emergencia de nuevos competidores 
internacionales, etc.

Muchos factores determinan también que la empresa decida internacionalizarse 
incorporando, en mayor o menor medida, criterios de respeto a los derechos 
humanos y de impacto social y medioambiental responsable y sostenible. Por 
ejemplo, los distintos estándares sociales, fiscales y medioambientales exigidos 
en los terceros países; los objetivos a corto y largo plazo de los socios y de los 
propietarios de las empresas; el grado de control y exigencia ejercido por los 
consumidores, etc.

Muchos de estos factores pudieran parecer, a primera vista, exógenos al ám-
bito de actuación de los poderes públicos o difíciles de modificar e influir por 
estos. Pero, en realidad, sobre casi todos ellos los Estados tienen competencia, 
responsabilidad y una capacidad de influencia directa y determinante. 

Así, por ejemplo, el país de destino de la inversión tiene a su disposición todo 
tipo de herramientas políticas para condicionar la instalación de empresas y 
la entrada de bienes y servicios extranjeros dentro de sus fronteras al cumpli-
miento de determinados requisitos en materia social, fiscal o ambiental. Por su 
parte, el Estado del que la empresa es nacional puede decidir si promover o no 
desde lo público estos procesos de internacionalización y, en caso afirmativo, 
a través de qué instrumentos y bajo qué requisitos y condiciones; o con qué 
rigor controlar el comportamiento de estas empresas fuera de sus fronteras. 
En cada una de estas decisiones, los Estados deciden –por acción u omisión– 
entre priorizar la promoción del interés particular de las empresas o garantizar 
que las actividades de estas contribuyen al interés general y son compatibles 
con el desarrollo sostenible y equitativo de los países de origen y de destino 
de la inversión.
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Como consecuencia de la diversidad de instrumentos y ámbitos políticos di-
ferentes en los que se pueden concretar las acciones públicas que son de-
terminantes para los procesos de internacionalización de las empresas, no se 
puede hablar de “una” política de internacionalización de la empresa, como tal. 
Esta se corresponde, más bien, con un mosaico de políticas compuesto por 
el sumatorio de los ámbitos políticos y temáticos que más influencia tienen 
sobre las empresas en este aspecto concreto de su actividad (véase la figura  
1)2. Por ello, la competencia sobre la política española de internacionalización 
de la empresa y su ejecución recae sobre multitud de órganos distribuidos en 
distintos ministerios y en diversas instituciones de la Unión Europea (UE).

Esta peculiar composición de la política de internacionalización de la empresa 
contribuye a que, con frecuencia, los actores públicos españoles responsables de 
las distintas piezas del mosaico actúen de forma descoordinada y con mandatos y 
objetivos no alineados o incluso contradictorios entre sí. Esta fragmentación tiene 
implicaciones para el grado de coherencia con el que España ejecuta esta política y 
es una de las causas que serán analizadas en esta publicación para explicar por qué 
los criterios y compromisos sociales, medioambientales y de derechos humanos 
asumidos por España no son tenidos necesariamente en cuenta en el diseño e 
implementación de esta política o son considerados como objetivos subsidiarios. 

Figura 1�. Mosaico de ámbitos que configuran la política española de internacio-
nalización de la empresa

Fuente: Elaboración propia.

2 �La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacio-
nalización (BOE, 2013b) también apuesta por un concepto amplio para la política de 
internacionalización, al señalar que esta está constituida por “el conjunto de actuacio-
nes que desarrolla el sector público, junto con el sector privado, para facilitar y reforzar 
la dimensión internacional de la economía española y fomentar la presencia exterior 
de las empresas y de los emprendedores como factores de estabilidad, crecimiento y 
generación de empleo” (art. 50.1).
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El mosaico de ámbitos políticos y temáticos que componen la aquí denominada 
política española de internacionalización de la empresa puede dividirse en las 
siete categorías que se exponen a continuación. 

Entre los objetivos que los países persiguen a través de sus políticas de comer-
cio exterior está el ofrecer a sus empresas el mejor acceso posible a insumos, 
consumidores, servicios y trabajadores de otros países. Para las empresas trans-
nacionales (ETN) este acceso es vital para el funcionamiento y competitividad 
de sus estructuras globales de producción.

En lo referente a la internacionalización de las empresas, las políticas de 
comercio exterior en la práctica se traducen en promover la reducción de 
barreras y cargas burocráticas a las que las empresas se enfrentan cuando 
operan o se establecen en el exterior, en asegurarles un trato al menos igual 
de favorable que el que reciben otros competidores locales y extranjeros 
y en aumentar las garantías jurídicas y la protección de las inversiones una 
vez éstas han ocurrido. Muchas de las normas que rigen estas cuestiones 
se han establecido en acuerdos multilaterales (de la Organización Mundial 
del Comercio, por ejemplo), mientras que otras se han negociado bilateral 
o regionalmente entre Estados. En el caso de los Estados miembros de la 
UE, la competencia de la política comercial exterior está transferida a la 
Administración comunitaria desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, 
en diciembre de 2009 (UE, 2007), aunque en determinados ámbitos, que 
serán analizados más adelante, aún queda algún resquicio para la compe-
tencia nacional.

La incorporación en la política de comercio exterior española de criterios, 
principios y objetivos distintos de los puramente comerciales ha sido muy 
reducida hasta la fecha. A grandes rasgos, prevalece en la Administración 
pública la creencia de que impulsando una mayor apertura y liberalización 
comercial se está promoviendo directa y automáticamente el interés general. 
En las instituciones europeas, en cambio, los aspectos sociales, medioam-
bientales y de desarrollo de la política comercial han sido progresivamente 
incorporados al discurso y debate político, llegando en algunos casos a tra-
ducirse en medidas, acciones y herramientas concretas, aunque el resultado 
es aún claramente insuficiente.

Al igual que el resto de países de nuestro entorno, el Estado español presta 
apoyo e incentivo financiero a las empresas españolas en sus procesos de 
internacionalización a través de líneas oficiales de crédito, de la cobertura 
de riesgos e incluso de la coinversión empresa-Estado. En 2013 estos instru-
mentos recibieron en España 4.220 millones de euros por parte del Estado, 
más los 9.000 millones de euros presupuestados para la Compañía Española 
de Seguros de Crédito a la Exportación (CESCE)3 (BOE, 2012a). Aunque estas 

3 �El presupuesto anual de CESCE no puede computarse directamente como gasto públi-
co dado que, al tratarse de cobertura de riesgos, el nivel de gasto efectivamente reali-
zado por el Estado dependerá de la medida en que acontezcan los riesgos asegurados. 
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partidas también se han visto afectadas por los recortes presupuestarios de 
los últimos años, siguen siendo cantidades elevadas, especialmente si se 
ponen en comparación con otras partidas como la ayuda oficial al desarro-
llo (AOD), cuya dotación en 2013 fue tres veces menor (Oxfam Intermón, 
2013b).

Estas herramientas materializan una clara apuesta del Gobierno español por una 
determinada concepción del rol de los poderes públicos con respecto al sector 
privado, según la cual es preceptivo subvencionar con fondos públicos iniciativas 
empresariales privadas. Teóricamente, este apoyo público estaría justificado por 
el retorno social positivo que genera –vía creación de empleo, ingresos fiscales, 
etc.–. Sin embargo, como se verá más adelante, los procedimientos y requisitos 
exigidos para garantizar este retorno público son insuficientes. Tampoco han ido 
adaptándose al paulatino aumento de compromisos públicos asumidos por España 
en materia de respeto a los derechos humanos, impacto social y medioambiental 
o corrupción. 

La legislación relativa a la tributación de las actividades de las empresas espa-
ñolas en el extranjero determina dónde –en el país de origen de la empresa, en 
el país donde se lleva a cabo la actividad, en terceros países o en ninguno– y 
por cuánto tributarán. Son estas cuestiones clave, tanto desde el punto de vista 
de la empresa (cuánto será el beneficio después de impuestos que obtendrá 
la empresa) como desde la perspectiva de las finanzas públicas de los países 
de origen y destino de la inversión. En los países de renta baja y media baja el 
impuesto de sociedades supone un porcentaje significativo (18%) del total de 
sus ingresos fiscales (Oxfam Intermón, 2014).

En la tributación de los procesos de internacionalización de las empresas hay, 
al menos, dos Estados involucrados (el de nacionalidad de la empresa y en el 
que se da la actividad) entre los que es necesario que exista acuerdo y coordi-
nación sobre cómo proceder respecto al tratamiento fiscal de los beneficios, 
plusvalías, pérdidas y gastos relacionados con dicha actividad empresarial. 
Esto ha ocasionado que gran parte del cuerpo normativo relevante en esta 
materia esté determinado por directrices o prácticas consensuadas a escala 
supranacional, como por ejemplo, los convenios bilaterales para evitar la do-
ble imposición4 o los criterios propuestos por la OCDE para calcular los pre-
cios internos de transferencia dentro de las cadenas globales de valor (CGV)5 
de las empresas transnacionales (ETN), que se expondrán más adelante.

4 �La Administración española emplea indistintamente las denominaciones convenios 
bilaterales para evitar la doble imposición, convenios para evitar la doble impo-
sición o convenios de doble imposición para referirse al mismo tipo de tratado 
internacional.

5 �Las CGV hacen referencia al rango completo de actividades requeridas para llevar un 
producto o servicio desde su concepción, a través de diferentes fases de producción, 
entrega a consumidores finales y eliminación final tras su uso. Incluye las relaciones 
que una empresa tiene desde con el grupo de proveedores estratégicos más cer-
canos hasta con el último de sus subcontratistas o proveedores de materias primas 
(Kaplinsky y Morris, 2002).
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Una de las principales características del sistema fiscal internacional es el alto gra-
do de libertad del que disponen las ETN para elaborar estrategias que minimicen 
su carga tributaria. Según la OCDE, las ETN tributan a un tipo impositivo efectivo 
medio del 5% sobre sus resultados, mientras que las pequeñas empresas pagan 
aproximadamente un 30% (Oxfam Intermón, 2014). 

Las estrategias empleadas por las ETN no son ilegales, al aprovechar flexibi-
lidades o vacíos en la legislación, como es el caso de las decisiones de lo-
calizar la inversión en países de fiscalidad más favorable o el desplazamiento 
artificial de resultados a lo largo de la cadena de producción a través de la 
manipulación de los llamados precios internos de transferencia. Prácticas 
como la creación y uso abusivo de sociedades filiales virtuales en paraísos 
fiscales, a pesar de que ya hay compromisos internacionales para su próxima 
persecución y penalización, siguen siendo aceptadas de facto y gozando 
de un marco internacional muy permisivo, como demuestra el hecho de 
que 33 de las 35 empresas que conforman el IBEX35 mantengan sociedades 
domiciliadas en dichos territorios (Observatorio de RSC, 2014). Como se ana-
lizará más adelante, la definición empleada y los requisitos exigidos a estos 
territorios para dejar de ser considerados paraísos fiscales por la comunidad 
internacional son tan laxos que no impedirán que puedan seguir usándose 
para la evasión y la elusión fiscal.

La permisividad del sistema fiscal internacional con las prácticas de elusión y 
evasión fiscal, junto con las medidas de exención fiscal que muchos países en 
desarrollo aplican a las ETN, reducen su capacidad para recaudar impuestos 
y para promover el desarrollo vía la financiación de políticas públicas. En los 
últimos años, el auge de las CGV ha multiplicado la relevancia de la dimensión 
transnacional de la fiscalidad y de las implicaciones para el desarrollo de las 
prácticas fiscales de las ETN (UNCTAD, 2013a). Se calcula que, cada año, los 
países en desarrollo dejan de recaudar más de 240.000 millones de dólares 
de las ETN (104.000 millones por evasión y elusión fiscal y 138.000 por be-
neficios fiscales), el doble de lo que se necesita para financiar los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio en materia de pobreza, educación y salud (Oxfam 
Intermón, 2014)6. 

En la comunidad internacional, la toma de conciencia sobre la importancia de 
este asunto y sobre la necesidad de aumentar el control sobre estas prácticas 
empresariales ha aumentado en los últimos años, pero sin que los esfuerzos 
realizados hasta la fecha hayan sido capaces de cumplir su objetivo: las cifras 
de evasión fiscal internacional y de inversión en paraísos fiscales continúan 
próximas a sus máximos históricos (UNCTAD, 2012).

En sus procesos de internacionalización, las empresas hacen frente a numero-
sos trámites burocráticos –licencias, autorizaciones, licitaciones, etc.– en los 

6 �Datos obtenidos por Oxfam Intermón de ActionAid (2013): Give us a break: how 
big companies are getting tax-free deals y OCDE (2013) “Achieving the Millennium 
Development Goals: more money or better policies (or both)?” 
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que el potencial de oferta y demanda de prácticas corruptas entre empresarios 
y funcionarios es muy elevado. Estas situaciones acontecen tanto en el ámbito 
doméstico del país del que la empresa es nacional como en terceros países 
donde la empresa opera. Se calcula que cada año se pagan en el mundo 1 
billón de dólares en sobornos (OCDE, 2014b: 11).
 
Al menos a nivel discursivo, hay consenso internacional acerca de la conside-
ración de bien global de un mayor control sobre la corrupción, por sus costes 
en términos de competitividad, su impacto en la fortaleza de las instituciones 
públicas, sus vínculos con otras formas de delincuencia, etc. La penalización y 
persecución internacional de las conductas corruptas por parte de ETN fuera 
de los países en desarrollo donde ocurren es esencial para poner control a 
este fenómeno. Muchas organizaciones internacionales –Naciones Unidas 
y OCDE, entre ellas– están fomentando el avance legislativo y político en 
la materia. La corrupción relacionada con la actividad de personas o ETN 
españolas está tipificada como delito en España incluso cuando los hechos 
acontezcan en el extranjero y es uno de los supuestos sobre los que España 
reconoce tener jurisdicción por hechos cometidos fuera del territorio nacional 
(la llamada jurisdicción universal7). Sin embargo, como se verá más adelante, 
el desempeño de España en la lucha contra la corrupción por parte de las 
ETN está por debajo de los estándares internacionales establecidos para los 
países de nuestro entorno.

Desde hace años la comunidad internacional de donantes ha incluido entre 
sus objetivos prioritarios el fomento del crecimiento económico –inclusivo 
y sostenible– de los países socios. De la mano de ese objetivo, se ha pasado 
a reconocer al sector privado empresarial no sólo como un protagonista 
del desarrollo en los países socios, sino como un actor directo más del 
sistema de cooperación8. La emergencia del sector privado como actor del 
sistema de cooperación al desarrollo no ha impedido que la comunidad 
internacional siga considerando –al menos formalmente– la cooperación al 
desarrollo como una política distinta de la política de internacionalización 
de las empresas nacionales de los países donantes, con unos objetivos y 
unos presupuestos diferenciados. Por ejemplo, en los últimos años han sido 
constantes los llamamientos a desligar lo máximo posible la AOD (Foro de 
Alto Nivel para la Eficacia de la Ayuda, 2011: 5) y se han continuado endu-
reciendo los criterios internacionales exigidos para poder computar como 

7 �La jurisdicción universal está regulada en España por el artículo 23.4 de la Ley Orgánica  
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (BOE, 1985).

8 �Así es, por ejemplo, en el Programa de Acción de Accra (Foro de Alto Nivel para 
la Eficacia de la Ayuda, 2008), en la Alianza de Busán para la cooperación eficaz 
al desarrollo (Foro de Alto Nivel para la Eficacia de la Ayuda, 2011) o en la reciente 
Comunicación de la Comisión Europea: “Reforzar el papel del sector privado para lograr 
un crecimiento inclusivo y sostenible en los países en desarrollo” (Comisión Europea, 
2014b). La cooperación española ha ido incorporando a su vez estos objetivos y en-
foques en sus respectivos documentos estratégicos y de planificación de los últimos 
años, como por ejemplo, el Plan Director de la Cooperación al Desarrollo 2013-2016 
(MAEC, 2013a).
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AOD los fondos destinados a los organismos multilaterales financieros de 
desarrollo (OMUDES financieros)9.

Paradójicamente, de forma simultánea a estos esfuerzos formales por desvin-
cular la política de cooperación al desarrollo de la de la internacionalización 
de las empresas, ciertas tendencias de la comunidad de donantes parecen 
avanzar en sentido contrario, sembrando dudas respecto al rumbo que este 
asunto tomará en los próximos años. En primer lugar, los donantes han in-
corporado a las intervenciones tradicionales de la cooperación al desarrollo 
relacionadas con el sector privado –subvenciones para el fomento del tejido 
empresarial local, por ejemplo– otras herramientas –medidas para facilitar y 
apalancar inversiones privadas, alianzas público privadas e instrumentos fi-
nancieros innovadores como las  garantías bancarias o los fondos de capital 
riesgo (Comisión Europea, 2014b)– en las que la frontera con los intereses 
y necesidades de las empresas de los países donantes se vuelve borrosa. En 
segundo lugar, la comunidad internacional de donantes también ha incorpo-
rado recientemente como tema prioritario de su agenda la promoción de la 
financiación del desarrollo a través de, entre otros medios, la inversión extran-
jera directa (IED), alegando el potencial que una IED responsable tendría para 
avanzar hacia la coherencia de políticas para el desarrollo. En tercer lugar, el 
hecho de que España contribuya con fondos de la AOD a los OMUDES finan-
cieros habilita a las empresas españolas para acceder al inmenso mercado 
internacional de licitaciones y proyectos de inversión extranjera que estas 
instituciones convocan.

El renovado énfasis puesto en esta concepción de la cooperación al desarro-
llo plantea un extraordinario desafío en términos de coherencia de políticas 
para el desarrollo. Sin perjuicio del potencial que la inversión privada empre-
sarial pueda tener como generadora de desarrollo y sin necesidad de que 
las nuevas herramientas de cooperación financiera hayan sido expresamente 
diseñadas para beneficiar a las empresas del país donante, existen fundadas 
dudas acerca de las motivaciones que impulsan esta agenda y de su adecua-
ción para fomentar un modelo de desarrollo sostenible y equitativo. ¿Qué 
peso ha tenido la búsqueda de oportunidades de negocio para las empresas 
nacionales del país donante en el diseño de esta nueva agenda del desarrollo? 
¿Se pretende alinear la IED a los objetivos del desarrollo o, por el contrario, 
poner los instrumentos de cooperación al desarrollo al servicio de la inversión 
extranjera? ¿Cuál es la verdadera adicionalidad de la ayuda canalizada a través 
de actores empresariales tradicionales? ¿Es adecuado promover y replicar a 
escala global el sistema de producción y consumo de los países desarrolla-
dos? Este informe aporta argumentos y evidencias que permiten dar respuesta 
a alguna de estas preguntas.

9 �Estos criterios y la lista de la OCDE con las instituciones financieras internacionales 
(IFI) cuyas contribuciones pueden computarse como AOD se pueden consultar en: 
http://www.oecd.org/investment/stats/31724727.pdf (Consultado el 24 de junio, 2014).

http://www.oecd.org/investment/stats/31724727.pdf
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En el ejercicio de su actividad, las empresas pueden tener repercusión sobre 
múltiples cuestiones específicas en materia de derechos humanos –seguridad 
laboral, discriminación, libertad de asociación, trabajo infantil, pueblos indíge-
nas, alimentación, identidad cultural, agua, etc.–. En relación con las cadenas 
globales de valor, las condiciones de competencia en costes y plazos que las 
ETN imponen a sus proveedores aumentan el riesgo de ocasionar la vulneración 
de regulaciones laborales, medioambientales y sociales que acaban traducién-
dose, con frecuencia, en violaciones de derechos humanos en los países en 
desarrollo. 

Respecto a las empresas domiciliadas en su territorio o bajo su jurisdicción, el 
Estado español ha asumido, junto con el resto de la comunidad internacional, 
la obligación de proteger frente a cualquier abuso contra los derechos huma-
nos, garantizar su respeto y el acceso por parte de los afectados a mecanismos  
–judiciales o no judiciales– eficaces de reparación (Naciones Unidas, 2011). 
Sin embargo, hasta el momento, la comunidad internacional ha avanzado 
mucho más en la defensa y garantía de los intereses de las empresas trans-
nacionales en cualquier lugar del planeta que en el desarrollo de mecanis-
mos que permitan exigirles el cumplimiento de sus obligaciones y proteger 
otros posibles intereses sociales o ambientales en conflicto. La extraterri-
torialidad de las obligaciones de los Estados en el área de los derechos 
sociales, económicos y culturales en el marco jurídico internacionales es, 
por tanto, una de las grandes cuestiones pendientes a abordar en términos 
de coherencia con el desarrollo de la política de internacionalización de la 
empresa (ETO, 2012).

Por último, el séptimo ámbito que conforma el mosaico de la política espa-
ñola de internacionalización de la empresa hace referencia a las iniciativas de 
responsabilidad social empresarial (RSE) y difiere de los seis anteriores en que 
no es, per se, un ámbito de política pública. A pesar de ello, se ha conside-
rado pertinente incluirlo en la investigación por ser el enfoque voluntario de 
la RSE el elegido predominantemente por las autoridades públicas españolas 
para promover en el sector empresarial la incorporación de criterios sociales, 
medioambientales y de respeto a los derechos humanos.
 
A lo largo de los últimos años el sector privado ha puesto en marcha un gran 
número de iniciativas de RSE con las que desarrollan, implantan y divulgan 
políticas y prácticas de responsabilidad social. Todas tienen en común su natu-
raleza jurídicamente no vinculante y la aspiración de superar, a mejor, el marco 
normativo existente. Muchas empresas internacionalizadas consideran las inicia-
tivas de RSE la forma más eficiente de gestionar su conducta en materia social 
y medioambiental en el contexto de las cadenas globales de valor, sobre todo 
cuando están involucrados países con legislaciones débiles en estas materias 
y con poca capacidad para implementarlas.

A día de hoy, que el enfoque RSE prevalezca en las relaciones entre poderes 
públicos y empresas internacionalizadas genera varios riesgos en términos de 
desarrollo humano. Entre estos riesgos destaca el que los avances en marcos 
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voluntarios de comportamiento sustituyan la necesaria regulación en aquellas 
cuestiones en las que el Estado tenga obligaciones asumidas; que las ETN 
limiten la aplicación de sus estándares de responsabilidad a los suministrado-
res de primer nivel (first-tier suppliers) con los que tienen una relación más 
estrecha, quedando el resto exonerado de estos requisitos; y que las mejores 
prácticas empresariales promovidas por estas iniciativas nunca lleguen a ser 
transferidas a las legislaciones nacionales (que nunca dejen de ser soft law 
internacional).

1.2. Delimitación del objeto de estudio

La investigación que ha dado lugar a este informe ha tenido por objeto analizar 
la política española de internacionalización de la empresa y la medida en que 
esta política es diseñada e implementada incorporando criterios de desarrollo 
humano. La acción pública en esta materia es tan compleja y multidimensional 
que es conveniente aclarar los límites establecidos en la investigación para el 
objeto del estudio. 

En primer lugar, de todas las acepciones posibles del término “internaciona-
lización” la investigación se centró en la inversión extranjera directa (IED). La 
IED se refiere a las inversiones transfronterizas que una entidad realiza para 
obtener un control de gestión duradero en una empresa residente en otro país 
(por adquisición, fusión, o constitución de una nueva empresa) (OCDE, 2013c). 
Este enfoque deja conscientemente fuera de la investigación las exportaciones 
de bienes por parte de empresas españolas y las inversiones de cartera. Se ha 
considerado que incorporar estas actividades comerciales al estudio lo harían 
sensiblemente más complejo, sin aportar un claro valor añadido en términos de 
comprensión de la coherencia de políticas para el desarrollo en el ámbito de la 
internacionalización de la empresa española. A pesar de esta exclusión, muchos 
de los actores, instrumentos y procesos relevantes para las exportaciones y las 
inversiones de cartera españolas son comunes a los de la inversión extranjera 
directa y las cadenas globales de valor (CGV), por lo que serán analizadas por 
esta vía. 

En segundo lugar, la investigación sí incluyó el análisis de los ámbitos po-
líticos relacionados con el fenómeno de las cadenas globales de valor (a 
pesar de que algunas relaciones dentro de las CGV no puedan considerarse 
técnicamente como IED). Como se ha señalado anteriormente, esta temá-
tica ha adquirido gran relevancia en los últimos años y plantea unos retos 
extraordinarios en términos de desarrollo −relacionados con las prácticas 
fiscales de las ETN dentro de sus CGV– y del respeto de los derechos hu-
manos –relacionados, por ejemplo, con la responsabilidad de las empresas 
matriz por las conductas de sus proveedores o empresas subcontratadas– 
(UNCTAD, 2013a). 

Por último, no todas las cuestiones de cada una de las siete materias abar-
cadas en el mosaico de políticas son relevantes desde la perspectiva de la 
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coherencia de políticas para el desarrollo. Aquellos aspectos de la política 
fiscal española, del apoyo financiero a las empresas, de la política de coo-
peración al desarrollo o de la lucha contra la corrupción que son ajenos al 
fenómeno de la internacionalización de las empresas quedaron fuera de la 
investigación.

1.3. �La relevancia para el desarrollo de la política de 
internacionalización de la empresa

La relevancia de la internacionalización de las empresas para el desarrollo debe 
analizarse desde dos perspectivas. Por un lado, el peso que la IED tiene en el 
conjunto de las fuentes de financiación de los países en desarrollo y, por otro, 
las implicaciones que la llegada de empresas extranjeras tiene para las concretas 
dinámicas sociales, medioambientales, económicas y políticas de estos países.

Desde el primero de los ángulos, la IED supone de media un 6,2% de la finan-
ciación disponible total de los países en desarrollo (Comisión Europea, 2013). Es 
necesario valorar, por tanto, el peso de la IED en su justa medida en relación con 
otras fuentes de financiación cuantitativamente mucho más relevantes, como los 
ingresos fiscales o las inversiones privadas nacionales (véase tabla 1).

Tabla 1�: Fuentes de financiación de los países en desarrollo  
(En porcentajes sobre el total de financiación)

Financiación  
pública:  
48,7%

Pública nacional: 
46,5%

Ingresos fiscales: 45,6%

Otros (deuda pública externa): 0,9%

Pública 
internacional: 2,2%

AOD: 2,05%

Otros (préstamos, operaciones seguridad): 0,15%

Financiación 
privada:  
51,3%

Privada nacional: 
37,6%

Inversiones privadas: 37,6%

Privada 
internacional: 13,7%

IED: 6,2%

Remesas: 3,3%

Inversión financiera: 2,5%

Otros (filantropía, deuda externa privada…): 1,7%

Fuente: Elaboración propia, con datos de Comisión Europea (2013)

No deja de ser cierto, sin embargo, que los flujos de IED son desde hace casi 
dos décadas la principal fuente de financiación externa de los países emergen-
tes y en desarrollo (Olivié y Pérez, 2014) por encima de la deuda externa, las 
remesas, la inversión financiera y la AOD (véase la figura 2). Además, una vez 
realizada la IED, se convierte en una fuente más de ingresos fiscales domésticos
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Figura 2. Fuentes de financiación externa de los países en desarrollo
(Entradas netas a países de renta baja y media, en millones de dólares corrientes) 

Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators, base de datos online; Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), OECD.Stat, base de datos online; to-
mado de Olivié y Pérez (2014).

para el país receptor. El potencial de esta fuente de financiación es enorme, 
vistas las cifras mencionadas anteriormente –240.000 millones de dólares al 
año– que los países dejan de ingresar en impuestos a las ETN (Oxfam Intermón, 
2014)10.

En las últimas décadas, los flujos de IED global a los países en desarrollo han 
aumentado en términos tanto absolutos como comparativos y en todas las 
regiones del mundo. El peso de los países en desarrollo como receptores de 
IED está actualmente en sus máximos históricos, habiendo recibido en 2012 por 
primera vez más del 50% de la IED global. Los países menos adelantados (PMA) 
alcanzaron también en 2012 su máximo histórico, empujados por el efecto de 
las inversiones de las transnacionales de los países emergentes (especialmente 
empresas indias y latinoamericanas) (UNCTAD, 2013a).

De la mano de este aumento de la IED y de la globalización de los procesos 
de producción, las CGV han reconfigurado totalmente la estructura de la 
economía global en los últimos años. Los intercambios comerciales entre 
filiales, contratas y otros suministradores de las ETN suponen ya un 60% 
del total del comercio internacional (UNCTAD, 2013a). El porcentaje que los 
países en desarrollo representaban dentro de las CGV era del 20% en 1990, 

10 �Datos obtenidos por Oxfam Intermón de ActionAid (2013) “Give us a break: how 
big companies are getting tax-free deals” y OCDE (2013) “Achieving the Millenium 
Development Goals: more money or better policies (or both)?” 
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incrementándose hasta el 30% en 2000 y alcanzando el 40% en 2012. El peso 
de las relaciones comerciales vinculadas con las CGV ha aumentado también 
dentro de los países en desarrollo, donde ya representa una media del 30% 
del PIB. A pesar de este aumento, la participación de muchos de los países 
más pobres del planeta en estas cadenas de valor se reduce exclusivamente 
a la exportación de materias primas y a la elaboración de bienes y servicios 
de bajo valor añadido (UNCTAD, 2013a), que son sectores económicos muy 
volátiles y con poca capacidad de generar dinámicas de desarrollo positivas, 
duraderas y equitativas.

Dentro de este panorama general de la IED en el conjunto de las fuentes de 
financiación de los países en desarrollo, España ocupa un lugar medio pero 
relevante. El peso de la IED española dentro de la IED mundial (2,7%) es mayor 
que la que le correspondería por el tamaño de su PIB respecto a la economía 
mundial (1,5%)11. En América Latina, donde se concentra el 20% de la IED espa-
ñola actualmente (Úbeda y Durán, 2013), las inversiones de empresas españolas 
son las segundas mayores, sólo por detrás de las estadounidenses (Banco de 
España, 2013).

¿Es posible extraer conclusión alguna respecto al impacto que la internaciona-
lización de las empresas tiene sobre el desarrollo, basándose exclusivamente 
en la primera de las dos perspectivas mencionadas, la macroeconómica? 
No, también es necesario considerar qué impactos concretos generan las 
inversiones extranjeras en variables tales como la creación de empleo y las 
condiciones del empleo creado, el impacto sobre el medioambiente, las rela-
ciones con el tejido empresarial local, la transferencia de tecnología y algo tan 
difícil de medir, pero tan relevante, como es la capacidad de influencia de los 
inversores extranjeros sobre el marco regulatorio de los países en desarrollo 
en los que invierten. 

Discernir cómo las inversiones extranjeras se relacionan y afectan al desarrollo 
de los países receptores de la inversión es una cuestión muy compleja12. Dos 
factores que parecen resultar determinantes son las características de la em-
presa y su inversión y la estructura socio-económica del país en el que esta 
inversión se inserta. Algunos de estos factores de la inversión pueden ser: la 
política salarial y de formación del inversor; su política respecto a la reinversión 
de beneficios; el nivel de dependencia que tenga de los suministros locales y 
de insumos importados; o su intensidad en el uso de recursos naturales. Por su 
parte, factores institucionales relevantes pueden ser: la existencia de trabajado-
res locales capacitados para las necesidades laborales del inversor; la legislación 
laboral y medioambiental; la presión fiscal y progresividad del gasto público; 

11 �Los datos de inversión extranjera directa han sido obtenidos de la base de datos de 
UNCTAD (http://unctadstat.unctad.org/). (Consultado el 15 de octubre de 2014). 

12 �Existen modelos teóricos que procuran explicar a través de qué acontecimientos se 
relacionan las inversiones extranjeras con el desarrollo de los países receptores de la 
inversión. Esta sección está inspirada en el modelo propuesto por investigadores del 
Real Instituto Elcano (Olivié y Pérez, 2013) que proponen que la relación IED-desarrollo 
depende de tres categorías de elementos: factores, mecanismos y procesos. 

http://unctadstat.unctad.org/
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el grado de organización de la sociedad civil; o los estándares de gobernanza 
y transparencia vigentes. 

Los acontecimientos que una determinada inversión desencadene, variarán 
en función de la precisa combinación que de estos factores se dé. Así, los 
empleos cualificados que se generen podrán ser cubiertos con personal 
local o extranjero; los capitales y dividendos generados se repatriarán o se 
reinvertirán en el país; mejorará o empeorará la recaudación fiscal; la in-
versión estimulará o no procesos de transferencia tecnológica y de diálogo 
social; la industria local podrá evolucionar o no hacia producciones más 
eficientes y de mayor valor añadido, etc. Todo ello acabará influyendo de 
una forma u otra en los procesos que son clave en las dinámicas de desa-
rrollo de los países receptores, como son el impacto de la inversión en la 
estructura laboral o la balanza de pagos del país receptor; en la provisión 
de bienes públicos y privados; en la mayor o menor absorción de tecno-
logías por las empresas locales; en el cambio en la productividad total de 
los factores, etc. Por ello, el impacto que una determinada inversión pueda 
tener, por ejemplo, en el mercado laboral de un país será muy distinto si con 
anterioridad a la llegada del inversor existía oferta de mano de obra cualifi-
cada o no; si la regulación laboral es avanzada en garantías y derechos de 
los trabajadores o no lo es; o si la empresa tiene una política de recursos 
humanos que favorece la incorporación de personal local a lo largo de toda 
la estructura organizativa o carece de ella.

De todo lo anterior se desprende que la relación de la internacionalización de 
las empresas con el desarrollo no es simple ni unívoca, pudiendo incluso un 
mismo proyecto de inversión generar impactos muy distintos sobre colectivos 
o variables diferentes. Así, una inversión en el sector de los agrocombustibles 
puede generar empleo digno, pero al mismo tiempo ocasionar un impacto 
neto negativo en la seguridad alimentaria de la población local del lugar de 
la inversión; o llevar a cabo una adecuada política de gestión del impacto 
ambiental pero eludir sistemáticamente sus obligaciones fiscales. Del mismo 
modo, la relación entre una inversión y el desarrollo no es inalterable en el 
tiempo; el endurecimiento o flexibilización de una normativa, por ejemplo, 
puede alterar dicha relación. Por último, también es necesario señalar que del 
mismo modo que las empresas en sus procesos de internacionalización se 
ven condicionadas por la estructura socioeconómica y por las características 
naturales e institucionales del país de destino, las empresas –sobre todo las 
grandes ETN de países desarrollados o emergentes– también son capaces 
de influir en dichas estructuras y características a través, por ejemplo, de su 
impacto sobre el mercado de trabajo o de su incidencia directa sobre los 
decisores políticos.
 
En definitiva, el signo –positivo o negativo– del impacto de la inversión de una 
empresa sobre el desarrollo dependerá en cada caso de una combinación de 
elementos que dependen, a su vez, de decisiones cuya responsabilidad recae 
tanto en los Estados de origen y destino de las inversiones como en las propias 
empresas que las llevan a cabo. En lo que al Estado de origen de las inversiones 
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se refiere, estas decisiones pertenecerán a alguno de los siete ámbitos políticos 
y temáticos que este estudio propone como constituyentes de la política espa-
ñola de internacionalización de la empresa –acceso a mercados y protección 
de las inversiones; apoyo financiero; fiscalidad; lucha contra la corrupción; 
cooperación al desarrollo; protección de los derechos humanos; e iniciativas 
voluntarias de responsabilidad empresarial. Su análisis y comprensión son, por 
tanto, necesarios para poder valorar íntegramente el grado de coherencia con 
el desarrollo de España respecto a esta política.

1.4. Estructura del libro

Tras el presente capítulo introductorio, el segundo presenta los actores interna-
cionales más relevantes para la política española de internacionalización de la 
empresa, explicando para cada uno de ellos por qué se trata de un actor clave 
en esta materia y cuáles son los ámbitos temáticos en los que desempeña un 
papel más determinante. 

El tercer capítulo está dedicado a los actores españoles de la política de inter-
nacionalización de la empresa. En él, se analizan los principales compromisos 
adquiridos por España en materia de desarrollo en los siete ámbitos temáticos 
tratados en este informe; se presenta una selección de los principales actores 
de la Administración española a efectos de la política española de internacio-
nalización de las empresas; se detallan los principales mecanismos a través 
de los cuales la llevan a cabo y se analizan los principales rasgos de la cultura 
organizativa de la Administración española que son relevantes desde la óptica 
de la coherencia de políticas para el desarrollo.

El cuarto capítulo aborda el análisis de la coherencia de la política española 
de internacionalización de la empresa con el desarrollo, presentando los 
principales rasgos de la acción pública española en esta materia y clasifi-
cándolos dentro de sus cuatro dimensiones: vertical, horizontal, temporal 
y cosmopolita. Lo hace recurriendo al uso de terminología médica: las evi-
dencias presentadas hacen las veces de los signos clínicos de un paciente; 
por cada conjunto de signos detectados se define su cuadro clínico; con 
el sumatorio de los cuadros clínicos realizados será posible aventurar un 
diagnóstico certero de las patologías que presenta la coherencia de políti-
cas para el desarrollo en la política española de internacionalización de la 
empresa.

Por último, el quinto capítulo cierra el informe con un resumen de las princi-
pales conclusiones obtenidas y con una propuesta de cuestiones que sería ne-
cesario abordar de forma prioritaria si se pretende conseguir que la agenda de 
desarrollo pueda ganar peso e influencia en la acción de gobierno en España, 
en cualquier ámbito o sector. 
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1.5. Orientación sobre las distintas posibles lecturas del libro

El libro tiene una estructura convencional que plantea un completo análisis de 
los siete ámbitos políticos y temáticos que componen la denominada política 
española de internacionalización de la empresa desde la perspectiva de la co-
herencia de políticas para el desarrollo. Esta estructura invita a una lectura lineal 
del texto, desde la introducción hasta las conclusiones.

Sin embargo, la peculiar composición de la política española de internacionalización 
de la empresa propuesta en este libro –como mosaico de siete políticas indepen-
dientes– hace que también puedan existir lectores interesados exclusivamente en 
alguno de los ámbitos. Con el objetivo de facilitar también este tipo de lectura se ha 
mantenido esta división sectorial de políticas en todo el informe. De esta de forma, 
es posible realizar una lectura transversal del texto siguiendo, por ejemplo, el rastro 
únicamente de la política anticorrupción a lo largo del mismo (sus actores interna-
cionales más relevantes en el segundo capítulo; los actores nacionales y sus com-
promisos anticorrupción en el tercero; y las reflexiones que las anteriores evidencias 
permitan extraer en términos de coherencia de políticas en el cuarto). Un detallado 
índice y unas tablas resumen de actores y compromisos, al final de los capítulos 
dos y tres, serán de gran utilidad para quienes opten por esta aproximación al texto.

Cuadro de orientaciones para la lectura 

Ámbito del mosaico Denominación utilizada

Acceso a mercados y protección 
de inversiones en el extranjero INVERSIÓNA
Apoyo e incentivo financiero 
a la internacionalización AYUDASB
Fiscalidad de la actividad de las 
empresas en el extranjero FISCALIDADC

Lucha contra la corrupción CORRUPCIÓND
Internacionalización de las empresas a 
través de su participación como actores 
de cooperación para el desarrollo

AODE
Protección de los derechos humanos 
en relación con la actividad de 
las empresas transnacionales

DD.HHF
Iniciativas voluntarias de 
responsabilidad social empresarial RSEG





Gran parte de la legislación que regula los siete ámbitos que –según la pro-
puesta de este estudio– conforman la política española de internacionaliza-
ción de la empresa proviene de organismos internacionales. Tal es el caso, 
por ejemplo, del Convenio anticohecho de la OCDE (OCDE, 1997) o de la 
reciente directiva europea que obliga a las empresas extractivas europeas 
a reportar de forma desagregada –por país y proyecto– todos los pagos 
que realicen a las autoridades públicas de los países en los que operen (UE, 
2013b)13.

El mismo origen internacional tiene la elaboración y establecimiento de orien-
taciones políticas multilaterales y de estándares internacionales comunes. 
Estos instrumentos de soft law internacional no son jurídicamente exigibles, 
pero sí comprometen políticamente a los Estados e influyen, en ocasiones de 
forma determinante, en su acción pública en estas materias. Así ocurre, por 
ejemplo, con los “Enfoques comunes para los créditos a la exportación con 
apoyo oficial y la diligencia debida en materia medioambiental y de derechos 
humanos” de la OCDE (OCDE, 2012a) –en los que las agencias españolas de 
apoyo a la internacionalización basan sus herramientas de evaluación del 
impacto social y medioambiental de los proyectos a los que prestan su apo-
yo–; con los “Principios rectores sobre las empresas y los derechos humanos 
del Consejo de Derechos Humanos” de las Naciones Unidas (NNUU, 2011); o 
con el compromiso político adoptado en el Consejo Europeo para alcanzar 
un acuerdo en materia de paraísos fiscales en el año 2015 (Consejo Europeo, 
2013a y 2013b). 

Las organizaciones internacionales ocupan, por tanto, un papel central en esta 
investigación por su relevancia en la configuración de las normas que obligan 
y de los principios y criterios que inspiran la acción del Gobierno español en 
materia de internacionalización de las empresas. Sin embargo, el Gobierno es-
pañol continúa teniendo responsabilidad en todas estas cuestiones, mediante 
su participación en los procesos donde estas normas y criterios se adoptan y 
en su posterior ejecución y cumplimiento.

13 �Es necesario precisar que, en ocasiones, la legislación internacional no prevé mecanis-
mos para exigir su cumplimiento o para aplicar sanciones en caso de incumplimiento. 
Esta característica, propia del Derecho Internacional, no disminuye la obligatoriedad 
jurídica de estas normas, aunque sí afecta en la práctica a la capacidad de exigir a 
los Estados el respeto y cumplimiento de los derechos y obligaciones reconocidos 
en ellas.

27

Actores internacionales relevantes 
para la política española de 
internacionalización de la empresa
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Para cada una de las instituciones internacionales analizadas en este capítulo, 
se explicará por qué es un actor clave en esta materia y cuáles son los ámbitos 
temáticos en los que desempeña un papel más determinante. 

2.1. La Unión Europea

Actualmente la UE es la principal referencia política internacional de España en 
prácticamente cualquier materia. En varios de los ámbitos analizados en esta 
investigación la competencia de los Estados miembros de la UE está transferida 
a las instituciones comunitarias y la UE desempeña además un liderazgo políti-
co a escala global. Por todo ello, la UE aporta a España no sólo gran parte del 
marco jurídico aplicable a su política de internacionalización de las empresas, 
sino también un creciente cuerpo de procedimientos administrativos y de es-
tándares comunes con el resto de Estados miembros, además de un espacio 
de discusión y reflexión política estratégica de primer orden internacional.

El Tratado de Lisboa (UE, 2007) establece que las políticas externas de la UE 
“se basarán en […] la democracia, el Estado de Derecho, la universalidad e 
indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, el 
respeto de la dignidad humana, los principios de igualdad y solidaridad y el 
respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas y del Derecho 
internacional”14; y que la UE definirá y ejecutará políticas comunes con el fin de 
“apoyar el desarrollo sostenible en los planos económico, social y medioam-
biental de los países en desarrollo, con el objetivo fundamental de erradicar 
la pobreza”15. También recoge que “la Unión tendrá en cuenta los objetivos de 
la cooperación para el desarrollo al aplicar las políticas que puedan afectar a 
los países en desarrollo”16. Estos artículos constituyen la base jurídica a escala 
comunitaria de la coherencia de políticas para el desarrollo. En relación con la 
política comercial común, el Tratado establece específicamente que esta “se 
llevará a cabo en el marco de los principios y objetivos de la acción exterior de 
la Unión”, recién enumerados17.

El Tratado de Lisboa también establece el reparto de funciones entre la 
Comisión Europea (CE), el Parlamento y el Consejo Europeo y el funcionamien-
to de los procesos de toma de decisión previstos para los diferentes ámbitos 
políticos sobre los que la UE tiene competencia. Así, por ejemplo, los artículos 

14 �Artículo 21.1 del texto consolidado por el Tratado de Lisboa del Tratado de la Unión 
Europea. El contenido de este artículo es prácticamente igual al del artículo 3 de este 
mismo Tratado. 

15 �Artículo 21.2 del texto consolidado por el Tratado de Lisboa del Tratado de la Unión 
Europea.

16 �Artículo 208 del texto consolidado por el Tratado de Lisboa del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea.

17 �Artículo 207 del texto consolidado por el Tratado de Lisboa del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea.
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206 y 207 del Tratado de Lisboa desarrollan el reparto de competencias en 
materia de política comercial común. Establecen que el proceso de elabora-
ción de la política comienza con el diseño del marco de aplicación por parte 
del Consejo y el Parlamento; que el Consejo debe autorizar el inicio de las 
negociaciones comerciales con terceros países y que estas serán conducidas 
posteriormente por la Comisión; y que tanto el Consejo como la Comisión 
velarán por que las negociaciones sean compatibles con las políticas y nor-
mas de la UE. Para determinados casos, habituales en materia comercial, se 
prevé que la celebración de los acuerdos requiera la aprobación previa del 
Parlamento Europeo18. Por último, establece que cualquier Estado miembro, 
el Parlamento Europeo, el Consejo o la Comisión pueden solicitar el dictamen 
del Tribunal de Justicia de la UE si existen dudas acerca de la compatibilidad de 
un determinado acuerdo comercial con los tratados de la UE y que en caso de 
dictamen negativo el acuerdo no podrá entrar en vigor. Esta última disposición 
tiene un enorme potencial en materia de desarrollo humano, dado el carácter 
legal que el Tratado de Lisboa otorga al principio de coherencia de políticas 
para el desarrollo.

Por el protagonismo que las instituciones comunitarias tienen en la conforma-
ción del marco jurídico y político relevante para España en materia de interna-
cionalización de las empresas, es imprescindible que las autoridades españolas 
no eludan su corresponsabilidad en los procesos de toma de decisión euro-
peos, que participen activamente en los respectivos foros de decisión y discu-
sión comunitarios, que rindan cuentas públicas ante el Parlamento español y la 
ciudadanía de las postura defendidas y que sean diligentes en el cumplimiento 
de los compromisos políticos adoptados. Se puede concluir, por tanto, que en 
la actualidad y para el caso de la política española de internacionalización de 
las empresas, la coherencia de políticas con el desarrollo pasa en gran medida 
por las posturas que los representantes españoles defiendan en las institucio-
nes comunitarias en las que participan y por su desempeño en la ejecución y  
cumplimiento de la legislación y las directrices políticas que allí se adopten.

La competencia sobre la política comercial exterior de los Estados miembros 
de la UE está transferida, en todos sus ámbitos, a las instituciones comunita-
rias desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en diciembre de 200919. 
A pesar de esta regla general, aún en el año 2015 la UE se encuentra en un 
periodo de transición que otorga a los Estados miembros cierta libertad para 
seguir negociando y aprobando bilateralmente acuerdos comerciales en ma-
teria de inversión con terceros países (UE, 2012), además de continuar en 
vigor los acuerdos negociados por los Estados miembros durante las últimas 
décadas.

18 �El artículo 218 del Tratado de la UE (2007) menciona, entre otros, los “acuerdos de 
asociación” y cualquier otro acuerdo con “repercusiones presupuestarias importantes 
para la Unión”.

19 �Artículos 206 y 207 del texto consolidado por el Tratado de Lisboa del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea.
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En virtud de su competencia en esta materia, la UE puede negociar en nombre 
de los Estados miembros acuerdos comerciales con terceros países o regiones 
–los acuerdos de protección y promoción recíproca de inversiones (APPRI)20 
y los tratados de libre comercio−. También es la UE la que representa y habla 
en nombre de los 28 Estados miembros ante el principal foro comercial mul-
tilateral –la Organización Mundial del Comercio (OMC)– y la que establece 
las preferencias unilaterales de acceso al mercado europeo que reciben las 
mercancías provenientes de países en desarrollo (a través del llamado Sistema 
Generalizado de Preferencias)21. En el capítulo introductorio ya se expuso la 
relevancia de estos acuerdos para la internacionalización de las empresas y su 
potencial impacto en el desarrollo de terceros países.

En los últimos años, la CE y el Parlamento Europeo han elaborado numerosos 
documentos de posicionamiento y orientación de la política comercial europea 
que, sin ser jurídicamente vinculantes, permiten conocer cómo las instituciones 
europeas entienden la relación entre sus objetivos de comercio exterior y los de 
desarrollo. De entre todos ellos cabe destacar la Comunicación de la CE “Una 
Europa global: competir en el mundo” (Comisión Europea, 2006); la Resolución 
del Parlamento Europeo sobre los derechos humanos y las normas sociales y 
medioambientales en los acuerdos comerciales internacionales (Parlamento 
Europeo, 2012); la Comunicación de la CE “Comercio, crecimiento y desarrollo: 
una política de comercio e inversión a medida para los países más necesita-
dos” (Comisión Europea, 2012d) y el Plan de acción del marco estratégico de 
la UE sobre derechos humanos y democracia, del Consejo Europeo (Consejo 
Europeo, 2012). En estos documentos las instituciones comunitarias defienden 
la apertura comercial como un elemento necesario para el desarrollo de los paí-
ses, pero también admiten sus límites y la necesidad de introducir contrapesos 
y salvaguardas sociales y medioambientales para preservar el interés general.

En la primera, la CE defiende la apertura a las empresas europeas de mercados 
de todo el mundo como un elemento necesario para garantizar su competiti-
vidad en un mundo globalizado. En concreto, se propone eliminar las barreras 
no arancelarias (regulaciones, requisitos sanitarios, etc.) a las que se enfrentan 
las empresas europeas y garantizar su acceso a recursos naturales estratégicos 
y a nuevos ámbitos de negocio (servicios, propiedad intelectual o compras 
públicas). La CE reconoce, por otro lado, que la globalización puede generar 
impactos sociales y medioambientales negativos y plantea la necesidad de que 
existan unos límites –en términos de desarrollo, medioambiente, seguridad, etc.– 

20 �Véase Anexo 1 para una completa descripción de las principales características de los 
APPRI.

21 �Actualmente 176 países en desarrollo se benefician del Sistema Generalizado de 
Preferencias (SGP) estándar de la UE. Para países en situación de especial vulnerabilidad 
que hayan ratificado una serie de convenios internacionales en materia de derechos 
humanos y laborales, la UE ofrece un SGP cualificado (o SGP-plus) más beneficioso 
que el anterior. Finalmente, para el conjunto de Países Menos Adelantados (PMA) la UE 
tiene el esquema “Todo Menos Armas”, por el que la práctica totalidad de los productos 
de estos países acceden a la UE libres de aranceles (UE, 2013a).  
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que la política comercial comunitaria debe respetar y unas políticas sociales 
que hagan frente a los costes de adaptación a la globalización de los colectivos 
perjudicados22. En la segunda, el Parlamento Europeo defiende con intensidad 
la obligación y carácter estratégico de que la UE incluya los derechos humanos 
y las cláusulas sociales y medioambientales en cualquier instrumento de su 
política comercial y enfatiza en la necesidad de superar la frecuente falta de 
seguimiento, efectividad y aplicación de las mismas por parte de los Estados 
miembros y de las instituciones comunitarias. En la tercera, la CE reconoce que 
el comercio es una condición necesaria pero no suficiente para el desarrollo y 
aboga por secuenciar la liberalización comercial a las necesidades de los países 
en desarrollo y acompañarla de las necesarias regulaciones internas. Además, 
se compromete a evaluar –ex ante y ex post– las repercusiones económicas, 
sociales, medioambientales y en materia de derechos humanos de sus iniciativas 
comerciales. En la cuarta, el Consejo se compromete a fortalecer el diálogo con 
los países socios para promover y proteger los derechos humanos en el marco 
de los acuerdos comerciales y a asegurar que la política europea de IED tenga en 
cuenta los objetivos y principios comunitarios en materia de derechos humanos.  

La UE no es el actor internacional que mayores aportaciones legislativas o políti-
cas ha hecho en esta materia en los últimos años. A pesar de ello, gracias a una 
reciente normativa comunitaria, las agencias de crédito y apoyo a la internacio-
nalización de las empresas (ECA) europeas están obligadas a cumplir el Consenso 
OCDE23 en materia de créditos a la exportación y los Estados miembros deben 
reportar acerca de cómo cumplen sus ECA con el resto de las obligaciones y ob-
jetivos de la UE (UE, 2011b). Como se detallará más adelante, esta obligación de 
reportar ha sido interpretada de forma extensiva por la UE e incluye la obligación 
de informar acerca del cumplimiento de los compromisos en materia de corrup-
ción, generación de deuda e impacto social, medioambiental y en los derechos 
humanos. En España sólo CESCE (Compañía Española de Seguros de Crédito 
a la Exportación) es considerada ECA a efectos de esta rendición de cuentas.

También pertenece a la órbita de las instituciones comunitarias la Asociación de 
Instituciones Financieras de Desarrollo Europeas (EDFI), cuyos miembros tienen 
el mandato de promover –a través de la financiación de proyectos empresa-
riales– el crecimiento económico, la reducción de la pobreza y los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio en los países de destino (EDFI, 2009)24. Su influencia 
en la política española de internacionalización de la empresa se deriva de la 

22 �Puede accederse a un resumen del contenido de esta Comunicación en: http://euro-
pa.eu/legislation_summaries/external_trade/r11022_es.htm (Consultado el 8 de julio 
de 2014).

23 �El llamado Consenso OCDE hace referencia al Acuerdo general sobre líneas directrices 
en materia de crédito a la exportación con apoyo oficial de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE, 2013b). Las directrices estipulan las 
condiciones financieras que pueden ofrecer las ECA con el fin de fomentar la igualdad 
de condiciones para todos los créditos a la exportación con apoyo oficial.

24 �Puede consultarse la página web de la Association of European Development Finance 
Institutions (EDFI) en www.edfi.be (Consultado el 31 de julio de 2013).
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obligación de COFIDES −representante español en la EDFI– de adherirse a 
su Declaración de Principios de financiación responsable y de incorporar sus 
metodologías, estándares y criterios. A pesar del enorme margen de mejora 
que COFIDES aún tiene para garantizar el impacto positivo en desarrollo de los 
proyectos que financia –como se analizará en detalle más adelante– es, desde 
esta perspectiva de la coherencia, la institución española de apoyo financiero 
a la internacionalización con mejor desempeño.

Recientemente se han incorporado varias normas a la legislación comunitaria que 
afectan a la fiscalidad de las actividades en el extranjero de las empresas euro-
peas. En 2011, una directiva europea estableció nuevas normas y procedimientos 
obligatorios de cooperación entre los Estados miembros en materia de inter-
cambio de información fiscal (UE, 2011c). Desde 2013, otra directiva obliga a las 
empresas extractivas europeas (de los sectores de los hidrocarburos, minerales y 
madera) a reportar −desagregado por proyecto y país– todos los pagos superiores 
a 100.000 euros que realicen a los gobiernos y otras autoridades públicas de los 
países donde operan (UE, 2013b). A finales de 2014, el Consejo de la UE acordó 
modificar la normativa europea para introducir una “norma general antifraude” 
por la que los Estados miembros deben rechazar la validez de cualquier práctica 
de planificación fiscal de las ETN cuyo objetivo fundamental sea evadir impues-
tos (Consejo de la UE, 2014). Se espera que estas normativas permitan detectar 
y combatir los casos de fraude y elusión fiscal con mayor facilidad y eficacia.

Aparte de estas reformas legislativas, las instituciones comunitarias están jugan-
do un importante papel dinamizando la adopción de acuerdos políticos para 
evitar y reducir la elusión y el fraude fiscal en la presencia exterior de las empre-
sas europeas. Destaca en este sentido el Plan de acción para reforzar la lucha 
contra el fraude fiscal y la evasión fiscal y las Recomendaciones de la Comisión 
sobre planificación fiscal agresiva (Comisión Europea, 2012a y 2012b) –que mar-
can una hoja de ruta y presentan unas  recomendaciones sobre los acuerdos 
que se deberían alcanzar en el seno de la UE en esta materia en el futuro– y 
el compromiso adoptado en el Consejo Europeo para alcanzar un acuerdo en 
materia de paraísos fiscales en el año 2015 (Consejo Europeo, 2013a y 2013b).

Aunque sobre el papel toda esta reciente iniciativa política es positiva, es ne-
cesario que se traduzca en un mayor control real sobre la fiscalidad de las ETN 
y en una reducción de sus cifras de elusión y evasión fiscal y de inversión en 
paraísos fiscales que, como ya se adelantó en el capítulo introductorio, están 
aún próximas a sus máximos históricos (UNCTAD, 2012).

En los últimos años, la lucha contra la corrupción ha sido incorporada de for-
ma transversal y prioritaria en un gran número de instrumentos legislativos y 
de acuerdos políticos de la UE. Los dos primeros acuerdos de la UE en esta 
materia fueron el Convenio relativo a la lucha contra los actos de corrupción 
en los que estén implicados funcionarios de la Unión Europea o de los Estados 
miembros (UE, 1997) y la Decisión del Consejo relativa a la lucha contra la 
corrupción en el sector privado (Consejo Europeo, 2003). Sobre la base del 
primero, cada Estado miembro está obligado a incorporar a su legislación penal 
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los comportamientos que constituyen actos de corrupción cometidos por fun-
cionarios comunitarios o funcionarios de otros Estados miembros, así como la 
complicidad o instigación a dichos actos. En virtud del segundo, se obliga a los 
Estados miembros a incluir en el tipo penal los actos encaminados a corromper 
a administradores de entidades privadas y a tomar medidas sancionadoras y 
disuasorias contra las empresas que incurran en delitos de corrupción, como 
por ejemplo excluirlas del disfrute de ventajas o ayudas públicas o inhabilitarlas 
temporal o permanentemente para desempeñar actividades comerciales.

Más recientemente, la Comunicación de la Comisión Europea de lucha contra 
la corrupción en la Unión Europea (CE, 2011a) propone que la UE promueva 
a través de su política comercial internacional el buen gobierno –incluida la 
lucha contra la corrupción– de los terceros países con los que establezca rela-
ciones comerciales. Concretamente, propone que la Convención de Naciones 
Unidas contra la corrupción (Naciones Unidas, 2003) sea uno de los estándares 
internacionales que la UE exija ratificar e implementar a los países en desarrollo 
que quieran beneficiarse del acceso privilegiado al mercado comunitario a tra-
vés del Sistema Generalizado de Preferencias (SGP)25. También propone incluir 
provisiones de transparencia y reducción de riesgo de corrupción en todos 
sus acuerdos de libre comercio. Así se ha hecho, por ejemplo, en el Acuerdo 
Comercial entre la UE y Perú y Colombia (UE, 2012c) en aspectos relacionados 
con las aduanas (art. 59.3), la contratación pública (art. 188 y ss) y los servicios 
financieros (art. 155. 4 y 5).

Además, en 2014 la CE ha publicado su primer informe anticorrupción. Este 
informe bienal está llamado a convertirse en un mecanismo de vigilancia y 
de evaluación para recoger las tendencias y las deficiencias en los Estados 
miembros a las que habrá que dar solución y estimular el intercambio de me-
jores prácticas entre ellos, incluidas las relacionadas con la corrupción que se 
da en el contexto de las transacciones comerciales internacionales (Comisión 
Europea, 2014a)26.

La CE está siendo uno de los actores más activos en el debate internacional 
sobre el futuro de las políticas de cooperación, la eficacia de la ayuda y el reto 
de la financiación del desarrollo. En los últimos años, la CE ha publicado tres 
Comunicaciones sobre estas temáticas: “Programa para el Cambio: incremento 
del impacto de la política de desarrollo de la UE” (Comisión Europea, 2011); 
“Después de 2015: hacia un enfoque global e integrado para financiar la erra-
dicación de la pobreza y la consecución del desarrollo sostenible” (Comisión 

25 �Puede accederse a toda la información sobre el Sistema Generalizado de Preferencias 
de la UE en: http://ec.europa.eu/trade/policy/countries-and-regions/development/ge-
neralised-scheme-of-preferences/index_en.htm. (Consultado el 30 de octubre de 2014).

26 �El informe se basa en datos procedentes de distintas fuentes, entre las que se en-
cuentran los mecanismos de vigilancia del Consejo de Europa, de la OCDE y de las 
Naciones Unidas, pero también de expertos independientes, la Oficina Europea de 
Lucha contra el Fraude (OLAF), Eurojust, Europol, la Red Europea contra la Corrupción, 
los Estados miembros, los estudios Eurobarómetro y los informes de la sociedad civil.
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Europea, 2013); y “Reforzar el papel del sector privado en la consecución de 
un crecimiento incluyente y sostenible en los países en desarrollo” (Comisión 
Europea, 2014b). Dado que la Comisión y los Estados miembros son, conjunta-
mente considerados, el primer donante del mundo, su posicionamiento político 
es crucial para cualquier cuestión relacionada con la política de cooperación 
internacional al desarrollo.

El posicionamiento de la CE sobre esta materia gira en torno a tres ejes claros. 
El primero es la apuesta por el protagonismo del sector privado no sólo como 
actor del desarrollo, sino también como socio de ejecución y financiación de la 
política de cooperación (Comisión Europea 2014b:2). El segundo es la incorpora-
ción de la cooperación financiera –principalmente reembolsable– como una de 
las principales herramientas de la política europea de cooperación internacional 
(Comisión Europea 2011c: 9 y 2014b: 17-18). Y el tercero es la adopción de un 
enfoque global en el que el fomento de una IED europea –sostenible y respon-
sable– es considerado un objetivo propio de la política de cooperación y una 
fuente más de financiación del desarrollo (Comisión Europea, 2012d y 2014b). 

En el discurso de la CE se combina el objetivo de crear un entorno empresarial 
propicio para las iniciativas del sector privado –especialmente orientado para 
que las pymes y las microempresas de los países socios puedan generar puestos 
de trabajo dignos, ingresos públicos y aprovechar las oportunidades que ofre-
cen unos mercados integrados a escala mundial (Comisión Europea, 2011c: 8 y 
2014b: 6)–, con el de atraer a los países en desarrollo importantes inversiones 
privadas que logren resultados de desarrollo positivos como parte de la activi-
dad principal de las empresas (Comisión Europea 2014d:2). En este segundo 
objetivo, la Comisión no hace distinciones entre sector privado nacional o ex-
tranjero y propone el impulso de un conjunto de nuevas formas de relación con 
el sector privado, que incluye la financiación de inversiones privadas a través de 
subvenciones, préstamos, garantías, instrumentos de riesgos compartidos y de 
los mecanismos regionales de financiación puestos en marcha por la UE en los 
últimos años para catalizar asociaciones entre los sectores público y privado en 
los países en desarrollo (Comisión Europea, 2011c: 9 y 2014: 17)27.

La CE se ha posicionado recientemente en relación con alguna de las cues-
tiones más problemáticas de esta nueva agenda de cooperación europea. Así, 
por ejemplo, ha definido el componente de adicionalidad28 que se va a exigir a 
toda la AOD que sea canalizada vía el sector privado y ha anunciado que va a 
exigir un estricto respeto a las normas sociales, medioambientales y fiscales a 

27 �Como por ejemplo el Fondo fiduciario UE-África para infraestructuras (AITF) o la 
Facilidad de inversiones para América Latina (LAIF). 

28 �Según la Comisión Europea, se puede considerar que la ayuda al sector privado aporta 
un valor añadido diferencial en términos de desarrollo si “sin apoyo público, la em-
presa privada no llevaría a cabo la acción o las inversiones, o no lo haría en la misma 
escala, al mismo tiempo, en el mismo lugar o según las mismas normas” (Comisión 
Europea, 2014b: 5). 
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todas las empresas que vayan a recibir ayudas públicas europeas29 (Comisión 
Europea, 2014b). Siguen existiendo, sin embargo, muchas dudas pendientes en 
relación con algunas de las verdaderas encrucijadas en esta materia. ¿Cómo 
de eficaz es la apuesta por el sector privado, la cooperación financiera y la IED 
para luchar contra la pobreza y la desigualdad? ¿Cuál es el coste de oportuni-
dad de apostar por estos nuevos instrumentos de cooperación en detrimento 
del resto de instrumentos o de sectores, como el de los servicios sociales 
básicos? ¿Qué consecuencias va a tener el nuevo protagonismo adquirido por 
los intermediaros financieros? ¿Cómo se va a garantizar que la IED promovida 
públicamente sea realmente un vector de desarrollo equitativo y sostenible?

Los recientes posicionamientos comunitarios en materia de política de coopera-
ción recién expuestos, junto con la ambigüedad mantenida respecto a algunas 
de las cuestiones más controvertidas, dan pie a pensar que detrás de la agenda 
de cooperación al desarrollo de la UE exista la intención de promover la agen-
da de internacionalización de las empresas europeas a través de los canales, 
recursos e instrumentos propios de la política de desarrollo30.

Desde 1995 la normativa comunitaria obliga a incluir cláusulas de derechos 
humanos en todos los acuerdos comerciales de la UE (Comisión Europea, 
1995), obligación que se ha hecho extensiva a todas las áreas de la acción 
exterior europea (Consejo Europeo, 2012:2). Esta obligación se ha cumplido 
habitualmente incorporando el respeto por los principios democráticos y los 
derechos humanos fundamentales como “elemento esencial” de los acuerdos 
comerciales (UE, 2012b)31 y ordenando a las partes adoptar cualquier medida 
que sea necesaria para cumplir las obligaciones establecidas en el acuerdo (UE, 
2012b)32. Estas cláusulas deben ser entendidas como una obligación activa de 
las partes del acuerdo de intervenir para garantizar que estos principios y dere-
chos son protegidos y satisfechos (Bartels, 2013). En virtud de estas cláusulas, 
los Estados parte de un acuerdo pueden cesar unilateralmente su implementa-
ción en el caso de que esta resultase incompatible con el cumplimiento de sus 
obligaciones en materia de derechos humanos. Así debería interpretarse, por 

29 �Según la Comisión Europea: “El respeto de las normas sociales, medioambientales y 
fiscales también se considera una condición previa para todo compromiso o ayuda 
pública de la UE destinados al sector privado” (Comisión Europea, 2014b: 13). 

30 �Para una reflexión sobre las tendencias e implicaciones de las nuevas prioridades e ins-
trumentos de la cooperación, véase: “Cooperación ¿para el desarrollo o para el sector 
privado? El auge de la cooperación financiera reembolsable” (Martínez Osés, 2014) y 
“Fondos públicos para el sector privado ¿se puede reducir la pobreza invirtiendo en 
empresas privadas?” (Kwakkenbos, 2012).

31 �Por ejemplo, véase el artículo 1 del Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y 
la UE, firmado el 29 de junio de 2012: http://eeas.europa.eu/delegations/nicaragua/
eu_nicaragua/trade_relation/perspectivas_del_acuerdo/index_es.htm (Consultado el 
10 de junio de 2014).

32 �Véase, por ejemplo, el artículo 355 del Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y 
la UE, firmado el 29 de junio de 2012: http://eeas.europa.eu/delegations/nicaragua/
eu_nicaragua/trade_relation/perspectivas_del_acuerdo/index_es.htm (Consultado el 
10 de junio de 2014).
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ejemplo, en el caso de que las obligaciones de no-discriminación a empresas 
extranjeras incluidas en los acuerdos APPRI33 impidieran al Estado receptor de 
la inversión llevar a cabo medidas para proteger o favorecer a colectivos en 
situación de vulnerabilidad. 

La UE también ha comenzado a incluir cláusulas de desarrollo sostenible –refe-
ridas habitualmente a los derechos laborales y a estándares medioambientales– 
y pobreza en los acuerdos comerciales más recientes34. Sin embargo, a pesar 
de que gran parte de los derechos laborales son al mismo tiempo derechos 
fundamentales y de que la violación de estándares medioambientales puede 
también poner en riesgo los derechos humanos, los mecanismos previstos 
para exigir el cumplimiento de estas cláusulas son mucho más débiles que en 
el caso de los derechos humanos y los principios democráticos (Bartels, 2013). 
Esta distinción de trato pone de manifiesto lo restringido y limitado que es el 
concepto de coherencia de políticas para el desarrollo que la UE aplica en su 
política de comercio exterior.

Por otro lado, en relación con la implementación por los Estados miembros 
de la UE de los “Principios Rectores sobre las empresas y los derechos huma-
nos” de NNUU (Naciones Unidas, 2011), la Comunicación “Estrategia renova-
da de la UE para 2011-2014 sobre la responsabilidad social de las empresas” 
(Comisión Europea, 2011d) y el Plan de acción del marco estratégico de la 
UE sobre derechos humanos y democracia (Consejo Europeo, 2012) invitan 
a los Estados miembros a elaborar planes nacionales de cumplimiento de los 
Principios Rectores. En parte gracias a este impulso, la UE lidera en la esfera 
internacional la planificación de la implementación de los Principios Rectores y 
ya hay cuatro Estados miembros con sus planes nacionales publicados y varios 
más en proceso de elaboración35. El borrador final del plan español es analizado 
pormenorizadamente en los siguientes apartados (Gobierno de España, 2014). 
Su entrada en vigor es una incógnita en el momento de cierre del presente 
informe, ya que el borrador final está elaborado desde verano de 2014 –sólo a 
la espera de su aprobación por el Consejo de Ministros– y no hay información 
oficial respecto a las razones del retraso.

Todos estos impulsos de la UE en materia de acuerdos comerciales y derechos 
humanos han supuesto muy pocos avances en la creación de instrumentos 
obligatorios o coercitivos para las empresas europeas en materia de derechos 

33 �Véase el Anexo 1 para una completa descripción de las principales características de 
los APPRI.

34 �Estas cláusulas se pueden encontrar en el Acuerdo UE-CARICOM de 2008, en el 
Acuerdo UE-Corea del Sur de 2010 y en los Acuerdos de la UE con Centro América 
y con Perú y Colombia de 2012. También se están introduciendo en el texto de los 
acuerdos actualmente en negociación (Bartels, 2013).

35 �Pueden consultarse los planes nacionales sobre empresa y derechos humanos de los 
Estados miembros de la UE en: http://ec.europa.eu/enterprise/policies/sustainable-
business/corporate-social-responsibility/human-rights/index_en.htm (Consultado el 9 
de junio de 2014).
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humanos. La mayoría de los textos comunitarios se limitan a decir que se “es-
pera que todas las empresas europeas asuman su responsabilidad de respetar 
los derechos humanos” (Comisión Europea, 2011d: 16) y que se “anima a que 
las empresas se adhieran a los principios y directrices reconocidos internacio-
nalmente” en esta materia (Comisión Europea, 2014b: 13). Sin embargo, en su 
más reciente comunicación relativa al rol del sector privado en el desarrollo, la 
Comisión advierte de que el respeto de las normas sociales, medioambientales 
y fiscales se va a considerar una condición previa para todo compromiso o ayu-
da pública de la UE destinados al sector privado (Comisión Europea, 2014b), lo 
cual supone un importante cambio de discurso y abre la puerta a un mayor uso 
del poder coercitivo de los poderes públicos sobre el respeto de los derechos 
humanos por parte de las empresas.

Las instituciones comunitarias son un referente internacional en materia de RSE 
y su liderazgo supone un estímulo permanente para la acción política de los 
Estados miembros. La citada comunicación de la Comisión Europea –”Estrategia 
renovada de la UE para 2011-2014 sobre la responsabilidad social de las empre-
sas” (Comisión Europea, 2011d)– incorpora en el concepto de RSE el respeto a 
los derechos humanos y el cumplimiento de los estándares internacionales de 
referencia en la materia36. Para la CE, la RSE abarca, como mínimo, los dere-
chos humanos, las prácticas de trabajo y de empleo, las cuestiones medioam-
bientales (como la biodiversidad, el cambio climático, el uso eficiente de los 
recursos, la evaluación del ciclo de vida y la prevención de la contaminación); 
la lucha contra el fraude y la corrupción, la participación de las comunidades 
locales y el desarrollo, la integración de las personas con discapacidad y los 
intereses de los consumidores (Comisión Europea, 2011d: 8). 

El Programa de acción para el periodo 2011-2014 –previsto en la citada 
Comunicación de la Comisión– incluye una serie de propuestas relacionadas 
con la dimensión internacional de las empresas europeas. En concreto, se 
propone requerir que todos los fondos de inversión europeos informen a sus 
clientes de los criterios de inversión éticos a los que se adhieran, invitar a las 
ETN europeas a comprometerse a respetar la Declaración tripartita de princi-
pios sobre las empresas multinacionales y la política social de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT, 2011) y determinar formas para promover el 
comportamiento responsable de las empresas en terceros países para favorecer 
una recuperación y un crecimiento más inclusivo y sostenible.

36 �En particular, la comunicación cita como estándares de referencia las líneas directri-
ces de la OCDE para las empresas multinacionales, los diez principios de la iniciativa 
del Pacto Mundial de las Naciones Unidas, la norma de orientación ISO 26000 sobre 
responsabilidad social, la declaración tripartita de principios sobre las empresas mul-
tinacionales y la política social de la OIT y los Principios Rectores de las Naciones 
Unidas sobre empresas y derechos humanos.
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2.2. Naciones Unidas

La relevancia de Naciones Unidas en la construcción de un marco jurídico y 
político internacional aplicable a la internacionalización de las empresas que 
sea coherente con el desarrollo se debate entre varias tensiones. Por un lado, 
es el foro multilateral por excelencia, por lo que sus acuerdos y compromisos 
están investidos de una relevancia y trascendencia política que es potencial-
mente mayor que las del resto de instituciones internacionales. En los últimos 
años, ha sido de las instituciones multilaterales que mayores contribuciones ha 
hecho para la coherencia de políticas para el desarrollo en materia de acuerdos 
internacionales de inversión y de responsabilidad de las ETN. Por otro lado, su 
relevancia práctica está lastrada por la lentitud de sus procedimientos y por la 
falta de exigibilidad de muchos de los acuerdos y compromisos que finalmente 
se alcanzan –como es el caso de los Principios Rectores para las empresas y los 
derechos humanos−. Esta falta de determinación y agilidad y la poca ambición 
con la que muchos actores de la sociedad civil consideran que defiende los 
derechos humanos y los objetivos de desarrollo es, por otra parte, perfectamen-
te natural si se tiene en cuenta que los gobiernos de los países que bloquean 
acuerdos o no se comprometen en otros foros –UE, G20, Organización Mundial 
del Comercio, etc.– son los mismos que establecen el mandato de sus países 
en las Naciones Unidas. Aún así, y por muy imperfecta que sea, es actualmente 
el activo institucional más valioso que existe para lograr una gobernanza de-
mocrática más justa y equitativa.

La Conferencia de Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo (UNCTAD) 
ha sido durante los últimos años un referente internacional en el análisis de 
la relación entre el sistema internacional de protección y promoción de la 
IED y el desarrollo sostenible. La UNCTAD defiende enérgicamente que los 
acuerdos APPRI (véase Anexo 1 para una completa descripción de las principa-
les características de los APPRI) pueden suponer obstáculos para las políticas 
nacionales de desarrollo de los países receptores de la inversión y que, en su 
formato actual, sus provisiones  están sesgadas hacia la garantía de un alto 
nivel de protección a los inversores, con pocas concesiones a los aspectos del 
desarrollo (UNCTAD, 2012).

Además, la UNCTAD ha elaborado una propuesta de modelo alternativo de 
acuerdos de inversión que permite conjugar la promoción y la protección de 
las inversiones internacionales con la defensa del espacio político necesario 
para defender el interés general y promover el desarrollo sostenible. Esta pro-
puesta se ha plasmado en un marco de referencia –denominado Investment 
Policy Framework for Sustainable Development (IPFSD)37– en el que se expone 
minuciosamente el abanico de opciones políticas que los Estados tienen para 
introducir las consideraciones de promoción y protección del desarrollo sos-
tenible en cada una de las secciones y disposiciones habituales de los APPRI. 

37 �Para más información véase UNCTAD (2013c): Investment Policy Framework for 
Sustainable Development [online] Disponible en: http://investmentpolicyhub.unctad.
org/ipfsd (Consultado el 10 de junio de 2014).
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Como se analiza más adelante, el IPFSD permite evaluar con gran precisión en 
qué grado y de qué modo los APPRI en los que España es parte han incorpo-
rado consideraciones de desarrollo sostenible (Pérez, 2014).

En 2003, sobre la base del trabajo ya realizado por la OCDE –Convenio antico-
hecho de la OCDE (OCDE, 1997)38–, se aprobó la Convención de las Naciones 
Unidas contra la corrupción (Naciones Unidas, 2003), de la que la UE es parte. 
La convención exige que los Estados parte tipifiquen como delitos penales 
domésticos una serie de actos de corrupción relacionados con la actividad de 
las ETN y creen una agencia anticorrupción independiente. En relación con 
los procesos de internacionalización de las empresas, la convención alude 
explícitamente a la necesidad de prevenir la corrupción en los procedimientos 
públicos de concesión de subsidios y licencias y de denegar la deducción tri-
butaria de gastos que constituyan soborno. Más adelante se analiza el grado 
en que España cumple lo estipulado en este convenio.

En 2011, la comunidad internacional dio un significativo paso adelante en esta 
materia con la aprobación por el Consejo de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas de los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos 
(Naciones Unidas, 2011) que desarrollan y ponen en práctica el Marco de las 
Naciones Unidas para proteger, respetar y remediar. Este instrumento no es 
un nuevo tratado vinculante ni establece nuevas obligaciones de derecho in-
ternacional para los Estados ni las empresas, lo cual ha generado un intenso 
debate internacional –incluso dentro de los colectivos de la sociedad civil 
especializados en la defensa de los derechos humanos– acerca de cómo valo-
rar y posicionarse ante el marco ofrecido por los Principios Rectores. En este 
debate entran en juego cuestiones como el valor práctico de disponer hoy de 
un consenso internacional en torno a los Principios Rectores a partir del cual 
avanzar hacia esquemas más ambiciosos; la factibilidad real de lograr aprobar 
en el medio plazo un acuerdo internacional vinculante sobre esta materia39; el 
riesgo actual de impunidad ante violaciones de derechos humanos por empre-
sas en ausencia de medidas coercitivas concretas, etc40. La polaridad existente 
en este debate se ha hecho patente recientemente en la actividad del propio 
Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que aprobó en junio de 
2014 –con 20 votos a favor, 14 en contra y 13 abstenciones–41  una resolución 

38 �El nombre completo del Convenio anticohecho es: Convenio de la OCDE de lucha 
contra la corrupción de agentes públicos extranjeros en las transacciones comerciales 
internacionales (OCDE, 1997).

39 �El profesor John Ruggie (ex Relator Especial de Naciones Unidas para las Empresas y 
los Derechos Humanos) defiende que es más conveniente el enfoque de los Principios 
Rectores que el de un tratado internacional vinculante. Para más información, ver: 
http://www.ihrb.org/commentary/business-and-human-rights-treaty-international-le-
gislation-as-precision-tools.html (Consultado el 23 de junio de 2014). 

40 �Existe una campaña internacional de petición de un tratado internacional vinculante 
sobre empresa y derechos humanos. Para más información véase: http://www.treaty-
movement.com (Consultado el 13 de junio de 2014).

41 �Para más información véase: http://business-humanrights.org/en/binding-treaty-pros-
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que autoriza la creación de un Grupo de Trabajo Intergubernamental con el 
mandato de iniciar el trabajo necesario para elaborar un tratado internacional 
vinculante sobre la actividad de las ETN en relación con los derechos humanos 
(Naciones Unidas, 2014).

Con independencia de cuál sea la solución óptima en esta cuestión, puede 
afirmarse que los Principios Rectores constituyen una guía para que los Estados 
traduzcan sus obligaciones internacionales ya existentes en materia de dere-
chos humanos a la realidad práctica de su relación con las empresas. Establece 
responsabilidades para el Estado y las empresas, considerando tres aspectos 
principales: la protección (atribuida al Estado), el respeto (atribuida a las em-
presas) y el efectivo remedio de vulneraciones de derechos humanos (atribuido 
a ambos). 

Los Principios Rectores desarrollan cuatro materias estrictamente relacionadas 
con el objeto de esta investigación:

 �En primer lugar, establecen las obligaciones de los Estados respecto a sus 
instrumentos públicos para el apoyo a la internacionalización de las em-
presas. Así, el cuarto principio detalla la responsabilidad cualificada que 
tienen los Estados en relación con las violaciones de derechos humanos 
cometidas por empresas de su propiedad o bajo su control o que reciban 
importantes apoyos y servicios de organismos estatales –como los orga-
nismos oficiales de crédito a la exportación y los organismos oficiales de 
seguros o de garantía de las inversiones–, exigiendo la debida diligencia en 
materia de derechos humanos. El séptimo principio prevé la posibilidad de 
negar el acceso a apoyos públicos a cualquier empresa que esté implicada 
en graves violaciones de los derechos humanos y se niegue a cooperar 
para resolver la situación.

 �En segundo lugar, establecen las obligaciones de los Estados respecto a 
sus acuerdos internacionales de inversión. El noveno principio establece la 
obligación de los Estados de mantener el espacio político adecuado para 
proteger los derechos humanos cuando negocien y concluyan acuerdos 
internacionales de inversión. 

 �En tercer lugar, los Principios Rectores establecen la forma en la que las 
empresas deben llevar a cabo su debida diligencia en materia de derechos 
humanos, que es una cuestión muy relevante en el caso de las ETN y su 
relación con las cadenas de suministro que forman parte de sus CGV42. Los 
principios 11 a 24 abordan esta cuestión desde la perspectiva de la gestión 

and-cons (Consultado el 3 de julio de 2014). España no tomó parte en esta votación 
al no formar parte de dicho Consejo. 

42 �La guía para la interpretación de los Principios Rectores (Naciones Unidas, 2012) ex-
pone la importancia de que la aplicación de los Principios Rectores se amplíe a la 
relación de las empresas con sus cadenas de suministro, especialmente en el caso 
de las ETN y sus CGV.

F
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interna de las empresas, con cuestiones como la necesidad de que estas 
declaren públicamente su compromiso con los derechos humanos; que rea-
licen evaluaciones de impacto e identificación de riesgos y consecuencias 
negativas; que integren las conclusiones en los procesos internos de deci-
sión; y que den seguimiento a la eficacia de sus respuestas. Los Principios 
Rectores también plantean la responsabilidad que los Estados tienen en 
sensibilizar, incentivar y visibilizar las buenas conductas empresariales en 
esta materia.

 �Por último, los principios 25 a 31 establecen que los Estados deben ofrecer 
acceso a mecanismos eficaces de reparación a los afectados por viola-
ciones que ocurran en su territorio o jurisdicción. La reparación puede 
incluir la disculpa pública, la restitución, la rehabilitación, compensaciones 
económicas y no económicas, o sanciones punitivas, así como medidas 
de prevención de nuevos daños. Los mecanismos de reparación pueden 
ser judiciales o extrajudiciales y pueden ser administrados por una agencia 
u organismo del Estado o bien por una entidad independiente –nacional o 
internacional, pública o privada– en virtud de una disposición legal o cons-
titucional o un acuerdo internacional. Para ser eficaces, estos mecanismos 
tienen que cumplir una serie de características, como son la legitimidad, la 
accesibilidad, la equidad o la transparencia. 

Por otro lado, en 1977 el sistema de Naciones Unidas fue pionero al vincular los 
derechos humanos y la actividad de las ETN en la Declaración tripartita de prin-
cipios sobre las empresas multinacionales y la política social (Declaración EMN) 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Esta declaración –que forma 
parte del marco de referencia de los derechos humanos internacionalmente 
reconocidos y ha sido revisada posteriormente en 2000, 2006 y 2011– ofrece 
directrices para ETN, gobiernos y organizaciones de empleadores y trabajadores 
en asuntos como el empleo, la capacitación, las condiciones de trabajo y las 
relaciones industriales, buscando que las empresas generen bienestar econó-
mico y social en sus actividades y procesos transnacionales (OIT, 2011).

El Pacto Mundial de Naciones Unidas (Global Compact) es la mayor iniciativa 
voluntaria de RSE debido a su presencia global (más de 10.000 entidades 
firmantes en más de 130 países) y a su enfoque transversal43. Promueve la 
implementación de diez principios universalmente aceptados en las áreas 
de derechos humanos, normas laborales, medio ambiente y lucha contra la 
corrupción en el ámbito de las actividades y la estrategia de negocio de las 
empresas. Con frecuencia, la mera adhesión de una empresa al Pacto Mundial 
se asimila erróneamente con una certificación de actuación empresarial res-
ponsable. Es importante señalar que el Pacto Mundial puede ser una útil 
herramienta de sensibilización empresarial, pero que se trata de un código 
voluntario de comportamiento empresarial y una herramienta de transparencia 

43 �Naciones Unidas (2013b): Pacto Mundial de Naciones Unidas (Global Compact) [online] 
Disponible en: https://www.unglobalcompact.org/languages/spanish (Consultado el 
13 de junio de 2014).
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en el desarrollo de la RSE de las empresas y que carece de procedimientos 
de verificación y control de las conductas empresariales. A pesar de ello, la 
adhesión al Pacto Mundial es ya un criterio frecuente en los procedimientos 
públicos de concesión de apoyo e incentivo financiero para la internaciona-
lización empresas44. 

2.3. �Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE)

La OCDE es una de las organizaciones internacionales más relevantes en rela-
ción con varios de los ámbitos temáticos analizados en esta investigación. De la 
OCDE están saliendo muchas de las propuestas más influyentes e innovadoras 
en materia de fiscalidad de las ETN, lucha contra la corrupción e incorpora-
ción de criterios de sostenibilidad económica, social y medioambiental en las 
herramientas de ayuda a la internacionalización. Las evaluaciones que la OCDE 
realiza del grado de cumplimiento de los compromisos adquiridos por parte de 
los Estados miembros debiera ser un ejemplo a seguir por otros organismos 
internacionales y gobiernos nacionales y son, en muchas ocasiones, la única 
fuente de información disponible al respecto. 

Además de los cinco ámbitos temáticos analizados a continuación, la OCDE 
también ha desempeñado un rol destacado en el trabajo que la comunidad in-
ternacional de donantes ha llevado a cabo en los últimos años sobre los nuevos 
retos de la cooperación al desarrollo, con una participación clave en el Foro de 
Alto Nivel sobre Eficacia de la Ayuda45 y un apoyo esencial para la constitución 
de la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al Desarrollo46. 

El liderazgo internacional desempeñado por la OCDE se ve empañado por las 
reticencias que sus Estados miembros muestran a la hora de cumplir con los 
compromisos adquiridos y por su defensa de políticas domésticas contrarias al 
posicionamiento de este organismo.

La OCDE es la institución que mayor contribución ha realizado en los últimos 
años para la construcción de un cuerpo de normas, principios y estándares 
internacionales comunes aplicables a las agencias públicas de apoyo oficial 
a la internacionalización de las empresas y a la incorporación en sus ins-
trumentos y herramientas de criterios de sostenibilidad económica, social y 
medioambiental.

44 �Véase, por ejemplo, el informe: Globalización, desarrollo y riesgos no financieros. 
Manual para empresas financiadas por COFIDES (COFIDES, 2014b: 7).

45 �Para más información, véase www.oecd.org/dac/effectiveness/ (Consultado el 15 de 
enero de 2015).

46 �Para más información, véase http://effectivecooperation.org/ (Consultado el 23 de 
enero de 2015).
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Los llamados Enfoques Comunes de la OCDE (OCDE, 2012a)47 marcan unas 
directrices estrictas para que las agencias de crédito a la exportación (ECA) nacio-
nales integren la visión de protección de los derechos humanos, del medioam-
biente y del contexto social en su relación con las empresas que se instalan en el 
extranjero o que tienen relaciones comerciales con terceros países. Establecen una 
clasificación de los proyectos empresariales según su potencial efecto en términos 
medioambientales y sociales y definen los tipos de impactos sociales que deben 
ser considerados (condiciones de trabajo, salud y seguridad en el entorno laboral, 
adquisición de tierras, reasentamientos involuntarios, respeto a las comunidades in-
dígenas, herencia cultural o el respeto de los derechos humanos). La última versión 
de los Enfoques Comunes −de junio de 2012– incorpora como novedad la pers-
pectiva de derechos humanos y propone que los informes de los proyectos presten 
más atención a la mitigación y prevención de los potenciales impactos (OCDE, 
2012a). El instrumento que en España está sujeto a los Enfoques Comunes –como 
ECA española– es CESCE. Sin embargo, otros instrumentos –como COFIDES y 
FIEM– también los han adoptado a pesar de no estar oficialmente sujetos a ellos.

Por otro lado, las Directrices de la OCDE (OCDE, 2008)48 pretenden garantizar 
que los créditos a la exportación concedidos por países de la OCDE a entidades 
públicas de países de renta baja (o a entidades privadas que estén cubiertas 
con garantías soberanas) se otorguen siguiendo unos criterios de préstamo 
responsables y sostenibles, de modo que contribuyan al progreso económico 
y social del país y que no condicionen la situación financiera y la gestión de la 
deuda de los países prestatarios de renta baja en el medio y largo plazo.

La OCDE tiene en su haber un importante bagaje de aportaciones instrumentales 
para hacer más transparente y justa la fiscalidad internacional. En relación con la 
persecución del fraude fiscal cometido por manipulación de precios de transfe-
rencia en el interior de las cadenas globales de valor (CGV) de las ETN, la OCDE 
ha elaborado unas recomendaciones –respaldadas ampliamente por empresas 
y Estados– sobre cómo valorar estos precios de transferencia para procurar que 
las empresas tributen en función del lugar en el que la actividad económica tiene 
lugar y no dónde la factura fiscal de la empresa sea menor (OCDE, 2010).

El intercambio de información fiscal entre países se considera una cuestión 
clave para aumentar la capacidad de los Estados para luchar contra el frau-
de y la evasión fiscal internacional. En esta materia, el Foro Global sobre la 
Transparencia y el Intercambio de Información con Fines Fiscales de la OCDE 
ha elaborado los estándares internacionales de referencia (OCDE, 2014a) y está 
colaborando con el G20 para la elaboración de un futuro estándar internacional 
de intercambio automático de información fiscal49.

47 �Su nombre oficial es Enfoques Comunes para los créditos a la exportación con apoyo 
oficial y la diligencia debida en materia medioambiental y social (OCDE, 2012a).

48 �Su nombre oficial es Directrices de la OCDE para promover el préstamo sostenible de 
créditos oficiales a la exportación a países de renta baja (OCDE, 2008).

49 �Para más información acerca de los estándares internacionales para el intercambio 
automático de información fiscal véase: http://www.oecd.org/tax/transparency/auto-
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En 2014 la OCDE ha publicado por primera vez un informe sobre el grado 
de cumplimiento por los Estados miembros de los estándares internacionales 
existentes para luchar contra el flujo ilícito de fondos financieros que se esca-
pan de los países en desarrollo –estándares relacionados con el blanqueo de 
dinero, la evasión fiscal, los sobornos, la recuperación de fondos robados y el 
fortalecimiento de las capacidades de los países en desarrollo a través de la 
cooperación internacional para el desarrollo– (OCDE, 2014b). El desempeño 
de España en estas materias y la comparativa con los países de su entorno son 
analizados más adelante.

De la normativa internacional de lucha contra la corrupción, el instrumento 
más relevante es el Convenio anticohecho de la OCDE (OCDE, 1997)50 por ser 
legalmente vinculante. Este convenio ha guiado la elaboración de la legislación 
española en la materia desde su ratificación en el año 200051. El convenio con-
lleva obligaciones para los países firmantes en cuatro aspectos: penal –tipificar 
como delito el ofrecimiento de pago indebido a funcionario extranjero para 
la obtención de un beneficio económico u otra ventaja–; contable y financie-
ro –imponiendo sanciones de carácter civil y administrativo al encubrimiento 
contable de estas conductas–; de asistencia legal mutua entre países –incluida 
la extradición–; y de asimilación al blanqueo de capitales –estableciendo que 
los pagos de soborno ilegal relacionados con transacciones internacionales 
reciban el mismo trato legal previsto contra el blanqueo de capitales– (MITyC, 
2011). En cumplimiento del convenio, España ha ampliado la responsabilidad a 
las personas jurídicas, que pueden considerarse directamente responsables de 
este delito de corrupción.

La relevancia internacional del convenio también proviene de su capacidad de 
control a través de las evaluaciones periódicas que realiza a los estados parte. 
En su actividad evaluadora, el convenio ya ha completado dos fases –la primera 
para comprobar la suficiencia de la legislación penal vigente en cada país y la 
segunda para comprobar la eficacia de la estructura global establecida por el 
convenio−. Actualmente se está llevando a cabo la tercera fase, habiendo pu-
blicado la OCDE (OCDE, 2012b) el informe relativo a España en términos muy 
críticos, como se analizará en el cuarto capítulo.

Las Recomendaciones de la OCDE sobre la corrupción y los créditos a la ex-
portación que gozan de ayuda pública (OCDE, 2006) incorporan una serie de 
recomendaciones para aplicar el Convenio anticohecho, en este caso adapta-

maticexchangeofinformation.htm (Consultado el 21 de julio de 2014).

50 �Este convenio ha sido completado a través de una serie de recomendaciones del 
Consejo de la OCDE, que pueden consultarse en: http://www.comercio.mineco.gob.
es/es-es/inversiones-exteriores/acuerdos-internacionales/convenio-ocde-lucha-contra-
conrrupcion/paginas/convenio-ocde-lucha-contra-corrupcion.aspx (Consultado el 24 
de junio de 2014).

51 �Ver artículos 31.bis y 445 del Código Penal Español  (Ley Orgánica 5/2010, de 22 de 
junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal).
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das específicamente a las operaciones comerciales internacionales que gocen 
del apoyo público de las ECA.

Como se ha mencionado previamente, las contribuciones que España realiza a 
los OMUDES financieros permiten a las empresas españolas acceder a las licita-
ciones y proyectos de inversión extranjera que estas instituciones convocan. A 
día de hoy, los criterios que determinan cuáles de estas contribuciones de los 
donantes gubernamentales se pueden computar como AOD vienen estableci-
dos por el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE. Según el CAD, se 
podrán computar como AOD las contribuciones realizadas a los Organismos 
Multilaterales en que “todas o la mayoría de actividades se realicen en favor del 
desarrollo de países receptores de ayuda”52.

La OCDE es también una de las instituciones internacionales más relevantes 
en el ámbito específico de las iniciativas voluntarias para la responsabilidad 
social de las ETN. Según la propia organización, las Líneas Directrices de la 
OCDE para empresas multinacionales pretenden promover que la IED de las 
ETN contribuya al desarrollo sostenible de los países de destino de la inversión, 
fortalecer la base de confianza mutua entre las empresas y las sociedades 
en las que desarrollan su actividad y contribuir a mejorar el clima para la IED 
(OCDE, 2011b). Las temáticas incluidas en las Líneas Directrices abarcan desde 
compromisos de reporte de información corporativa, hasta aspectos relaciona-
dos con los derechos humanos, el medioambiente, las relaciones laborales, la 
corrupción o la fiscalidad. Es importante señalar que, a pesar de que las Líneas 
Directrices enuncian normas que son voluntarias para las empresas, los países 
suscriptores contraen el compromiso vinculante de ponerlas en práctica. Las 
principales obligaciones que se derivan de las Líneas Directrices para España 
son analizadas en el capítulo siguiente, en el apartado dedicado a los compro-
misos de España en materia de iniciativas voluntarias de responsabilidad social 
empresarial. Diversas organizaciones de la sociedad civil han criticado duran-
te años la debilidad de los mecanismos de aplicación previstos en las Líneas 
Directrices. La organización de la sociedad civil más representativa en esta 
materia –OECD Watch (OCDE Watch, 2011)– colabora frecuentemente con el 
Comité de Inversión de la OCDE y participa oficialmente en numerosos proce-
dimientos internos de la OCDE relacionados con las Líneas Directrices a efectos 
consultivos, junto con plataformas sindicales y empresariales internacionales.

La OCDE, además, lleva a cabo desde 2011 una “agenda proactiva” relacionada 
con las Líneas Directrices y centrada en áreas geográficas o sectores empre-
sariales específicos53. Tal es el caso de la Guía sobre debida diligencia para 
una cadena de suministros de minerales responsable para áreas afectadas por 

52 �Estos criterios y la lista de la OCDE con las Instituciones Financieras Internacionales 
(IFI) cuyas contribuciones pueden computarse como AOD se pueden consultar en 
http://www.oecd.org/investment/stats/31724727.pdf (Consultado el 24 de junio de 
2014).

53 �Para más información sobre esta “agenda proactiva” de la OCDE véase: http://mnegui-
delines.oecd.org/proactiveagenda.htm (Consultado el 30 de junio de 2014).
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el conflicto y de alto riesgo, con laque se pretende ayudar a las empresas a 
respetar los derechos humanos, identificar los principales riesgos de impacto y 
evitar su contribución directa o indirecta en la violación de derechos humanos 
y en la prolongación de conflictos armados mediante sus actividades, prácticas 
o decisiones de compra de minerales o metales (OCDE, 2011a).

2.4. G20

Desde el año 2009, el G20 ha incorporado como prioridades de su agenda de 
trabajo algunas de las cuestiones que esta investigación señala como centrales 
para el impacto sobre el desarrollo de la internacionalización de las empresas, 
como la fiscalidad internacional, la lucha contra la corrupción o la reducción 
de las barreras al comercio internacional y la inversión extranjera directa.

La importancia del G20 como actor en estas materias se debe más a su 
potencial influencia y liderazgo en la orientación política de la comunidad 
internacional que en los logros políticos concretos conseguidos, modestos 
hasta la fecha. Lo ambicioso de la agenda del G20 contrasta con las críticas 
que muchas organizaciones internacionales especializadas realizan a la falta 
de contundencia del G20 a la hora de concretar los compromisos alcan-
zados en acciones políticas concretas (Global Financial Integrity, 2013). No 
deja de ser paradójico que el grupo de las principales potencias mundiales 
no sea capaz de poner en marcha las medidas a las que ellas mismas se 
han comprometido.

Sí es digna de mención, por el contrario, la apuesta que el G20 ha realizado en 
los últimos años por la transparencia, el seguimiento y la rendición de cuen-
tas respecto del avance en sus propios compromisos adquiridos –que ya está 
generando una ingente cantidad de información detallada acerca de cada una 
de sus  líneas de trabajo−  y por la coherencia entre los objetivos específicos 
asumidos en materia de desarrollo y otras áreas de su trabajo, como la fiscali-
dad, la corrupción, el empleo, la energía o el comercio (G20, 2014). 

Desde su constitución, el G20 ha tenido entre sus objetivos específicos la 
promoción del comercio internacional y la lucha contra medidas comerciales 
proteccionistas aplicadas unilateralmente por los estados en defensa de sus 
propios intereses. En línea con este objetivo, el G20 aboga por la adopción de 
medidas desreguladoras y por un marco político e institucional que atraiga la 
IED y reduzca sus costes. El G20 argumenta que la adopción de estas medi-
das generará un beneficio mayor en los países en desarrollo que en el resto 
de países (en términos de empleo, aumento de renta, etc.). Recientemente, 
sus documentos y posicionamientos han comenzado a añadir alusiones a la 
necesidad de incorporar garantías o salvaguardas sociales o medioambientales 
a la aplicación de estas medidas y a la necesidad de preservar cierto espacio 
político para la implementación de políticas públicas en defensa del interés 
general (G20, 2014).
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La construcción de un sistema fiscal internacional transparente ha sido el prin-
cipal caballo de batalla del G20 desde su constitución. El trabajo del G20 en 
esta materia se ha centrado en tres aspectos. En primer lugar, luchar contra 
la elusión fiscal y evitar la transferencia artificial de beneficios por parte de las 
ETN, con el fin de que tributen en los países donde se produce el beneficio. 
Como se explicó en el capítulo introductorio, esta cuestión es especialmente 
importante para que los países en desarrollo puedan explotar las ventajas de 
su participación en las CGV. En segundo lugar, el G20 pretende aumentar la 
transparencia fiscal internacional mediante la lucha contra los paraísos fiscales 
y la mejora de los procedimientos de intercambio internacional de información 
fiscal. En tercer lugar, el G20 se ha propuesto garantizar que los países en desa-
rrollo sean capaces de aprovecharse de los avances que se vayan consiguiendo 
en las anteriores materias. 

Muy relacionado con sus objetivos en el ámbito de la fiscalidad internacional, el 
G20 también ha destacado en los últimos años por su priorización de la lucha 
contra la corrupción. Siendo éste un ámbito donde ya existen instrumentos 
jurídicos internacionales, el G20 ha puesto el énfasis en superar la brecha de 
implementación y ejecución de los compromisos existentes (G20, 2012). Por 
un lado, está promoviendo la evaluación horizontal del nivel de implementa-
ción por parte de los países del G20 del Convenio de Naciones Unidas contra 
la corrupción –incluida la participación de las empresas y la sociedad civil de 
cada país en las evaluaciones y la publicación de los resultados– y la rápida 
respuesta a las debilidades de cumplimiento detectadas durante el proceso. 
Por otro, se propone impulsar el cumplimiento de los estándares asumidos en 
el marco del Convenio anticohecho de la OCDE (OCDE, 1997) en relación con 
los sobornos vinculados a la actividad de las ETN. Además, se ha propuesto 
impulsar la acción internacional en otros tres aspectos concretos: combatir el 
lavado de dinero –como actividad intrínsecamente relacionada con las conduc-
tas corruptas–; promover la recuperación internacional de activos provenientes 
de la corrupción −incluida la elaboración de planes nacionales de recuperación 
de activos en cada país del G2054–; y fomentar la adopción de medidas para 
proteger a las personas que denuncian e informan sobre conductas corruptas.

54 �España elaboró su guía en 2013, que fue publicada con el título de: Step-by-Step. 
Guide for Asset Recovery from G20 Countries. Spain (Gobierno de España, 2013c). 
Las guías nacionales elaboradas hasta la fecha pueden consultarse en https://g20.org/
resources/ (Consultado el 1 de julio de 2014).  
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Este tercer capítulo está dedicado a los actores españoles de la política de interna-
cionalización de la empresa. En él se analizan, en primer lugar, los compromisos 
–nacionales e internacionales, jurídicamente vinculantes y no vinculantes, imple-
mentados y no implementados– adquiridos por España, que tienen relevancia para 
el desarrollo y que versan sobre alguno de los siete ámbitos temáticos propuestos 
en esta investigación. En segundo lugar, se presenta una selección de los principales 
actores de la Administración española a efectos de la política española de interna-
cionalización de las empresas, se detallan los principales mecanismos a través de los 
cuales la llevan a cabo y se analizan los principales rasgos de la cultura organizativa 
de la Administración española que son relevantes para la internacionalización de las 
empresas desde la óptica de la coherencia de políticas para el desarrollo.

3.1. Compromisos

España está legalmente obligada –por el principio de coherencia de políticas 
para el desarrollo– a que los objetivos de lucha contra la pobreza y de pro-
moción del desarrollo internacional y los derechos humanos informen el resto 
de sus políticas. La formulación legal del principio de coherencia de políticas 
para el desarrollo en España proviene del artículo 4 de la Ley de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (BOE, 1998). Como ya se ha detallado en el 
apartado 2.1, la normativa comunitaria también recoge el principio de cohe-
rencia de políticas para el desarrollo55.

La recientemente aprobada Ley de la Acción y del Servicio Exterior del Estado 
(BOE, 2014a) supone un paso atrás en la consolidación del principio de cohe-
rencia de políticas para el desarrollo en el ordenamiento jurídico español. La 
única mención explícita a la coherencia en esta ley está referida a la necesidad 
de garantizar la coherencia interna de la política exterior –no la coherencia 
“para el desarrollo”−. La coherencia no se encuentra, además, entre los siete 
principios rectores de la acción exterior del Estado, ni entre las cinco exigen-
cias fundamentales a las que esta va a dar preferencia. Además, la ley cita 
como objetivos de la política exterior de España la promoción de los intereses 
económicos de España en el exterior y la lucha contra la pobreza y el cambio 

55 �Véanse los artículos 21.1 y 2 del texto que el Tratado de Lisboa consolidó del Tratado 
de la Unión Europea y los artículos 207 y 208 del texto que el Tratado de Lisboa con-
solidó del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
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climático, pero no detalla si existe jerarquía política entre ambos, ni articula 
cómo proceder en caso de conflicto, ni incluye disposición alguna que recoja 
la obligación de coherencia de políticas para el desarrollo de la ley de 1998.

La obligación derivada del principio de coherencia de políticas para el desarrollo 
no es específica del ámbito de la política española de internacionalización de la 
empresa, pero sí se le aplica. A continuación se analizan los principales compro-
misos adquiridos por España en los siete ámbitos temáticos de la presente investi-
gación; ámbitos en los que la obligación genérica de coherencia de políticas para 
el desarrollo ha de ser concretada y desarrollada normativa y procedimentalmente. 

Los acuerdos de promoción y protección recíproca de inversiones (APPRI) son 
tratados bilaterales de naturaleza recíproca que constituyen el principal instru-
mento de política comercial del que España dispone para promover y proteger 
las inversiones de las empresas españolas en el extranjero. Su objetivo es pro-
porcionar un contexto estable y favorable para la IED y ofrecer garantías al in-
versor –en el plano del derecho internacional– ante los posibles riesgos políticos 
y jurídicos de su inversión en el territorio del otro Estado parte (véase Anexo 1 
para una completa descripción de las principales características de los APPRI).

La relevancia de los APPRI para el desarrollo proviene del marco de derechos 
y obligaciones que establece entre las partes y de su capacidad para influir en 
las características de las inversiones que se realicen –la combinación de facto-
res, mecanismos y procesos, mencionada en el capítulo introductorio (Olivié y 
Pérez, 2013)− y, por tanto, de su influencia sobre el impacto que la IED vaya a 
generar en la sociedad que la recibe en aspectos tan variados como la cantidad 
y calidad del empleo creado, el impacto medioambiental, la oferta y prestación 
de servicios, la relación con colectivos sociales vulnerables o la generación de 
recursos fiscales propios en el país receptor.

La existencia de un sistema que proteja a los inversores frente a tratos discri-
minatorios, confiscatorios o injustificados por parte del Estado receptor debe 
considerarse inicialmente como positiva. Desde la perspectiva del desarrollo, el 
problema de los APPRI proviene de la forma en la que estos acuerdos definen 
e interpretan las agresiones al inversor, de la forma en la que la protección es 
llevada a cabo y de la ausencia de obligaciones similares exigidas al inversor 
(Pérez, 2014). Como consecuencia de este diseño, los APPRI priorizan de forma 
desproporcionada la garantía de una fuerte protección jurídica al inversor frente 
a la defensa del espacio político necesario para que el Estado pueda promover 
otros posibles intereses en conflicto –entre los que se pueden encontrar el 
desarrollo sostenible, el fortalecimiento de estándares sociales, ambientales y 
fiscales o la protección de los derechos humanos– (UNCTAD, 2012).

España tiene en la actualidad 62 APPRI en vigor56 –30 de ellos son con países 

56 �Puede encontrarse más información acerca de los países con los que España ha celebra-
do estos acuerdos y acceder a los textos en la página web de la Secretaría de Estado de 
Comercio, Gobierno de España: http://www.comercio.mineco.gob.es/es-es/inversiones-
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de renta media-baja y el resto con países de economías emergentes– y ha fir-
mado otros 11 APPRI que aún no están en vigor, a la espera de su ratificación 
parlamentaria57. Estos acuerdos deberían incorporar compromisos específicos 
para la aplicación del principio de coherencia de políticas. Sin embargo, como 
se analizará con más detalle en el cuarto capítulo, la inclusión en estos acuer-
dos del contenido necesario para garantizar que la inversión privada española 
es promotora de desarrollo y respetuosa con los derechos humanos ha sido 
muy débil y los APPRI españoles no han incorporado ninguna de las mejoras 
que desde la comunidad internacional y los países de nuestro entorno se han 
propuesto en esta materia (Pérez, 2014). Por lo tanto, no existen a día de hoy 
en España compromisos nacionales jurídicamente vinculantes que incorporen 
el enfoque de desarrollo en materia de IED.

España sí tiene asumidas obligaciones de coherencia de políticas para el desa-
rrollo relacionadas con los acuerdos y contratos internacionales de inversión 
que emanan de los Principios Rectores de Naciones Unidas para las empresas 
y los derechos humanos (Naciones Unidas, 2011). Estas serán analizadas más 
adelante en el apartado que este mismo capítulo dedica específicamente a la 
protección de los derechos humanos.

La legislación comunitaria (UE, 2011b)58 establece que los Estados miembros 
deben garantizar que sus sistemas nacionales de crédito a la exportación (ECA) 
observen los objetivos y las obligaciones de la UE en relación con los derechos 
humanos, el medioambiente, el cambio climático o la coherencia de políticas 
para el desarrollo59. Esta obligación ha sido incorporada a la reciente legislación 
española aplicable a CESCE (BOE, 2014b) a través de una mención genérica a 
que “la cobertura de riesgos por cuenta del Estado deberá desarrollarse de con-
formidad con los acuerdos y convenios internacionales de los que España sea 

exteriores/acuerdos-internacionales/acuerdos-promocion-proteccion-reciproca-inversio-
nes-appris/paginas/lista-appri-vigor.aspx (Consultado el 10 de julio de 2014). 

57 �Ocho de ellos se han firmado con países de África Subsahariana (Angola, R.D Congo, 
Etiopía, Gambia, Ghana, Mauritania, Mozambique y Senegal), dos con países de la 
Península Arábiga (Bahrein y Yemen) y el último con Haití.

58 �Este Reglamento tiene como principal objetivo extender a la UE la aplicación del 
Consenso OCDE, oficialmente llamado Acuerdo general sobre líneas directrices en ma-
teria de crédito a la exportación con apoyo oficial (OCDE, 2013b). Este Acuerdo no ha 
sido analizado específicamente en esta investigación dado que su ámbito de aplicación 
no es la inversión extranjera sino la exportación que, como se explicó en la introducción, 
no es objeto de este análisis. Sin embargo, la normativa comunitaria elaborara para ex-
tender su aplicación a la UE ha sido aprovechada para incorporar nuevas exigencias de 
transparencia y rendición de cuentas a las ECA de los Estados miembros. 

59 �En concreto, el 4º considerando del Reglamento 1233/2011 (UE, 2011b) hace referencia 
a que “los Estados miembros deben cumplir las disposiciones generales de la Unión 
referentes a la acción exterior, la consolidación de la democracia, el respeto de los 
derechos humanos y la coherencia de la política para el desarrollo, así como la lucha 
contra el cambio climático cuando establezcan, desarrollen y apliquen sus sistemas 
nacionales de crédito a la exportación y cuando realicen su supervisión de las activi-
dades relativas a los créditos a la exportación con apoyo oficial”.
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parte” y a que “se deberá contrastar que los proyectos a los que se da cobertura 
oficial adoptan prácticas y medidas adecuadas de prevención y mitigación de 
los riesgos medioambientales”. Como será analizado en detalle en el capítulo 
siguiente, no puede considerarse que esta normativa incorpore los requisitos 
mínimos de coherencia de políticas para el desarrollo exigidos por la UE. 

La misma normativa comunitaria obliga también a cada Estado miembro a 
presentar a la CE un informe anual de las actividades de sus ECA con el fin de 
aumentar la transparencia en esta materia en el seno de la UE y ha considerado 
los Enfoques Comunes de la OCDE (OCDE, 2012a) como el estándar interna-
cional de referencia. En aplicación de esta legislación, el Gobierno español 
remite anualmente un informe describiendo la forma en la que CESCE –la ECA 
española– al otorgar los créditos tiene en cuenta los riesgos medioambientales 
y de corrupción y los impactos sociales, sobre los derechos humanos y sobre 
la deuda del país receptor60. En el caso de España, estos informes sólo son pú-
blicamente accesibles debido a los estándares comunitarios de acceso público 
a la información, ya que el Gobierno español no los publica.

Cuando España concede seguros de crédito o créditos concesionales a enti-
dades públicas de terceros países (o a entidades privadas de estos países, pero 
de cuya deuda responda su Estado) para que contraten servicios con empresas 
españolas, este país contrae deuda pública con España por el importe de la 
obligación asumida. Cuando el tercer país es un país de renta baja, España está 
obligada a garantizar que los créditos se otorgan siguiendo criterios de prés-
tamo responsables y sostenibles con el fin de minimizar el impacto potencial 
en la generación de deuda de los países de destino. Esta obligación –cuyos 
estándares internacionales vienen determinados por las Directrices de la OCDE 
(OCDE, 2008)– fue recogida en la Ley 38/2006, de 7 de diciembre, reguladora 
de la gestión de la deuda externa (BOE, 2006). Posteriormente ha sido desarro-
llada en varias normas más específicas, como la Ley 11/2010, de 28 de junio, de 
reforma del sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa 
española (BOE, 2010a), que establece que para cada proyecto que reciba apoyo 
oficial a través del seguro de crédito, CESCE deberá analizar el nivel de endeu-
damiento del país. Para el caso de los países pobres altamente endeudados 
(HIPC en sus siglas en inglés), esta ley establece que sólo se podrán asegurar 
estas operaciones cuando lo autorice la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos (CDGAE) que valorará: el impacto del crédito objeto de 
cobertura sobre la deuda del país receptor, el previsible impacto sobre el desa-
rrollo del mismo, las recomendaciones de endeudamiento del país formuladas 
por las instituciones financieras multilaterales, la naturaleza del proyecto y la 
relevancia del mismo desde el punto de vista de la internacionalización y las 
relaciones bilaterales. 

Por su parte, la Asociación de Instituciones Financieras de Desarrollo Europeas 
(EDFI, por sus siglas en inglés) exige a los Estados miembros de la UE que in-
corporen en sus respectivas instituciones financieras de desarrollo una meto-

60 �Véase el Anexo I, art. 2, del Reglamento 1233/2011 (UE, 2011b).
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dología y unos estándares y criterios comunes –contenidos en la Declaración 
de Principios de Financiación Responsable (EDFI, 2009)– para garantizar que los 
proyectos empresariales que financian promuevan el crecimiento económico, la 
reducción de la pobreza y los Objetivos de Desarrollo del Milenio en los países 
de destino de la inversión61. En España la institución financiera de desarrollo 
–miembro de la EDFI– es COFIDES (Compañía Española de Financiación del 
Desarrollo)62. En aplicación de los estándares de la EDFI, COFIDES gestiona los 
riesgos sociales y medioambientales de los proyectos presentados, mediante 
un formulario a las empresas que les permite categorizar cada proyecto en 
función de su nivel de riesgo y detectar las cuestiones potencialmente más 
problemáticas que requieran de mayor seguimiento. Desde 2006, COFIDES 
realiza una valoración del impacto en desarrollo de los proyectos financiados63, 
que es revisada cada dos años para dar seguimiento al progreso de los indica-
dores de desarrollo previstos. A pesar de ser la institución española de apoyo 
a la internacionalización de las empresas que más seriamente ha incorporado 
las consideraciones de impacto en desarrollo, esta tiene aún mucho margen 
de mejora, como se analizará en el capítulo siguiente.  

Por último, la Corporación Financiera Internacional (CFI) del Banco Mundial 
ejerce internacionalmente su influencia mediante sus Normas de Desempeño 
sobre sostenibilidad ambiental y social (Corporación Financiera Internacional, 
2012) que establecen criterios a seguir en relación con la gestión del impacto 
medioambiental y social de los proyectos financiados. Su relevancia deriva de 
su influencia sobre la OCDE y sobre las normativas y procedimientos de otros 
bancos e instituciones financieras de desarrollo de todo el mundo. A pesar 
de no estar obligadas a ello, muchas instituciones nacionales –incluidas las 
españolas– optan por adoptar el posicionamiento decidido por la CFI cuando, 
por ejemplo, deben posicionarse en relación a nuevas temáticas sobre las que 
sus países no tienen aún posición política o normativa específica aplicable64.  
Este ha sido recientemente el caso con el posicionamiento de la CFI acerca 
de los proyectos de inversión que implican adquisiciones masivas de tierra65. 

61 �La página web de la Association of European Development Finance Institutions (EDFI) 
puede consultarse en www.edfi.be (Consultado el 20 de julio de 2014). 

62 �La página web de COFIDES puede consultarse en www.cofides.es (Consultado el 20 
de julio de 2014). COFIDES canaliza su financiación por cuenta del Estado a través 
de los fondos FIEX (Fondo para Inversiones en el Exterior) y FONPYME (Fondo para 
Inversiones en el Exterior de las Pymes).

63 �La metodología empleada se llama RIO (Rating de impacto de las operaciones), y su aná-
lisis de impacto incorpora consideraciones macro y microeconómicas del país de destino 
de la inversión, así como cuestiones medioambientales, sociales y de buen gobierno.

64 �Información obtenida en las entrevistas realizadas a funcionarios públicos y respon-
sables institucionales durante la investigación. Véase el anexo 3 para una relación de 
todas las entrevistas realizadas.

65 �Para más información sobre el posicionamiento público de la CFI sobre esta cuestión 
véase: http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2013/04/08/world-bank-
group-access-to-land-is-critical-for-the-poor (Consultado el 25 de julio de 2014).

http://www.edfi.be
http://www.cofides.es
http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2013/04/08/world-bank-group-access-to-land-is-critical-for-the-poor
http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2013/04/08/world-bank-group-access-to-land-is-critical-for-the-poor
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En febrero de 2014, por indicación de la Ley de apoyo a los emprendedores 
y su internacionalización (BOE 2014b), se elaboró el primer Plan Estratégico 
de Internacionalización de la Economía Española (MINECO, 2014a). Este plan 
plasma toda la acción del Gobierno en materia de fomento de la internaciona-
lización para el bienio 2014-2015, con el objetivo de mejorar la competitividad 
y la maximización de la contribución del sector exterior al crecimiento y la 
creación de empleo. Aunque el plan contiene algunas medidas orientadas a la 
apertura comercial de mercados extranjeros para los productos e inversiones 
españolas –más relacionadas con la protección y promoción de inversiones, 
analizadas en el punto anterior–, el grueso del plan está dedicado a medidas 
de apoyo financiero y promoción comercial para la expansión exterior de las 
empresas españolas. El Gobierno se compromete a dotar de nuevos fondos y a 
reformar algunos de los principales instrumentos e instituciones especializadas 
en esta materia (COFIDES, CESCE o FIEM) para servir de forma más eficaz a las 
necesidades de las empresas (medidas 14, 15, 17, 20, 21, 22, y 23); a poner todos 
los medios –financieros y políticos– disponibles para que las empresas españo-
las aumenten su acceso a licitaciones internacionales –incluidas las financiadas 
por instituciones multilaterales de desarrollo y fondos de cooperación de la 
UE (medidas 18, 19, 25 y 32)–; y a que las embajadas y otros entes del servicio 
exterior del Estado realicen una mayor contribución para apoyar la internacio-
nalización de las empresas (25 y 26). Como se analizará con más detalle en el 
capítulo cuarto, en este plan hay una ausencia absoluta de la perspectiva de 
coherencia de políticas para el desarrollo. No contiene ninguna medida referida 
a los compromisos asumidos por España en materia social, medioambiental o 
de derechos humanos; no contiene ninguna medida para incentivar una IED 
española generadora de desarrollo; y la única mención al desarrollo interna-
cional es para referirse a los fondos multilaterales de desarrollo como “una 
de las principales fuentes de financiación disponibles en la actualidad” para la 
internacionalización de las empresas españolas.

Desde 2011, los Estados miembros de la UE han asumido un conjunto de com-
promisos para intercambiar información fiscal de forma más rápida y eficaz 
(UE, 2011c), reconociendo que el intercambio automático e incondicional de 
información es el medio más eficaz para luchar contra el fraude y la evasión 
fiscal. En concreto, España está obligada a intercambiar información relativa a 
casos particulares cuando así lo solicite otro Estado miembro, a llevar a cabo las 
investigaciones necesarias para obtenerla, a proporcionar información espon-
táneamente en una serie de casos tasados, a cumplir estas obligaciones dentro 
de los plazos establecidos y a nombrar una oficina que servirá de enlace con 
las respectivas oficinas de los otros Estados miembros66. Además, España tiene 
49 acuerdos bilaterales de intercambio de información en vigor con países en 
desarrollo (OCDE, 2014b: 62). En la evaluación hecha por la OCDE para deter-

66 �En España, esta oficina se encuentra en el Departamento de Aduanas e Impuestos 
Especiales de la Agencia Tributaria (MHyAAPP). Para más información véase: http://
www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio_es_ES/Aduanas_e_Impuestos_
Especiales/La_Aduana_Espanola/Servicios_Centrales/Departamento_de_Aduanas_e_
Impuestos_Especiales_.shtml (Consultado el 20 de enero de 2015).
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minar el cumplimiento por sus Estados miembro de los estándares internacio-
nales de intercambio de información fiscal, España consta como cumplidora 
(OCDE, 2013e).

En julio de 2015 España tendrá que haber comenzado a aplicar la normativa 
europea (UE, 2013b) que obliga a las empresas extractivas europeas de los 
sectores de los hidrocarburos, minerales y madera a reportar –desagregando 
por proyecto y país– todos los pagos superiores a 100.000 euros que realicen 
a los gobiernos y otras autoridades públicas de los países donde operan67. 
Inicialmente, la UE no exige que la información suministrada por las compañías 
sea auditada, aunque podrá incorporarse esta exigencia tras la primera revisión 
de la directiva, que tendrá lugar en 2018. 

La CE instó en 2012 a los Estados miembro a revisar sus respectivos orde-
namientos jurídicos para poner freno a las prácticas fiscales agresivas de las 
empresas transnacionales, empleadas para llevar a cabo prácticas de elusión 
fiscal (CE, 2012b). En muchas ocasiones, los convenios para evitar la doble im-
posición acaban permitiendo a las empresas realizar una “doble no-tributación” 
o una “doble deducción fiscal”. Por ello, la CE ha recomendado a los Estados 
miembros no eximir de tributación aquellas fuentes de ingresos por las que la 
empresa tampoco vaya a tributar en el otro Estado parte del Convenio y no 
permitir a las empresas que se deduzcan gastos empresariales que ya hayan 
sido deducidos en el otro Estado parte68. Como se expondrá detalladamente 
en el cuarto capítulo, ninguno de los nuevos convenios negociados por España 
después de 2012 han recogido alguna de estas recomendaciones69. A finales 
de 2014 el Consejo de la UE decidió obligar a los Estados miembros a tomar 
medidas contra estas prácticas fiscales agresivas de las ETN (Consejo de la UE, 
2014). En respuesta a esta nueva obligación, España habrá tenido que llevar a 
cabo antes de finales de 2015 las reformas legislativas necesarias para negar 
la validez de los mecanismos de ingeniería fiscal que hayan sido establecidos 
por las empresas sin base económica real y con el único objetivo de eludir 
impuestos. 

También en 2012, la CE recomendó a los Estados miembro aplicar una serie 
de medidas contra cualquier tercer país que no cumpliera con los estándares 
internacionales de “buen gobierno en materia fiscal”70 –léase, paraísos fiscales–, 

67 �Los Estados miembros están autorizados a posponer la aplicación de la normativa 
hasta el  1 de enero de 2016. 

68 �Para consultar los convenios para evitar la doble imposición ratificados por España 
véase: http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/
Paginas/cdi.aspx.

69 �En enero de 2015 había 11 convenios de doble imposición en los que España es parte 
a la espera de ratificación parlamentaria para su entrada en vigor, que no han podido 
ser analizados, al no estar los textos aún disponibles.

70 �En esta ocasión, la Comisión Europea emplea la expresión “ incumplimiento de los 
estándares internacionales de buen gobierno en materia fiscal” para referirse a los 
paraísos fiscales. Y los estándares internacionales a los que hace referencia son los 

http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
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entre las que se encuentra la publicación de listas negras con los países no 
cumplidores y la renegociación, revisión o cancelación de los convenios para 
evitar la doble imposición en vigor con dichos Estados (CE, 2012c).

En materia de blanqueo internacional de capitales, España es miembro de la or-
ganización intergubernamental Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI 
o Financial Action Task Force, FATF)71 y ha suscrito −junto con otros 179 países– 
los estándares internacionales para combatir el blanqueo de dinero y la finan-
ciación del terrorismo, comúnmente conocidos como Recomendaciones FATF 
(FATF, 2012). En aplicación de estas recomendaciones, España debe adoptar 
medidas concretas, como exigir que todas las entidades financieras españolas 
apliquen la debida diligencia respecto a las actividades de sus clientes e iden-
tifiquen correctamente a los propietarios y beneficiarios reales de los fondos 
que manejan o garantizar que las normativas aplicables y los procedimientos 
administrativos de supervisión funcionan correctamente. En el cuarto capítulo 
se analiza el grado de cumplimiento de España según las evaluaciones perió-
dicas que realiza la FATF de los países suscriptores.

Por último, el Gobierno español incluyó en el Plan Director de la Cooperación 
Española 2013-2016 (MAEC, 2013a) el compromiso de trabajar para la moder-
nización de la gestión de las políticas públicas de los países socios en el área 
de las políticas fiscales. El mismo plan director señala que durante su periodo 
de vigencia, el Gobierno priorizará su trabajo sobre la coherencia de políticas 
para el desarrollo en los ámbitos del comercio internacional y la evasión fiscal, 
para lo cual presentaría durante el primer semestre de 2014 una hoja de ruta 
específica sobre estas dos materias, elaborada por la Secretaría General de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo (SGCID).

El compromiso más explícito que España ha asumido en materia de lucha 
contra las conductas corruptas que se dan en el ámbito de las relaciones co-
merciales internacionales es la tipificación de estas conductas como delito en 
el Código Penal español. Así, el artículo 445 del Código Penal español (BOE, 
2010c) recoge el delito de corrupción en transacciones comerciales interna-
cionales, consistente en “corromper o intentar corromper a un funcionario pú-
blico extranjero o de organizaciones internacionales mediante el ofrecimiento, 
promesa o concesión de cualquier beneficio indebido con el fin de que actúen 
o se abstengan de actuar en el ejercicio de sus funciones públicas relativas a 
actividades económicas internacionales”. El Código Penal prevé para los in-
fractores –además de las penas de cárcel y multa– la prohibición de contratar 
con el sector público, de obtener subvenciones o ayudas públicas, de gozar de 
beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un periodo de siete 
a doce años. Desde 2010, el Código Penal amplió el concepto de funcionario 

propuestos por el Foro Global sobre la Transparencia y el Intercambio de Información 
con Fines Fiscales de la OCDE. Para más información, ver: http://www.oecd.org/tax/
transparency/ (Consultado el 21 de julio de 2014).

71 �Para más información sobre el Grupo de Acción Financiera Internacional, véase: http://
www.fatf-gafi.org/ (Consultado el 24 de julio de 2014). 
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público para incluir a los funcionarios de la UE y de los Estados miembro (artí-
culo 427) e incorporó la posibilidad de considerar directamente a las personas 
jurídicas como responsables de este delito (artículo 445.2).

Por otro lado, las leyes españolas que regulan específicamente el funciona-
miento de los instrumentos públicos de apoyo a la internacionalización de 
la empresa también hacen alusión a la obligación de cumplir con los com-
promisos internacionales en materia anticorrupción (BOE, 2010a y BOCG, 
2014). En algunos casos, la propia ley exige como requisito previo para 
recibir el apoyo público que las empresas certifiquen que cumplen con lo 
establecido en los acuerdos internacionales suscritos por España en materia 
de lucha contra la corrupción y establecen que no podrán ser beneficiarias 
empresas que hayan participado en prácticas corruptas72. En otros casos, 
estas cuestiones se desarrollan en las normativas de funcionamiento in-
terno de cada institución o instrumento que exigen, por ejemplo, que las 
empresas solicitantes presenten una declaración de haberse adherido a los 
requisitos anticorrupción de la OCDE e incluyen una cláusula de rescisión 
en caso de soborno en todos los contratos suscritos. Algunas instituciones 
disponen además de protocolos internos para reportar casos de corrupción 
y, en caso de tener sospechas sobre alguna empresa, consultan listas negras 
internacionales, información disponible en prensa o realizan cuestionarios a 
las empresas sobre su implementación de mecanismos internos de control. 
En el cuarto capítulo se analizará la efectividad de estos procedimientos 
anticorrupción instaurados en el sistema español de apoyo a la internacio-
nalización de las empresas.

De los diversos acuerdos internacionales en materia anticorrupción de los que 
España es parte también se derivan compromisos específicos73, como son dis-
poner de instituciones con las capacidades necesarias para investigar y conde-
nar; ofrecer protección a las personas que informen sobre casos de corrupción; 
dar señales inequívocas de que la lucha contra la corrupción de las empresas 
nacionales en el extranjero es una prioridad política, etc. Como se analizará con 
detenimiento en el próximo capítulo, las evaluaciones internacionales a las que 

72 �Véase, por ejemplo, el artículo 5.5 de la Ley 11/2010, de 28 de junio, de Reforma del 
sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa española (BOE, 
2010a).

73 �Los principales acuerdos internacionales anticorrupción son la Convención de 
Naciones Unidas contra la corrupción (ONU, 2003), el Convenio relativo a la lucha 
contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de la Unión 
Europea o de los Estados miembros (UE, 1997) y el Convenio anticohecho de la OCDE 
(OCDE, 1997). Este Convenio ha sido complementado por sucesivas recomendacio-
nes del Consejo de la OCDE: Recomendación del Consejo sobre la corrupción y los 
créditos a la exportación que gozan de ayuda pública (OCDE, 2006), Recomendación 
del Consejo para reforzar la lucha contra la corrupción de funcionarios públicos 
extranjeros en las transacciones comerciales internacionales (OCDE, 2009a) y la 
Recomendación del Consejo sobre medidas fiscales para reforzar la lucha contra 
la corrupción de funcionarios públicos extranjeros en las transacciones comerciales 
internacionales (OCDE, 2009b).  



60

España ha sido sometida recientemente en esta materia señalan que aún no ha 
implementado satisfactoriamente varios de estos compromisos internacionales, 
como es el caso de la creación de una agencia anticorrupción que goce de 
la independencia necesaria, la aplicación efectiva del régimen penal vigente o 
la denegación de la deducción tributaria para los gastos de las empresas que 
constituyan soborno (OCDE, 2012b). 

Los organismos y foros internacionales más activos en materia anticorrup-
ción –UE, OCDE, Naciones Unidas y G20– han incorporado entre sus priori-
dades la congelación de cuentas y la recuperación internacional de capitales 
procedentes de la corrupción, al considerar que se trata de un eslabón 
esencial para dar una eficaz respuesta a las prácticas corruptas de escala 
transnacional. Entre los compromisos asumidos por los países está el dispo-
ner de estrategias nacionales específicas para esta materia y de instituciones 
con los medios y capacidades necesarios; adherirse a las mejores prácticas 
internacionales, especialmente las relacionadas con la cooperación policial 
y judicial internacional; e incorporar este asunto en las estrategias de coo-
peración internacional con los países socios. Como se analizará en el cuarto 
capítulo, España ha progresado adecuadamente en los aspectos formales 
de esta materia, pero aún tiene un comportamiento deficiente en cuanto a 
su efectiva colaboración en la ejecución de recuperaciones internacionales 
de capitales robados. 

Los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las empresas y los dere-
chos humanos (Naciones Unidas, 2011) no establecen nuevas obligaciones 
de derecho internacional, ni reducen las obligaciones legales a las que los 
Estados están sujetos de conformidad con las normas de derecho internacio-
nal en materia de derechos humanos. Por ello, los compromisos asumidos 
por el Gobierno español en el borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos74 no deben interpretarse como una revisión –expansiva o restrictiva– 
de estas obligaciones, que existen y deben cumplirse con independencia del 
contenido del plan. Este sí sirve, sin embargo, para conocer con precisión las 
intenciones que el Gobierno español tiene respecto a la implementación de 
dichas obligaciones: tanto las acciones concretas que tiene previsto adoptar, 
como los asuntos en los que no existe intención de avanzar ni comprome-
terse en los próximos años.

Como se analiza a continuación y se verá con más detalle en el capítulo cuarto, 
con este plan el Gobierno ha optado claramente por un enfoque de sensibili-
zación e incentivos positivos a las empresas, dejando en un segundo plano la 
adopción de compromisos exigibles y el control y sanción de las conductas 
empresariales. Es este desequilibrio el que ha generado las mayores críticas 
al borrador del plan por parte de las organizaciones de la sociedad civil que 

74 �En el momento de cierre de este informe, el Plan de Empresa y Derechos Humanos 
del Gobierno español aún no había sido aprobado. El borrador definitivo (Gobierno 
de España, 2014) fue remitido al Consejo de Ministros en verano de 2014 y no hay in-
formación oficial respecto al plazo previsto de aprobación ni a las razones del retraso.
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han participado en el proceso, junto con la tibieza de la respuesta prevista por 
la Administración ante las potenciales violaciones de derechos humanos que 
puedan cometerse por parte de empresas españolas. El borrador final del plan 
no concreta qué departamentos ministeriales estarán encargados de ejecutar 
cada uno de los compromisos asumidos, a diferencia de otros planes, como el 
Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía Española 2014-2015 
(MINECO, 2014), que incluye anexos con una descripción pormenorizada de 
la participación esperada de diez ministerios distintos. Por último, al plan es-
pañol le falta firmeza y concreción, en contraste con el tono y contenido de 
los otros planes nacionales aprobados hasta el momento, como se verá en el 
cuarto capítulo.

Estas son las principales características del plan, en su borrador final:

 �El Gobierno asume, en primer lugar, una serie de compromisos de carác-
ter procedimental. La Comisión de Seguimiento –creada ad hoc en los 
primeros tres meses desde la aprobación del plan y compuesta por repre-
sentantes de los ministerios involucrados– establecerá una ficha de segui-
miento para cada una de las medidas del plan, evaluará anualmente su eje-
cución y su presidente comparecerá ante la Comisión de Asuntos Exteriores 
del Congreso de los Diputados para dar cuenta del grado de ejecución 
(Gobierno de España, 2014: 10-11). Un año después de la aprobación del 
plan, esta comisión impulsará la realización de un diagnóstico exhaustivo 
sobre las políticas, legislación e instrumentos existentes en España y su ade-
cuación para el cumplimiento de los Principios Rectores. En concreto, se 
analizarán los vacíos en el cuerpo normativo del Estado; las incoherencias 
en los sistemas legales y administrativos –en especial los relacionados con 
la internacionalización de las empresas–; los mecanismos de diligencia de-
bida de las empresas en el cuerpo normativo del Estado; el sistema estatal 
de reparaciones –judiciales y extrajudiciales– existente; la aplicación en las 
memorias de las empresas españolas de los criterios y recomendaciones 
internacionales en la materia; y la incorporación de los Principios Rectores 
y del enfoque de coherencia de políticas para el desarrollo en el marco de 
las directrices de la acción y servicio exterior del Estado75.

 �En segundo lugar, en el plan abundan los compromisos de sensibiliza-
ción e incentivo positivo para que las empresas conozcan e incorporen 
voluntariamente las disposiciones relativas a la responsabilidad empresarial 
de respetar los derechos humanos. Así, el Gobierno llevará a cabo una 
campaña de sensibilización, de formación y de asesoramiento para dar a 
conocer a las empresas qué se espera de ellas en cuanto al respeto de los 
derechos humanos. La campaña pondrá especial énfasis en la cuestión de 
la diligencia debida y en las empresas en las que el Estado tenga partici-
pación, a las que brinde apoyo financiero, diplomático o de otra índole y 

75 �Véase la medida 2 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos 
(Gobierno de España, 2014: 12).
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las que hayan recibido el aval de Marca España76. El Gobierno asistirá a las 
empresas –a través de las representaciones de España en el exterior– en una 
fase temprana para determinar, prevenir y mitigar los riesgos que entrañen 
sus actividades para los derechos humanos77. También promoverá que las 
empresas incorporen procedimientos o sistemas internos de prevención 
y mitigación de las consecuencias negativas de sus actividades sobre los 
derechos humanos, con especial atención a los supuestos en los que las 
empresas no sean las causantes directas (en alusión a las cadenas globales 
de valor de las ETN). El Gobierno estudiará la posibilidad de implementar 
antes de finales de 2015 un sistema de incentivos −económicos, comercia-
les, de visibilidad e imagen, etc.– para las empresas que cumplan una serie 
de indicadores de buenas prácticas en materia de respeto de los derechos 
humanos. Este sistema de incentivos permitirá, además, reconocer a través 
de una certificación a las empresas que se sometan voluntariamente a una 
evaluación externa e independiente del impacto de sus actividades sobre los 
derechos humanos78. Por último, el Gobierno sensibilizará a las empresas 
sobre su deber de reparar las consecuencias negativas que hayan provoca-
do o contribuido a provocar y promoverá que establezcan mecanismos de 
reparación adecuados a nivel operativo79. 

 �En tercer lugar, el Gobierno se compromete a llevar a cabo en el plazo 
de un año desde la aprobación del plan una campaña de información y 
capacitación dirigida a todos los organismos públicos españoles relevantes 
para asegurar la correcta implementación de los Principios Rectores. Estas 
medidas alcanzarán a las misiones diplomáticas, oficinas consulares, agen-
cias encargadas de la internacionalización empresarial –en España y en el 
exterior–, instituciones estatales que apoyan la creación y competitividad de 
las empresas españolas, la AECID y las Oficinas Técnicas de Cooperación80.

 �En cuarto lugar, el Gobierno desarrolla en el plan una serie de medidas para 
tratar de influir sobre las conductas de las empresas a través de las herra-
mientas de fomento de la internacionalización empresarial. En el plazo de 
un año desde su aprobación, el Gobierno llevará a cabo un plan de acción 
específico para garantizar la coherencia entre estas políticas de apoyo a la 
internacionalización y los Principios Rectores. El plan de acción desarrolla-
rá cómo las Administraciones pueden condicionar, modular o revisar sus 

76 �Véanse las medidas 7-9 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos 
(Gobierno de España, 2014).

77 �Véase la medida 17 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos 
(Gobierno de España, 2014).

78 �Véanse las medidas 27-29 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos 
(Gobierno de España, 2014).

79 �Véase la medida 30 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos 
(Gobierno de España, 2014).

80 �Véanse las medidas 10, 13 y 22 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos (Gobierno de España, 2014).
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apoyos al estricto respeto de los derechos humanos, para lo cual se prevé 
la realización de evaluaciones de impacto sobre los derechos humanos de 
los proyectos de inversión respaldados. El plan, sin embargo, sólo se com-
promete explícitamente a la denegación de apoyo público en los supuestos 
en los que concurra sentencia firme emitida por la autoridad judicial compe-
tente, violaciones graves de los derechos humanos y negativa de la empresa 
a cooperar para mitigar y reparar los daños causados. Debe entenderse, por 
tanto, que en los casos en los que no concurran simultáneamente estas 
tres condiciones, las medidas a adoptar serán menos contundentes que la 
denegación de apoyo81. 

 �En quinto lugar, el plan contiene una serie de compromisos para mejorar el 
acceso a la reparación por parte de las víctimas. Así, al año de aprobación 
del plan se presentará un informe sobre las posibilidades de desarrollar me-
canismos judiciales de reparación de abusos por parte de empresas españo-
las. El plan también garantiza la existencia de un correcto sistema público 
de recepción de quejas por parte de afectados; se eliminarán cualquier 
tipo de obstáculos –legales o prácticos– de acceso a los mecanismos de 
reclamación judiciales y extrajudiciales estatales; y se ampliarán las compe-
tencias de la Fiscalía para la correcta investigación policial y judicial de las 
violaciones graves de derechos humanos82.

 �Por último, en relación con la coherencia política entre los Principios 
Rectores y los acuerdos de comercio internacional, el Gobierno se com-
promete a incorporar en los acuerdos españoles referencias al respeto de 
los derechos humanos. En los acuerdos comerciales de la UE, España tam-
bién promoverá la incorporación de estas referencias e impulsará que los 
acuerdos no limiten la capacidad de los Estados de cumplir su deber de 
protección. Similares compromisos asume el Gobierno en relación con los 
foros internacionales especializados y los organismos multilaterales de ini-
ciativa financiera y comercial83.

El compromiso más significativo que España y el resto de los miembros de la 
comunidad internacional de donantes han realizado recientemente en relación 
con el vínculo entre la AOD y la agenda de internacionalización de las empresas 
es el relativo a desligar progresivamente la AOD y a avanzar hacia su desvin-
culación total, garantizando la transparencia en los procesos internacionales 
de contratación y promoviendo la participación en estos de empresas locales 
y regionales (Foro de Alto Nivel para la Eficacia de la Ayuda, 2011: 4; Foro de 
Alto Nivel para la Eficacia de la Ayuda, 2013: 5; y MAEC, 2013a: 116). En apli-
cación de este compromiso, la cooperación española se debería abstener de 

81 �Véanse las medidas 12 y 20 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos (Gobierno de España, 2014).

82 �Véanse las medidas 10, 21 y 31-35 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos (Gobierno de España, 2014).

83 �Véanse las medidas 24 y 25 del borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos (Gobierno de España, 2014).
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condicionar la concesión de cualquier donación o  crédito hecha a cargo de 
los fondos de la AOD a que el país socio contrate los bienes o servicios con 
empresas españolas. De cumplirse este compromiso, se habría eliminado la 
forma más directa y habitual mediante la cual los donantes han aprovechado 
tradicionalmente los fondos de AOD para promover la expansión exterior de 
sus empresas nacionales. Como se verá en detalle más adelante, España en los 
últimos años ha mejorado en este aspecto (OCDE, 2013f) aunque con grandes 
deficiencias aún por resolver.

A raíz de la agenda internacional de eficacia de la ayuda y de financiación del 
desarrollo de los últimos años, la cooperación española se ha comprometido 
a promover la inversión privada, a crear nuevos instrumentos financieros y a 
apalancar recursos privados para el desarrollo a través de inversión pública (Foro 
de Alto Nivel sobre Eficacia de la Ayuda, 2011: 3 y Comisión Europea, 2014b). 
Los instrumentos y prácticas de esta nueva cooperación financiera española 
no están explícitamente orientados al fomento de la internacionalización de las 
empresas del país donante; sin embargo, abren un amplio campo de posibili-
dades para fusionar de nuevo los objetivos de estas dos agendas de la acción 
exterior española, con el riesgo de que sea la política de cooperación la que 
se instrumentalice al servicio de la política comercial.

Por su magnitud, la primera de estas herramientas en mencionarse debe ser el 
Fondo para la Promoción del Desarrollo (FONPRODE). El FONPRODE –creado 
en 2010 (BOE, 2010d) y reformado en el año 2014 (BOE, 2014b)– es el prin-
cipal instrumento español de cooperación financiera. Desde 2011 hasta 2015 
este fondo ha recibido 1.602,69 millones de euros, lo que supone el 13,2% 
de la AOD neta española presupuestada en dicho periodo84. El FONPRODE 
permite a la cooperación española realizar una gran variedad de operaciones 
financieras: otorgar préstamos y créditos y realizar donaciones –a Estados, 
administraciones descentralizadas, organismos multilaterales de desarrollo e 
instituciones financieras internacionales de desarrollo–; realizar préstamos a 
entidades financieras locales para la concesión de microcréditos; o adquirir 
participaciones temporales de capital en instituciones financieras privadas85. 
Todas estas operaciones deben ir dirigidas al desarrollo del tejido productivo 
endógeno de los países socios, al apoyo de pequeñas y medianas empresas y 
empresas de economía social o a responder a las necesidades de financiación 
en infraestructuras, mejora de servicios financieros y acceso a las TIC de los paí-
ses socios (MAEC, 2103a: 102), respondiendo a los objetivos de la Estrategia de 

84 �La información del presupuesto del FONPRODE para los años 2011-2013 ha sido ob-
tenidos de la respuesta del Gobierno a la pregunta parlamentaria número 184/048139 
de la diputada Irene Lozano, más información en: http://www.congreso.es/public_
oficiales/L10/CONG/BOCG/D/BOCG-10-D-496.PDF#page=137. La información del 
presupuesto del FONPRODE para los años 2014 y 2015 ha sido obtenida de la Ley de 
Presupuestos del Estado de los años 2014 y 2015, respectivamente (BOE, 2013c y BOE, 
2014c). La información del presupuesto de AOD neta española ha sido obtenida de 
2015: Año Cero. La Realidad de la Ayuda 2014 (Oxfam Intermón, 2015).

85 �Véase el artículo 2 de la Ley 36/2010, de 22 de octubre, del Fondo para la Promoción 
del Desarrollo, en su redacción reformada en 2014 (BOE, 2014b).
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Crecimiento Económico y Promoción del Tejido Empresarial de la cooperación 
española. No fue formalmente concebido, por lo tanto, como un instrumento 
de apoyo a la internacionalización de la empresa española, sino de promoción 
del crecimiento sostenido, sostenible e inclusivo en los países socios. 

Sin embargo, como se verá con más detalle en el cuarto capítulo, la reforma 
exprés acometida recientemente por el Gobierno ha generado serias dudas de 
que esto vaya a seguir siendo así. La nueva regulación concede, por ejemplo, el 
protagonismo de la operativa del fondo a COFIDES –institución perteneciente a 
MINECO y cuyo perfil y mandato es eminentemente empresarial –; desaparece 
la mención explícita que la anterior norma realizaba a que el FONPRODE no 
supondría la participación de la cooperación española en la política de apoyo a 
la internacionalización de las empresa; y se relajan algunas exigencias de trans-
parencia y evaluación presentes en la normativa anterior. A todo ello se une el 
hecho de que las inversiones del FONPRODE habilitan a las empresas españolas 
para acceder a facilidades de inversión y licitaciones de la UE y de OMUDES 
financieros (MAEC, 2013a: 103) y que el actual plan director reconoce expresa-
mente que las inversiones del FONPRODE generarán oportunidades o sinergias 
para las empresas españolas con presencia en los países socios (MAEC, 2013a: 
104). Aunque nada de lo anterior permita prejuzgar el uso futuro que se vaya a 
hacer de los fondos de FONPRODE para promover la internacionalización de 
la empresa española, en su conjunto sí son indicios significativos de un riesgo 
real de instrumentalización de esta herramienta de cooperación.

En segundo lugar, hay que mencionar las Alianzas Público-Privadas para el 
Desarrollo (APPD). El objetivo de la comunidad internacional de incorporar ple-
namente al sector privado en la agenda del desarrollo (Foro de Alto Nivel sobre 
Eficacia de la Ayuda, 2011:4 y 10) se ha plasmado en cuatro compromisos 
concretos de la cooperación española (MAEC, 2013a: 76 y 77): 

 �formación a directivos de empresas para que conozcan el potencial de su 
contribución al desarrollo humano;

 �generación de incentivos para que las empresas mejoren sus impactos des-
de el punto de vista del desarrollo (reducción de sus riesgos, licencia social 
para operar, ampliación de mercados, imagen corporativa, etc.); 

 �puesta en marcha de proyectos piloto para acumular experiencia práctica en 
algunos sectores empresariales de fuerte proyección internacional en países 
socios de la cooperación española (energías renovables, agroindustria, etc.); y

 �creación de una unidad organizativa impulsora y de referencia en el sistema, 
alojada en el MAEC.

A estos objetivos responden las APPD, impulsadas por el Gobierno español y 
que han sido definidas por la AECID como “una relación voluntaria, colaborativa 
y formal entre la AECID, las administraciones públicas de los países socios y 
una o varias entidades del sector empresarial, de la sociedad civil y del ámbito 



66

universitario, de España, de los países socios o de terceros países, en la que se 
establece un objetivo común, con un demostrable impacto en desarrollo, y en 
la que se definen conjuntamente las responsabilidades y se asumen conjunta-
mente los recursos, los riesgos y los logros” (AECID, 2013: 4). Hasta la fecha, el 
fomento de las APPD en España no cuenta con una línea de financiación espe-
cífica, sino que se ha limitado a la formación interna en la AECID, a la genera-
ción de espacios de diálogo con las empresas (tanto en sede como mediante 
la red de personas expertas en empresas y desarrollo de las Oficinas Técnicas 
de Cooperación en terreno) y a la aprobación de un protocolo AECID para las 
APPD (AECID, 2013) que pretende aportar certidumbre y claridad procedimental 
a las partes involucradas en estos procesos.

En tercer lugar, y derivado también de los objetivos de los principales foros 
multilaterales de cooperación al desarrollo de los que España forma parte86, 
la cooperación española ha asumido en sus documentos de planificación es-
tratégica el compromiso de “atraer IED responsable a los países socios con el 
objetivo de promover las oportunidades económicas de los más pobres” (MAEC 
2013a: 39), mediante su integración en la economía internacional y el estí-
mulo de sectores estratégicos como la agroindustria, las energías renovables, 
las TIC, etc. Para cumplir con este objetivo, el Plan Director se compromete 
a “generar los incentivos y apoyos necesarios” para que “en sus procesos de 
internacionalización las empresas españolas actúen responsablemente y con-
tribuyan a los ODM y a la defensa y protección de los derechos humanos de 
las comunidades” (MAEC, 2013a: 76). El Plan también considera a la IED como 
uno de los cuatro ámbitos temáticos –junto con el comercio, la deuda externa 
y la evasión fiscal – en los que priorizar los avances españoles en coherencia 
de políticas, para lo cual realizará una hoja de ruta específica al efecto (MAEC, 
2013a: 97). A la fecha de cierre de este informe, ninguno de estos compromisos 
se habían llevado a la práctica. Además, la opción de la cooperación española 
por este enfoque en relación con la IED ignora los potenciales riesgos y con-
flictos entre la IED y el desarrollo y deja sin despejar las dudas acerca de la 
adecuación para el desarrollo de emplear fondos y recursos de la cooperación 
para incentivar conductas empresariales que, en muchos casos, tendrían pleno 
sentido empresarial sin necesidad de subvención pública alguna a cargo de los 
fondos de la AOD.

Este séptimo y último ámbito difiere de los seis anteriores en que no es, 
per se, un ámbito de política pública. Las iniciativas voluntarias de respon-
sabilidad social empresarial (RSE) pertenecen al ámbito de las empresas. Sin 
embargo, los gobiernos  −el español y los del resto de países de nuestro 
entorno incluidos− han asumido en los últimos años compromisos relacio-

86 �La Alianza de Busán (Foro de Alto Nivel sobre Eficacia de la Ayuda, 2011: 10) recoge, 
por ejemplo, el compromiso de colaborar para “mejorar el entorno legal, reglamentario 
y administrativo para la inversión privada y también para asegurar políticas firmes y un 
contexto reglamentario conveniente para favorecer el desarrollo del sector privado y 
el incremento de la inversión extranjera directa […] con especial consideración a las 
dimensiones nacionales y regionales y la intensificación de los esfuerzos en favor de 
las metas de desarrollo”.
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nados con la promoción de la RSE en el ámbito de la internacionalización 
de las empresas. 

A pesar de ser las empresas transnacionales sus destinatarias principales, de 
las Líneas Directrices de la OCDE para las empresas multinacionales (OCDE, 
2011b) se derivan también responsabilidades concretas para los gobiernos de 
los países adheridos, relativas a su difusión e implementación. La principal de 
estas obligaciones es el compromiso de todos los estados parte de establecer 
Puntos Nacionales de Contacto (PNC). Los PNC son instituciones cuyas princi-
pales funciones son –actuando bajo los principios de visibilidad, accesibilidad, 
transparencia y responsabilidad– recoger las reclamaciones de cualquier perso-
na o colectivo afectado por la inversión de una ETN que no haya cumplido lo 
estipulado por las Líneas Directrices; tratar de promover la resolución amistosa 
entre las partes; o, en su defecto, informar a las autoridades estatales corres-
pondientes87. Los PNC deben contribuir, además, a la difusión e implementación 
de las Líneas Directrices y a servir de coordinación entre los estados y las ETN y 
entre los Estados entre sí con el objetivo de favorecer su aplicación. Cada esta-
do tiene flexibilidad en cuanto a la composición y funcionamiento de su PNC. 
En el caso español, se trata de un órgano unipersonal alojado en la Secretaría 
de Estado de Comercio del MINECO88. En el capítulo cuarto se analiza el papel 
desempeñado por el PNC español hasta la fecha.

En el ámbito doméstico, España ha aprobado recientemente la primera 
Estrategia Española de Responsabilidad Social de las Empresas (Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social, 2014). Partiendo de los compromisos nacionales e 
internacionales de España en la materia89, la Estrategia presenta los planes del 
Gobierno español para el periodo 2014-2020 y un amplio listado de medidas a 
adoptar. La Estrategia parte de una serie de principios rectores –competitividad, 
cohesión social, creación de valor compartido, sostenibilidad, transparencia y 
voluntariedad− para alcanzar su objetivo general de “apoyar el desarrollo de las 
prácticas responsables de las organizaciones públicas y privadas con el fin de 

87 �La OCDE, en su revisión de las Líneas Directrices del año 2011, incorporó un segundo capí-
tulo con los “Procedimientos para la implementación de las Líneas Directrices de la OCDE 
para las empresas multinacionales” (OCDE, 2013d) en el que se detallan los procedimientos 
y principios que deben regir el funcionamiento de los Puntos Nacionales de Contacto. 

88 �Para más información, véase: http://www.comercio.mineco.gob.es/es-ES/inversio-
nes-exteriores/punto-nacional-contacto-lineas-directrices/Paginas/El_PNC.aspx 
(Consultado el 3 de septiembre de 2014).

89 �La Estrategia Española de Responsabilidad Social de las Empresas cita como su marco 
nacional e internacional de referencia: La Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible; la Estrategia Renovada de la Unión Europea sobre Responsabilidad Social de 
las Empresas; las Líneas Directrices de la OCDE para las Empresas Multinacionales; los 
diez principios de la iniciativa del Pacto Mundial de las Naciones Unidas; la Declaración 
tripartita de principios sobre las empresas multinacionales y la política social de la OIT; 
los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos; 
los principios de inversión responsable de Naciones Unidas (PRI) y la Directiva del 
Parlamento Europeo y del Consejo que modifica la Directiva 2013/34/EU sobre divul-
gación de información no financiera e información sobre la diversidad por parte de 
determinadas grandes sociedades y determinados grupos.
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que se constituyan en un motor significativo de la competitividad del país y de 
su transformación hacia una sociedad y una economía más productiva, sosteni-
ble e integradora” (Ministerio de Empleo y Seguridad Social, 2014:27). Aunque el 
grueso de la estrategia está orientada a la actividad doméstica de las empresas 
españolas, contiene numerosas referencias y compromisos relacionados con 
su actividad internacional y con las implicaciones de esta para la credibilidad 
exterior de España y para el desarrollo internacional y los derechos humanos.

Un primer conjunto de medidas están orientadas principalmente a la formación, 
sensibilización y difusión del enfoque de RSE entre las empresas españolas:

 �Promover la ética, la transparencia y la lucha contra la corrupción en las 
organizaciones, mediante la formación, la elaboración de códigos éticos y 
la adhesión a iniciativas internacionales (medida 18).

 �Promover que los criterios de RSE y los instrumentos e iniciativas interna-
cionalmente reconocidos –incluyendo los Principios Rectores de Naciones 
Unidas sobre empresas y derechos humanos, las Líneas Directrices de la 
OCDE o la Declaración tripartita de principios de la OIT relativos a empresas 
multinacionales– se constituyan en un referente para las entidades españo-
las (medidas 9 y 11).

 �Impulsar la formación en materia de derechos humanos en todos los niveles 
de las organizaciones (medida 25).

 �Elaboración de una guía de buenas prácticas para la inclusión de criterios de 
inversión socialmente responsable en las políticas de inversión de productos 
financieros y de ahorro (criterios éticos, ambientales, sociales, de derechos 
humanos y de buen gobierno) (medida 29).

 �Promover en las empresas una actuación fiscal ejemplar (no sólo legal, sino 
socialmente responsable) que reduzca las estrategias de evasión fiscal (me-
dida 16) e impulsar actuaciones de control y sensibilización para combatir 
el fraude fiscal y laboral y la economía sumergida (medida 17).

 �Impulsar medidas que garanticen el respeto y la protección de los dere-
chos humanos dentro de las organizaciones y de estas con sus respectivas 
cadenas de valor. En el ámbito internacional, se pondrá especial énfasis en 
que las empresas cumplan con los derechos humanos en sus esferas de in-
fluencia cuando operen en entornos donde no existan garantías suficientes 
en relación al respeto y protección de los mismos (medida 26).

 �Promover que las empresas amplíen su compromiso por los valores y prin-
cipios de la RSE también en las empresas que forman parte de su cadena 
de proveedores (medida 35). A pesar del reconocimiento internacional a la 
problemática que existe en relación con el comportamiento de los provee-
dores en las CGV, la estrategia no hace ninguna referencia a esta cuestión.

G
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 �Impulsar que las ETN españolas difundan en los países en los que operan 
los principios internacionales de RSE, de buena gobernanza y de relaciones 
comerciales abiertas y no discriminatorias (medida 51).

 �Ayudar y orientar a pymes, entidades de economía social y autónomos 
españoles a operar en países emergentes o en desarrollo, ofreciéndoles in-
formación para que puedan anticiparse a los riesgos y ajustarse a los riesgos 
propios de cada territorio (medida 53).

Un segundo conjunto de medidas buscan que la inversión en RSE de las empre-
sas repercuta en su imagen y, por extensión, en la percepción y competitividad 
del conjunto de la imagen exterior española:

 �Poner en marcha programas de orientación para pymes y entidades de 
la economía social sobre RSE, para mejorar la percepción que de ellas se 
tiene en el exterior y aumentar sus posibilidades de internacionalización 
(medida 6).

 �Promover la puesta en marcha de mecanismos de reconocimiento para las 
empresas con prácticas avanzadas (más allá de lo que marca la legislación 
vigente) en materias como la igualdad, la protección del medio ambiente o 
el desarrollo sostenible (medida 7).

 �Apoyar y dar visibilidad a actuaciones empresariales responsables y sos-
tenibles y a organizaciones adheridas a iniciativas internacionales de RSE, 
dando especial relevancia a los derechos humanos en sus actividades en el 
extranjero. Todo ello como mecanismo para fortalecer la imagen de España 
y la percepción positiva de los productos y servicios españoles (medida 19).

 �Favorecer la difusión de las actividades de acción social de las empresas 
en el exterior, para su reconocimiento por la sociedad y la generación de 
confianza (medida 50).

Por último, un tercer bloque de medidas con objetivos diversos, que van desde 
el uso de herramientas de la cooperación al desarrollo para promover iniciativas 
empresariales coherentes con el enfoque de la RSE, hasta fortalecer institucio-
nes ya existentes en la Administración española para asegurar un comporta-
miento responsable de las empresas españolas en el exterior:

 �Promover la constitución de alianzas público−privadas para el desarrollo 
(APPD) entre la cooperación española, las administraciones públicas de 
algún país socio y una o varias entidades del sector empresarial, de la so-
ciedad civil o del ámbito universitario de España o de los países socios 
(medida 52).

 �Diseñar y poner en marcha junto con la cooperación española programas 
que estimulen a las empresas a desarrollar iniciativas con impacto positivo 
en desarrollo y un programa específico de herramientas y medidas que 
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favorezcan comportamientos empresariales responsables (medida 54). La 
estrategia no aclara si esta medida se realizará necesariamente con fondos 
de la cooperación española. 

 �El Consejo Estatal de RSE estudiará y analizará los Principios Rectores de 
Naciones Unidas para las empresas y los derechos humanos e incorporará 
a sus trabajos lo previsto en los mismos (medida 55).

 �Para fomentar que las empresas españolas implementen el contenido de 
las Líneas Directrices de la OCDE, el Gobierno fortalecerá, publicitará y dará 
mayor utilidad al Punto Nacional de Contacto español (medida 56). 

El enfoque de la RSE también está muy presente en el borrador final del plan 
español de empresa y derechos humanos (Gobierno de España, 2014). Como 
ya se presentó en el apartado anterior, el plan contiene numerosos compro-
misos de sensibilización e incentivo positivo para que las empresas conozcan 
e incorporen voluntariamente las disposiciones relativas a la responsabilidad 
empresarial de respetar los derechos humanos90. Como se analizará con más 
detalle en el cuarto capítulo, la opción por la voluntariedad y la sensibilización 
–frente al control y la sanción– es un rasgo característico de la forma en la que 
el Gobierno español entiende su responsabilidad en el respeto a los derechos 
humanos y la promoción del desarrollo sostenible por parte de las empresas 
españolas en el exterior.

3.2. �Principales actores de la Administración española a 
efectos de la política española de internacionalización 
de la empresa

Debido a la diversidad de ámbitos temáticos englobados en la política de in-
ternacionalización de la empresa –que esta investigación ha categorizado en 
siete–, hay una multiplicidad de actores públicos españoles con responsabili-
dades y competencias vinculadas a esta política. A modo de ejemplo, el Grupo 
de Trabajo Interministerial de Apoyo a la Internacionalización de la Empresa 
Española (GTII) está compuesto por representantes de 13 ministerios distintos, 
además de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
(AECID) y de la Oficina Económica del Presidente del Gobierno. 

Sin embargo, son el Ministerio de Economía y Competitividad (MINECO) y el 
Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación (MAEC) los departamentos 
que concentran las mayores responsabilidades en esta materia y los que di-
rigen, dentro de la Administración, los principales procesos relacionados con 
la internacionalización de las empresas españolas que son relevantes desde la 
perspectiva del desarrollo. De entre ellos, es el MINECO, y más concretamente 

90 �Véanse, por ejemplo, las medidas 7-9, 17 y 29-30 del borrador final del Plan de Empresa 
y Derechos Humanos (Gobierno de España, 2014).
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su Secretaría de Estado de Comercio (SEC), la institución de la Administración 
española con mayor poder e influencia política y con responsabilidades asumi-
das en el mayor número de procesos y herramientas políticas en esta materia. 
El MINECO no sólo es el protagonista incontestable en aquellas políticas pú-
blicas tradicionalmente relacionadas con la actividad exterior de las empresas 
españolas –la promoción y protección recíproca de la IED española o el apo-
yo e incentivo financiero para la internacionalización– sino que actualmente 
interviene en el resto de ámbitos políticos analizados –como son la fiscalidad 
internacional de las ETN españolas, la lucha contra la corrupción, la coopera-
ción al desarrollo, la promoción de la RSE y los derechos humanos– en los que 
ejerce gran influencia, tanto técnica como política.

Al margen del ámbito específico de la política de internacionalización empresa-
rial, la Administración española cuenta con un marco institucional y con unos 
mecanismos que deberían servir para que el enfoque de coherencia de políticas 
para el desarrollo informe e influya crecientemente en los procesos de toma de 
decisión política en España. Según el Informe de Coherencia de Políticas para 
el Desarrollo 2011 y 2012 −publicado en enero de 2015 por el MAEC (MAEC, 
2015a)− los principales actores de este marco son:

 �la Comisión Interministerial para la Cooperación al Desarrollo;

 �la Red de Puntos Focales para la Coherencia de Políticas para el Desarrollo;

 �la Unidad de Coherencia de Políticas para el Desarrollo de la Secretaría 
General de Cooperación Internacional para el Desarrollo (SGCID) del MAEC;

 �la Comisión de Cooperación Internacional para el Desarrollo del Congreso 
de los Diputados;

 �el Consejo de Cooperación.

Como se analizará detalladamente más adelante en este capítulo y en el 
siguiente, la mayoría de estos actores pasan prácticamente desapercibidos 
en la gestión y diseño de la política de internacionalización de la empresa 
española. Esta irrelevancia se debe, en algunas ocasiones, a la ausencia de 
mandato político expreso para dicha política y, en otras, al deficiente desem-
peño con el que dicho mandato se ejerce. Por tanto, aunque teóricamente la 
potencial relevancia de estas instituciones pudiera ser grande, en la práctica 
su contribución a la integración del enfoque de coherencia en la acción po-
lítica española en materia de internacionalización de empresas está siendo 
prácticamente nula.
 
A continuación se ofrece una breve descripción de los principales actores de 
la Administración pública española para cada uno de los siete ámbitos temáti-
cos analizados y se enumeran aquellos otros actores secundarios que también 
desempeñan una labor relevante.
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En España es la SEC –alojada en el Ministerio de Economía y Competitividad 
(MINECO)– el organismo público responsable de los instrumentos de política 
comercial destinados a proteger y promover las inversiones españolas en el 
extranjero (IED). 

Con la reciente transferencia de competencias de España a la UE en materia 
de IED, el protagonismo de la SEC en su labor negociadora de acuerdos co-
merciales ha disminuido. En la actualidad, esta labor se limita principalmente a 
definir la posición que España defenderá en la gestación de la política comercial 
de la UE, aunque –como se expuso en el apartado 2.1.A de este informe– la 
Comisión Europea aún concede a los Estados miembro un pequeño margen 
para negociar nuevos acuerdos de promoción y protección recíproca de inver-
siones (APPRI) y para renegociar los APPRI nacionales que actualmente están 
en vigor91.

Formalmente, también el MAEC tiene atribuidas competencias en la fijación 
de la posición política española en materia de comercio internacional. La 
poca transparencia con la que la Administración española ha llevado a cabo 
tradicionalmente las negociaciones comerciales internacionales dificulta, sin 
embargo, conocer adecuadamente los mecanismos internos que se emplean 
y cuáles son las aportaciones diferenciadas de los dos ministerios –MAEC y 
MINECO– con competencias en la materia. Sobre el papel, le corresponde al 
MAEC coordinar “el proceso de fijación de la posición española en materia 
de política comercial, arancelaria y aduanera” y negociar de puertas adentro 
de la Administración los acuerdos internacionales en materia de economía 
internacional92. Sin embargo, las evidencias que esta investigación ha podido 
constatar –a través de las entrevistas realizadas93– señalan que la posición 
española en esta materia viene determinada casi exclusivamente por la SEC 
y que la participación del MAEC –incorporando consideraciones políticas no 
exclusivamente comerciales, propias de su ámbito competencial– es residual, 
incluso cuando en las negociaciones están involucrados países en desarrollo 
o en aquellas que pueden afectar a los objetivos y compromisos de la política 
española de cooperación.

91 �Dentro de la Secretaría de Estado de Comercio (SEC), la Dirección General de 
Comercio e Inversiones es el órgano con competencia para formular el posicio-
namiento español para las negociaciones comerciales en las que participe la UE. 
Cuando se trata concretamente de los APPRI, es la Subdirección General de Comercio 
Internacional de Servicios e Inversiones –de esta misma Dirección General– el orga-
nismo responsable (BOE, 2012c).

92 �Dentro del MAEC, el departamento responsable de coordinar la fijación de posición 
en estas materias es la Dirección General de Coordinación de Políticas Comunes y 
Asuntos Generales de la Unión Europea, perteneciente a la Secretaría de Estado para 
la UE. La Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales dependiente 
directamente del Ministro de Asuntos Exteriores y Cooperación, por su lado, tiene 
atribuida la responsabilidad de proponer y ejecutar la política exterior española en el 
ámbito de las relaciones económicas internacionales y de negociar internamente los 
acuerdos internacionales en estas mismas materias (BOE, 2012b).

93 �Véase el anexo 3 para una relación de las entrevistas realizadas.
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El Plan Director de la Cooperación Española 2013-2016 (MAEC, 2013a: 
96) destaca a la Comisión Consult iva de Negociaciones Comerciales 
Internacionales94 como un ejemplo exitoso de trabajo conjunto entre el 
MINECO y el MAEC, que da como resultado la preparación de posiciones 
conjuntas relativas a la incorporación de la perspectiva de coherencia de 
políticas para el desarrollo (CPD) en las negociaciones comerciales en las 
que España participa. Como se analizará en el capítulo cuatro, no hay evi-
dencias de que la actividad de esta comisión haya dado aún lugar a dichos 
posicionamientos conjuntos.

El Consejo de Cooperación al Desarrollo es un órgano consultivo adscrito 
al MAEC que tiene entre sus funciones la de “informar anualmente sobre el 
cumplimiento del principio de coherencia en las actuaciones de cooperación 
realizadas por los diversos organismos de la AGE” (BOE, 2004b). En 2014, la 
Comisión de Coherencia de Políticas de Desarrollo del Consejo acordó consti-
tuir una Subcomisión de Inversiones y Desarrollo, con el objetivo de explorar las 
sinergias y conflictos entre las políticas de inversión y la política de cooperación 
internacional para el desarrollo. A pesar de que la mera existencia de estos dos 
órganos debe considerarse un avance en la buena dirección, el hecho de que 
la subcomisión no fuera capaz de publicar el informe comprometido por falta 
de un acuerdo de mínimos sobre las recomendaciones al Gobierno en materia 
de IED y desarrollo hacen patente el gran déficit de información y formación 
existente en la Administración española y la influencia que sobre esta ejerce el 
sector empresarial español. 

Por últ imo, además de los dos ministerios mencionados, también el 
Congreso de los Diputados tiene competencias atribuidas en este ámbito 
político. La ratificación por parte de España de aquellos acuerdos interna-
cionales comerciales que adquieran la forma legal de acuerdo internacio-
nal –como es el caso de los APPRI – requiere de la aprobación por parte 
del Pleno del Congreso. A efectos prácticos, en España este requerimiento 
es una mera formalidad, a diferencia de lo que ocurre en el Parlamento 
Europeo, donde en los últimos años se ha paralizado la aprobación de 
varios acuerdos comerciales por existir dudas en el seno de los Grupos 
Parlamentarios europeos acerca de las consecuencias del acuerdo, tanto 
para Europa como para terceros países, y de su compatibilidad con los 
principios de los tratados constitutivos95.

94 �La Comisión Consultiva de Negociaciones Comerciales Internacionales es el principal 
mecanismo oficial a través del cual la Secretaría de Estado de Comercio informa y 
presenta, ante los actores privados interesados, las principales novedades en materia 
de negociaciones comerciales internacionales y explica el posicionamiento de España 
en éstas (BOE, 2008a). La Comisión es convocada por la SEC con frecuencia semestral 
(BOE, 2012c).

95 �Este fue el caso en el veto del Parlamento Europeo a la renovación del Acuerdo de Pesca entre 
la UE y Marruecos en 2011. Más información: véase Cembrero y Moliné (2011): “La Eurocámara 
veta el acuerdo de pesca con Marruecos por el Sáhara”.http://internacional.elpais.com/interna-
cional/2011/12/14/actualidad/1323896976_988778.html (Consultado el 20 de mayo de 2013).

http://internacional.elpais.com/internacional/2011/12/14/actualidad/1323896976_988778.html
http://internacional.elpais.com/internacional/2011/12/14/actualidad/1323896976_988778.html
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En materia de apoyo e incentivo financiero para la internacionalización de las 
empresas españolas el protagonismo político en la Administración española 
también recae casi exclusivamente en el MINECO. 

A la Secretaría de Estado de Comercio (SEC) del MINECO le corresponde definir y 
gestionar los instrumentos que integran el sistema español de apoyo financiero a la 
internacionalización, coordinarlos y supervisarlos para garantizar su coherencia con 
los objetivos de la política comercial española; y divulgar y asesorar a las empresas 
españolas acerca de las oportunidades de negocio que surjan en el extranjero96. 
El llamado sistema español de apoyo financiero a la internacionalización está 
constituido por un conjunto de instrumentos e instituciones públicas o público-
privadas, que ofrecen a las empresas españolas una amplia gama de servicios para 
su expansión exterior. Estos servicios incluyen la cobertura de riesgos políticos, 
comerciales y derivados de catástrofes naturales; la coinversión empresa-Estado; la 
concesión de créditos a operadores extranjeros para que contraten con empresas 
españolas; la financiación para cubrir los costes de participación en concursos y 
licitaciones internacionales; y la puesta a disposición de las empresas españolas de 
foros, misiones comerciales, viajes oficiales o publicaciones orientadas a promover 
su internacionalización. Algunos de estos servicios se prestan de forma gratuita, 
otros en condiciones de condicionalidad y otros en condiciones comerciales, pero 
en su conjunto suponen una importante inversión y respaldo público en favor de 
la internacionalización del sector privado español. En el anexo 2 se presentan y 
describen brevemente los principales instrumentos e instituciones que configuran 
el sistema español de apoyo financiero a la internacionalización.

España ejecuta desde el terreno, a través de la Red de Oficinas Económicas y 
Comerciales (OFECOMES), su política de promoción comercial de las empresas 
españolas, a las que informa y asiste en sus procesos de internacionalización. 
Las OFECOMES pertenecen orgánica y funcionalmente al MINECO97 pero, sin 
embargo, la recientemente aprobada Ley de la Acción y del Servicio Exterior del 
Estado (BOE, 2014: art.45) establece que estas dependen jerárquicamente del 
embajador, al que prestan asesoramiento y apoyo técnico para el desempeño 
de sus funciones. Confluyen en el Servicio Exterior, por tanto, las competencias 
del MINECO y del MAEC, por lo que va a ser este un ámbito donde la aplicación 
del principio de coherencia de políticas para el desarrollo será especialmente 
relevante, como se analizará en el cuarto capítulo de este informe.

Por ley le corresponde al MINECO velar porque la deuda externa que España 
genera en los países en desarrollo a través de los instrumentos del sistema 

96 �Estas funciones son ejecutadas por la Dirección General de Comercio e Inversiones, 
de la Secretaría de Estado de Comercio, MINECO. Más en concreto, les corresponde 
a la Subdirección General de Fomento Financiero de la Internacionalización y a las 
Subdirecciones Generales geográficas.

97 �La coordinación del trabajo de las OFECOMES se realiza de forma conjunta entre la 
Dirección General de Comercio e Inversiones (de la SEC) y la Dirección General de 
Análisis Macroeconómico y Economía Internacional (Secretaria de Estado de Economía 
y Apoyo a la Empresa), ambas del MINECO (BOE, 2012c). 
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español de apoyo financiero a la internacionalización cumpla con los compro-
misos asumidos por España en la materia (BOE, 2006)98. La ley también otorga, 
por otro lado, a la Comisión Interministerial de Cooperación al Desarrollo99 
competencia para “tratar los aspectos de la política de gestión de la deuda ex-
terna relacionados con la cooperación al desarrollo, con el objetivo de armoni-
zar las distintas prácticas sectoriales relativas al tratamiento de la deuda externa, 
dándoles una coherencia de conjunto dentro de los objetivos de cooperación 
al desarrollo española y posibilitando la coordinación de toda la información 
disponible” (BOE, 2005). Por último, las distintas normativas reguladoras de los 
instrumentos de apoyo financiero a la internacionalización prevén la participa-
ción de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos100 antes 
de la aprobación por el Consejo de Ministros de determinadas operaciones 
consideradas de especial relevancia en atención a su impacto potencial en la 
deuda externa de terceros países. La falta de información pública disponible 
acerca de la actividad de estas comisiones –que volverá a ser analizada más 
adelante– dificulta conocer el cómo, quién y cuándo de la gestión de la deuda 
externa en España y sus implicaciones para el desarrollo.

El resto de contribuciones de otros ministerios distintos al MINECO en la imple-
mentación del apoyo financiero a la internacionalización de las empresas espa-
ñolas se lleva a cabo a través de la participación conjunta en diversos grupos 
de trabajo y órganos interministeriales creados dentro de la Administración. Así, 
por ejemplo, a finales de 2011 se constituyó el Grupo de Trabajo Interministerial 
de Apoyo a la Internacionalización de la empresa española (GTII), que está pre-
sidido por el Secretario de Estado de Comercio del MINECO y en el que están 
representados todos los ministerios cuyas competencias o acciones estén rela-
cionadas de una u otra forma con la internacionalización de la empresa españo-
la (incluidos la AECID, el MAEC y el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas)101. Las funciones del GTII son principalmente de información y coordi-
nación interministerial, aunque desde la aprobación en 2013 de la Ley de Apoyo 

98 �Esta función la lleva a cabo la Subdirección General de Economía y Financiación 
Internacional, de la Dirección General de Análisis Macroeconómico y Economía 
Internacional, perteneciente a la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la 
Empresa, del MINECO.

99 �Esta Comisión está presidida por el secretario de Estado de Cooperación Internacional 
y para Iberoamérica del MAEC y está constituida por vocales de 13 ministerios dife-
rentes (BOE, 2005).

100 �Esta Comisión está constituida de forma permanente por el presidente del Gobierno 
y ocho ministerios (BOE, 2011b).

101 �En el momento de su constitución (por la Orden PRE/2653/2011, de 27 de sep-
tiembre), el GTII estaba compuesto por: Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación; Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 
Ministerio de Defensa; Ministerio de Economía y Hacienda; Ministerio de Interior; 
Ministerio de Fomento; Ministerio de Educación; Ministerio de Trabajo e Inmigración; 
Ministerio de Medio Ambiente, Medio Rural y Marino; Ministerio de Política Territorial 
y Administración Pública; Ministerio de Cultura; Ministerio de Sanidad, Política Social 
e Igualdad; Ministerio de Ciencia e Innovación; Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio; y Oficina Económica del Presidente del Gobierno. 
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a los Emprendedores y su Internacionalización (BOE, 2013b) se ha convertido 
en un órgano clave en el proceso bienal de elaboración del Plan Estratégico 
de Internacionalización de la Economía Española (MINECO, 2014a). A pesar del 
potencial que este grupo posee para plantear y debatir de forma transversal 
dentro de la Administración española cuestiones de coherencia de políticas para 
el desarrollo en relación con la internacionalización de las empresas españolas, 
no hay evidencias de que haya sido empleado aún para dichos fines. Como se 
analizará con más detalle en el capítulo cuarto, en el citado Plan Estratégico 
hay una ausencia absoluta de la perspectiva de coherencia de políticas para el 
desarrollo.

Del mismo modo, todos los instrumentos del sistema español de apoyo fi-
nanciero a la internacionalización cuentan con órganos colegiados intermi-
nisteriales, adscritos al MINECO, que sirven de órgano de control, seguimiento 
y participación de la Administración General del Estado en la gestión de los 
mismos102. Las condiciones de participación en estos órganos difiere de instru-
mento en instrumento y es distinta también para cada ministerio: 

 �El en caso del consejo de administración de COFIDES, por ejemplo, el 
MAEC es el único ministerio que participa –a través de la AECID– con voz 
pero sin voto.

 �En el caso de CESCE, en cumplimiento de la nueva normativa (BOE, 2014b) 
se ha constituido la Comisión de Riesgos por Cuenta del Estado, que está 
presidida por el secretario de Estado de Comercio (MINECO) y cuenta con 
la participación de 14 ministerios representativos de los diferentes sectores 
de actividad económica española y con la colaboración, en calidad de in-
vitados, de representantes del sector privado, pero no de la sociedad civil.

 �El Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM) cuenta con el 
Comité FIEM, que está presidido por el secretario de Estado de Comercio 
y en el que también participa el MAEC –a través de la AECID y la Dirección 
General de Relaciones Económicas Internacionales–, pero en este caso 
como miembro de pleno derecho. Este Comité tiene la función de examinar 
las propuestas de financiación antes de elevarlas al Consejo de Ministros 
para su aprobación. Entre las cuestiones que el Comité FIEM debe examinar 
se encuentran algunas de gran potencial desde el punto de vista de la cohe-
rencia de políticas para el desarrollo, como son el impacto de los créditos 
FIEM sobre la deuda del Estado receptor; el previsible impacto del proyecto 
financiado sobre el desarrollo de dicho país; o la relevancia del proyecto 
desde el punto de vista de las relaciones bilaterales de España (BOE, 2010a).

 
Como ya se ha señalado, las normativas reguladoras de estos instrumentos de 
apoyo financiero también prevén que para determinadas operaciones consi-
deradas de especial relevancia –en atención a su importe, naturaleza, riesgo o 

102 �En el caso de CESCE se trata de su Comisión de Riesgos por Cuenta del Estado, en 
el FIEM del Comité FIEM y en COFIDES su Consejo de Administración.

B
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impacto potencial en la deuda externa o en el desarrollo del país de destino– 
participe la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos antes 
de la aprobación de las operaciones por el Consejo de Ministros. A pesar de la 
relación existente entre estas cuestiones y el desarrollo de los países de destino, 
el MAEC sólo participa en esta Comisión cuando los asuntos tratados tengan 
repercusiones económicas o presupuestarias sobre sus áreas de competencia 
(BOE, 2011b). La Ley no contempla la participación del MAEC en caso de que 
las operaciones tengan repercusiones de naturaleza social o medioambiental.

Por último, el Congreso de los Diputados también tiene atribuidas en este ám-
bito temático funciones para la rendición de cuentas y control del Ejecutivo, es-
pecialmente vinculadas con la actividad de la Secretaría de Estado de Comercio, 
cuyo titular debe comparecer anualmente ante el Congreso y el Senado para 
hacer balance de la ejecución de los instrumentos de apoyo financiero y de 
su adecuación a los objetivos de la estrategia de internacionalización de la 
empresa española103.

El principal actor de la Administración española en materia de fiscalidad interna-
cional es el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (MHyAAPP). Dentro 
de este ministerio, la Agencia Tributaria tiene atribuidas las funciones de inspección 
fiscal y de gestión y recaudación de los impuestos estipulados por la ley españo-
la y europea (excepto en País Vasco y Navarra, que tienen sus propias agencias 
tributarias). En marzo de 2013 se creó, dentro de la Agencia Tributaria, la Oficina 
Nacional de Fiscalidad Internacional, que está llamada a ser la unidad de referen-
cia en relación con el fisco de las empresas españolas internacionalizadas. Esta 
nueva oficina tiene competencia para la dirección, gestión, planificación, impulso 
y coordinación operativa en materia de fiscalidad internacional. Además, puede 
elaborar propuestas normativas y establecer los criterios de actuación de España 
en foros internacionales y en materia de asistencia mutua internacional contra la 
evasión fiscal (Gobierno de España, 2013a). Actualmente, su ámbito prioritario de 
actuación son las operaciones vinculadas a los precios de transferencia fijados 
entre entidades pertenecientes a un mismo grupo transnacional de empresas.

El Gobierno tiene atribuida la potestad de negociar y firmar acuerdos bilaterales 
e internacionales en materia fiscal y, en el caso específico de los convenios de 
doble imposición, la ley otorga expresamente la competencia para negociar al 
MHyAAPP (Dirección General de Tributos, Secretaría de Estado de Hacienda).

El MAEC también tiene competencias en materia de fiscalidad internacional. Por 
un lado, participa, a través de la Dirección General de Relaciones Económicas 
Internacionales, en las negociaciones de los convenios de doble imposición 
gracias a su competencia genérica para negociar en los acuerdos internacio-
nales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales. Por otro, 

103 �Esta obligación está recogida, por ejemplo, en el artículo 7.2 de la Ley sobre cober-
tura por cuenta del Estado de los riesgos de la internacionalización de la economía 
española (BOE, 2014b) y en el artículo 29.2 del Real Decreto por el que se aprueba 
el Reglamento del Fondo para la Internacionalización de la Empresa (BOE, 2010e). 
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en el Plan Director de la Cooperación Española 2013-2016 (MAEC, 2013a) el 
Gobierno se compromete a priorizar el ámbito de la evasión fiscal dentro de su 
trabajo sobre la coherencia de políticas para el desarrollo. La Secretaría General 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo (SGCID) del MAEC debería ha-
ber presentado durante el primer semestre de 2014 una hoja de ruta específica 
sobre esta materia, de la que aún no se tienen noticias. Dada la importancia 
que la evasión y la elusión fiscal de las ETN tiene para los presupuestos públi-
cos de los países en desarrollo y, por ende, para su capacidad de hacer frente 
a los retos del desarrollo, es llamativa la falta de avances concretos de España 
en esta materia.

Por último, también en materia fiscal le corresponde al Pleno del Congreso de 
los Diputados ratificar los acuerdos bilaterales e internacionales. Al igual que se 
señaló en el caso de los APPRI, la ratificación parlamentaria de estos acuerdos 
en España es, a efectos prácticos, un mero acto formal.

En España son varios los ministerios que tienen responsabilidades vinculadas 
con la aplicación de la política anticorrupción en relación con la internacio-
nalización de las empresas: el Ministerio de Justicia, el de Industria, Turismo 
y Comercio; el de Interior; el MINECO, el MAEC y el MHyAAPP, así como la 
Agencia Tributaria estatal y las Agencias Tributarias de País Vasco y Navarra. De 
todos ellos, son el Ministerio de Justicia y el MINECO los que concentran el 
protagonismo en esta materia.

La Secretaría de Estado de Comercio del MINECO –a través de su Subdirección 
General de Comercio Internacional de Servicios e Inversiones– juega un papel 
destacado en esta materia. Por un lado, ejerce la portavocía de España ante 
el Grupo de Trabajo de la OCDE para el Convenio anticohecho de la OCDE 
(OCDE, 1997) y asume las competencias en cuanto a su divulgación. Por otro, los 
instrumentos del sistema español de apoyo financiero a la internacionalización 
–adscritos a este ministerio– son considerados un actor clave para que España 
pueda llevar a cabo la función de sensibilización, prevención y control de las 
conductas corruptas por parte de las empresas españolas internacionalizadas. 
Así, en la tramitación de los contratos de FIEM, CESCE o COFIDES con las em-
presas se exige que estas se hayan adherido a los requisitos anti-corrupción de 
la OCDE y se incluye una cláusula de rescisión en caso de soborno. Algunas de 
estas instituciones disponen ya de procedimientos formales para reportar casos 
de corrupción, realizan cuestionarios sobre implementación de mecanismos in-
ternos de control en las empresas y, en caso de tener sospechas sobre alguna 
empresa, consultan listas negras internacionales o información disponible en 
prensa internacional antes de formalizar los contratos. A pesar de las medidas 
instauradas, la opinión de los propios responsables de los instrumentos es que 
los medios y procedimientos disponibles no son suficientes y que con ellos es 
complicado que se detecten casos de corrupción o soborno, aunque existan.

Por parte del Ministerio de Justicia, es la Fiscalía Especial contra la Corrupción y 
la Criminalidad Organizada (ACPO) –bajo la dirección de la Fiscalía General del 
Estado– el actor clave para la prevención y represión de los delitos económicos 
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relacionados con la corrupción (BOE, 1995b). La ACPO cuenta con unidades de 
apoyo en organismos tan diversos como la Agencia Tributaria, la Intervención 
General de la Administración del Estado, la Policía Nacional o la Guardia Civil. 
Esta Fiscalía Especial ha sido reconocida por la OCDE como el órgano judicial 
español de referencia para que España pueda cumplir sus compromisos interna-
cionales asumidos en esta materia en el contexto de las relaciones comerciales 
internacionales. Como será analizado con más detalle en el cuarto capítulo, la 
eficacia de la ACPO ha sido considerada deficiente (OCDE, 2012b).

En relación con la protección de los derechos humanos frente a la actividad de 
las empresas transnacionales españolas, destaca la relevancia de los Ministerios 
de Asuntos Exteriores y Cooperación (MAEC), de Economía y Competitividad 
(MINECO),de Empleo y Seguridad Social (MEySS) y de Justicia. 

La Oficina de Derechos Humanos (ODH) del MAEC ha desempeñado durante 
los últimos años un papel de especial relevancia en esta materia, en su labor de 
coordinación dentro de la Administración de la elaboración del borrador final 
del Plan de Empresa y Derechos Humanos del Gobierno (Gobierno de España, 
2014). Sin embargo, el potencial de esta oficina es limitado, en la medida en 
que sus recomendaciones e informes no son vinculantes ni tiene capacidad de 
obligar a otros ministerios o agencias gubernamentales. 

El borrador del plan no contiene un reparto de quiénes serán los departamentos 
responsables de implementar la batería de compromisos recogidos en el mismo 
y que han sido detallados en el apartado 3.1.E. Sin embargo, según la naturaleza 
de los diversos compromisos sería posible prever los ministerios responsables.

Sería previsible que el MINECO –por alojar al Punto Nacional de Contacto 
español para las Líneas Directrices de la OCDE y por su responsabilidad sobre 
los actores e instrumentos del sistema español de apoyo financiero a la in-
ternacionalización– asumiera la responsabilidad en los compromisos del plan 
relacionados con la formación y asesoramiento a las empresas, con la revisión 
de los sistemas de apoyo a la internacionalización y con la posible implantación 
de un sistema de incentivos y certificación para las empresas. Previsiblemente, 
MAEC y MINECO compartirían responsabilidades en la campaña de información 
y capacitación prevista, dirigida a todos los organismos públicos españoles 
relevantes y que, según el plan, alcanzaría desde las misiones diplomáticas y 
las oficinas consulares, hasta la AECID y las Oficinas Técnicas de Cooperación, 
pasando por cualquier otra institución española que apoye la creación, compe-
titividad e internacionalización de las empresas españolas. Dado el énfasis del 
plan en el enfoque de sensibilización empresarial, sería previsible que surgieran 
sinergias entre la implementación de este y la de la Estrategia Española de RSE 
(Ministerio de Empleo y Seguridad Social, 2014) a cargo de la Dirección General 
de Trabajo Autónomo, Economía Social y RSE del MEySS y en el que también 
está colaborando el Consejo Estatal de RSE. Por último, el borrador del plan en-
comienda al Ministerio de Justicia que garantice la correcta investigación de las 
violaciones graves de los derechos humanos y la eliminación de los obstáculos 
de acceso a los mecanismos de reclamación para los afectados de violaciones.
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Por último, en esta materia también está prevista la participación del Congreso 
de los Diputados. Todos los años, el presidente de la Comisión de Seguimiento 
del Plan de Empresa y Derechos Humanos –creada ad hoc y compuesta por 
representantes de todos los ministerios involucrados– comparecería ante la 
Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso de los Diputados para dar cuenta 
del grado de ejecución del plan (Gobierno de España, 2014:10-11). 

En la apartado 3.1.F de este informe se describió el FONPRODE como un ins-
trumento de la cooperación española que, sin estar diseñado específicamente 
para promover la internacionalización de las empresas españolas, sí presenta 
una serie de indicios significativos que permiten anticipar un riesgo real de 
instrumentalización comercial de esta herramienta de cooperación. Estos indi-
cios –relacionados principalmente con la reciente eliminación de estándares de 
transparencia y evaluación, con el protagonismo de instituciones comerciales 
en su gestión y control, y con el hecho de que el Gobierno español presente 
las aportaciones del FONPRODE a instituciones financieras de desarrollo más 
como una estrategia comercial que como una política de desarrollo– justifican 
incluir al FONPRODE y a sus principales actores en el análisis de la internacio-
nalización de las empresas españolas.

En el Comité Ejecutivo del FONPRODE están representados la mayoría de los 
ministerios españoles (MAEC, MHyAAPP, Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte; MINECO, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente; 
el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y la Presidencia del 
Gobierno). Sin embargo, son únicamente tres los ministerios que concen-
tran el protagonismo en las funciones de dirección y gestión de este instru-
mento –MAEC, MINECO y MHyAAPP– y cuyas funciones se entremezclan 
constantemente.

De acuerdo con lo establecido en la nueva ley del FONPRODE (BOE, 2014b), 
la gestión del instrumento –incluido el estudio, planificación, negociación y 
seguimiento de las ayudas con cargo al mismo– es competencia del MAEC –a 
través de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional y de la Oficina 
del FONPRODE de la AECID– con el apoyo de COFIDES que, como ya se ha 
explicado anteriormente, es una institución perteneciente al MINECO104. Estos 
tres mismos actores realizarán la identificación de las operaciones, para lo que 
podrán contar con el apoyo de las Oficinas Técnicas de Cooperación (OTC) y 
las Oficinas Económicas y Comerciales (OFECOMES) en el exterior105.

Para determinadas operaciones, antes de presentar la propuesta al Comité 
Ejecutivo del Fondo para su aprobación, se exige que se envíe al MINECO y al 
MHyAAPP un informe detallado –elaborado por un experto independiente– para 
que evalúen cuestiones como el impacto del proyecto sobre la deuda del país 

104 �Véase el artículo 4 de la versión reformada de la Ley 36/2010, de 22 de octubre, del 
Fondo para la Promoción del Desarrollo, ley FONPRODE (BOE, 2014b).

105 �Véase el artículo 5.2 de la versión reformada de la Ley 36/2010, de 22 de octubre, del 
Fondo para la Promoción del Desarrollo (BOE, 2014b).
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receptor, las condiciones financieras del mismo o la estrategia de salida del 
proyecto por parte de España. La Ley permite que el experto independiente que 
elabore el informe sea la propia COFIDES. Aunque todas las operaciones deben 
ser elevadas para aprobación al Consejo de Ministros, en determinados casos 
la ley exige además el análisis y aprobación previa por parte de la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos (CDGAE)106. Aunque la ley 
prevé que “para la coordinación con el MINECO y otros departamentos minis-
teriales con competencias en la materia [FONPRODE] dentro de la AGE, se uti-
lizará la Comisión Interministerial de Cooperación Internacional” (BOE, 2014b: 
art.2.6), no hay mayor información pública disponible que permita valorar el 
desempeño de la comisión para estos usos.

Las tradicionales aportaciones españolas a los Organismos Multilaterales 
de Desarrollo financieros (OMUDES financieros) se canalizan a través del 
FONPRODE desde el momento en que este instrumento fue constituido. De esta 
partida de la AOD es responsable el MINECO (BOE, 2012c: 12.613) y, por ello, en 
la identificación de operaciones de esta naturaleza a cargo del FONPRODE tie-
ne que participar la Dirección General de Análisis Macroeconómico y Economía 
Internacional, perteneciente a la SEC de este ministerio. 

Dado el carácter formalmente desvinculado de las operaciones a cargo del 
FONPRODE, el vínculo entre las aportaciones españolas a estos organismos 
financieros y las políticas en favor de la internacionalización de las empresas 
españolas es indirecto: es el hecho de que España realice estas aportaciones 
multilaterales lo que habilita a las empresas españolas a acceder a las facilidades 
de inversión y licitaciones de la UE y de los OMUDES financieros. Como se abor-
dará con más detalle en el cuarto capítulo, es cierto que esta partida de la AOD 
no está ligada a la internacionalización de las empresas españolas, pero sirve para 
comprarle a las empresas españolas el ticket de entrada a un inmenso merca-
do de oportunidades de negocio, a cargo de la AOD de otros países donantes. 
Así lo expresa el Gobierno en su Plan Estratégico de Internacionalización de la 
Economía Española 2014-2015 (MINECO, 2014a) al establecer como objetivo 
“aumentar la participación de empresas españolas en contratos de licitaciones 
internacionales, con especial atención al aprovechamiento por parte de nuestras 
empresas del mercado multilateral” y al reconocer que la AOD de la UE “es una 
de las principales fuentes de financiación disponibles en la actualidad a nivel 

106 �Véase el artículo 2.3 de la versión reformada de la Ley 36/2010, de 22 de octubre, del 
Fondo para la Promoción del Desarrollo (BOE, 2014b). Las operaciones para las que 
se requiere análisis y aprobación de la CDGAE son: préstamos o créditos dirigidos 
a países pobres altamente endeudados (HIPC) (art.2.3 e); adquisiciones temporales 
de acciones o participaciones directas de capital o en instituciones de inversión co-
lectiva u otras entidades de derecho público constituidos en el país de destino de la 
financiación (art. 2.3 f); préstamos o créditos a entidades financieras locales para la 
concesión de microcréditos o para la concesión de servicios financieros a empresas 
pequeñas o medianas o a instituciones micro financieras (art.2.3 g); y adquisiciones 
temporales de acciones o participaciones de capital en entidades de derecho privado  
para inversiones de apoyo al tejido económico o de apoyo a la micro, pequeña y 
mediana empresa (art.2.3 h).
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internacional, por lo que desempeña un papel destacado en la estrategia de 
internacionalización de las empresas españolas”. Todo ello no hace sino sem-
brar más dudas acerca de la verdadera intencionalidad que hay detrás del que 
es actualmente el instrumento mejor dotado de la cooperación al desarrollo 
española.

Tal y como se explicó en el anterior capítulo, este informe analiza la respon-
sabilidad social empresarial (RSE) exclusivamente desde la perspectiva de los 
compromisos asumidos por la Administración española en esta materia relacio-
nados con el ámbito de la internacionalización de las empresas.

Formalmente, es el Ministerio de Empleo y Seguridad Social (MEySS) –y en con-
creto su Dirección General de Trabajo Autónomo, Economía Social y RSE– el 
principal departamento ministerial con competencia sobre la RSE en España. 
El Consejo Estatal de RSE (CERSE) –órgano interministerial de carácter asesor 
y consultivo del Gobierno, adscrito al MEySS– está encargado del impulso y 
fomento de las políticas de RSE y es el foro de referencia para el desarrollo de 
esta materia en España (BOE, 2008b)107. El MEySS y el CERSE han coordinado la 
elaboración de la Estrategia Española de Responsabilidad Social de las Empresas 
(MEySS, 2014) y, una vez aprobada esta, tienen atribuidas competencias exclu-
sivas sobre el impulso de muchas de las actuaciones previstas con relevancia 
para la política española de internacionalización de las empresas108. 

En España otros departamentos ministeriales también tienen competencias 
atribuidas en materia de RSE. Le corresponde al MEySS articular, a través de 
la creación de un grupo de trabajo interministerial, las medidas que aquellos 
deban poner en marcha. Estos otros ministerios a los que la Estrategia Española 
de RSE asigna responsabilidades son: el MAEC –en ocasiones su Oficina de 
Derechos Humanos, específicamente –, el MINECO y el Ministerio de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad. Algunas de las actuaciones previstas en la estra-
tegia requieren del trabajo conjunto de más de un ministerio. Es el caso de la 
promoción de la ética, la transparencia y la lucha contra la corrupción en las 
organizaciones mediante la formación, la elaboración de códigos éticos y la 
adhesión a iniciativas internacionales –Oficina de Derechos Humanos en el 
MAEC; CERSE y Dirección General del Trabajo Autónomo, Economía Social y 
RSE  en el MEySS– o  el impulso para que las ETN españolas difundan en los 
países en los que operan los principios internacionales de RSE, de buena go-
bernanza y de relaciones comerciales abiertas y no discriminatorias –Oficina de 

107 �El CERSE está compuesto por un presidente –el ministro de Empleo y Seguridad Social –, 
14 vocales de las organizaciones empresariales más representativos, 14 vocales de las 
organizaciones sindicales más representativas y 14 vocales de reconocida represen-
tatividad  e interés en el ámbito de la RSE. Puede accederse a más información sobre 
el CERSE en: http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/economia-soc/
resposocempresas/consejo_rse/index.htm (Consultado el 20 de octubre de 2014).   

108 �De las medidas de la Estrategia Española de Responsabilidad Social de las Empresas 
destacadas en el apartado 3.1.G por su relación con la internacionalización de las 
empresas españolas, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social tiene atribuidas com-
petencias exclusivas sobre la 6ª, 7ª,  15ª, 19ª, 29ª, 35ª y 55ª.   

R
S

E

G

E

http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/economia-soc/resposocempresas/consejo_rse/index.htm
http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/economia-soc/resposocempresas/consejo_rse/index.htm
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Derechos Humanos en el MAEC, Punto Nacional de Contacto en el MINECO, 
CERSE y MEySS−.

Mención aparte merece el Punto Nacional de Contacto (PNC) en España para 
las Líneas Directrices de la OCDE para las empresas multinacionales (OCDE, 
2011b) que, como ya se ha expuesto en este informe, en España es un órgano 
unipersonal alojado en la Secretaría de Estado de Comercio (SEC) del MINECO. 
Además de las diversas responsabilidades asignadas al PNC por la Estrategia 
española de RSE, éste es el órgano responsable de la difusión e implementación 
en España de las Líneas Directrices de la OCDE, que es la iniciativa multilateral 
de RSE más relevante en materia de internacionalización de empresas y la única 
en la que los países se comprometen a recoger reclamaciones de personas 
o colectivos afectados por las acciones de sus ETN nacionales y a promover 
la resolución entre las partes. A pesar de que España lleva reportando desde 
2011 a la OCDE su voluntad de reformar, fortalecer y dar más utilidad al PNC 
–y a que en parecidos términos se pronuncia la Estrategia española de RSE–, 
a principios de 2015 aún no se había llevado a cabo esta medida. En el cuarto 
capítulo se analizará con más detalle el PNC español, su papel desempeñado 
hasta la fecha y las consecuencias que ello ha tenido para la implantación del 
enfoque de coherencia de políticas para el desarrollo en la política española 
de internacionalización de las empresas.
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Este cuarto capítulo aborda el análisis de la coherencia de la política española 
de internacionalización de empresas con el desarrollo. Lo hace presentando los 
principales rasgos de la acción pública española en esta materia y clasificán-
dolos dentro de las cuatro dimensiones en las que los expertos han definido el 
concepto de coherencia de políticas: vertical, horizontal, temporal y cosmo-
polita109 (Millán et al., 2012). 

Aunque la división de la coherencia de políticas en sus cuatro dimensiones es 
una interesante construcción analítica, lo verdaderamente relevante de este 
cuarto capítulo es la exposición que en ella se hace de los rasgos que definen 
la política española de internacionalización de empresas, las evidencias que 
se aportan y las conclusiones que todo ello permite alcanzar en cuanto a la 
incorporación de objetivos de desarrollo en el conjunto de la acción pública 
española. 

Para estructurar esta información se ha recurrido al uso de terminología mé-
dica. Así, las 43 evidencias que se presentan hacen las veces de los signos 
clínicos de un paciente110. Por cada conjunto de signos detectados se podrá 
definir un cuadro clínico111. Por último, con el sumatorio de los cuadros clínicos 
realizados será posible aventurar un diagnóstico certero de las patologías que 
presenta la coherencia de políticas para el desarrollo en la política española 
de internacionalización de la empresa112. El análisis de esta política supone, 
además, una prueba de esfuerzo significativa de la salud general de la cohe-

109 �En la investigación se ha analizado, junto con la dimensión cosmopolita de la CPD, 
la dimensión local o doméstica, que hace referencia a la necesidad de examinar las 
consecuencias que las políticas tienen para el bienestar y los derechos de la población 
del país que las implementa. 

110 �En terminología médica, los “signos clínicos” son indicios provenientes del examen 
o exploración del paciente. Son elementos sensoriales y se recogen a partir de la 
observación del paciente, además de con la aplicación de ciertas maniobras. 

111 �En terminología médica, el “cuadro clínico” es un contexto o marco significativo, 
definido por la relación entre los síntomas que presenta un determinado enfermo.

112 �En terminología médica, el “diagnóstico” es un proceso que desarrolla el profesional e 
implica una respuesta cognitiva ante el planteamiento de la situación del paciente. El 
proceso incluye la valoración de todas las posibles causas que podrían dar un cuadro 
clínico similar. Se sigue de escoger la posibilidad más adecuada en función de los 
resultados de la exploración y observación del paciente.
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rencia de políticas para el desarrollo en España debido al peculiar mosaico de 
políticas que la integran, a la diversidad de actores públicos involucrados en su 
diseño y gestión y a que, en esta política, la presencia e influencia de intereses 
corporativos y elementos ideológicos es especialmente intensa.

4.1. �Criterios de desarrollo humano en la política española 
de internacionalización de empresas: análisis de la 
coherencia desde la dimensión vertical

La coherencia vertical remite a la convergencia de una política particular con 
los objetivos y compromisos que presume perseguir (Millán et al., 2012). En el 
contexto de esta investigación, el análisis de la coherencia vertical pretende de-
terminar si las instancias de diseño, implementación y evaluación de la política 
española de internacionalización de empresas incorporan criterios de desarro-
llo humano, medidos por los valores y compromisos –internacionales, euro-
peos o nacionales– adoptados por España en materia de derechos humanos, 
medioambiente, transparencia, equidad de género o justicia fiscal y que han 
sido descritos en los capítulos precedentes. En definitiva, pretende responder 
a la siguiente pregunta: ¿incorpora la política española de internacionalización 
de empresas criterios de desarrollo humano? La tabla 4 resume el conjunto de 
los 11 signos detectados, los tres cuadros clínicos definidos y la propuesta de 
diagnóstico realizada para responder a la anterior pregunta.
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Signo 1: La lucha de España contra la corrupción en las relaciones 
económicas transnacionales

El Convenio anticohecho de la OCDE incluye un mecanismo de control sobre 
su cumplimiento a través de la realización de evaluaciones periódicas a cada 
uno de los Estados parte (OCDE, 1997). A finales del año 2012, la OCDE pu-
blicó el tercer informe de evaluación a España, que evidencia un alto nivel de 
incumplimiento y falta de compromiso con la lucha contra la corrupción en 
las transacciones comerciales internacionales (OCDE, 2012b). Tan contunden-
te es el diagnóstico de la OCDE sobre el incumplimiento de España, que no 
descartan adoptar medidas si no hubiera habido avances significativos antes 
de diciembre de 2014. A pesar de que todos los países de nuestro entorno 
tienen cuestiones pendientes de cumplimiento en relación con el Convenio 
anticohecho, en ningún caso el diagnóstico de la OCDE es tan negativo ni sus 
advertencias tan serias como en el caso de España113. Las principales conclu-
siones de la evaluación de la OCDE son:

 �El nivel de cumplimiento por parte de España de las recomendaciones 
hechas explícitamente por la OCDE en 2006 para asegurar la correcta im-
plementación del convenio es muy pobre: España ha incumplido más del 
60% y sólo ha cumplido satisfactoriamente el 22% de las mismas (el otro 
18% ha sido cumplido parcialmente) (OCDE, 2014b: 73-77).

 �El informe destaca el hecho de que, quince años después de la entrada 
en vigor del convenio, ningún individuo ni empresa española hayan sido 
juzgados o sancionados por corromper a funcionarios extranjeros; y que 
únicamente se hayan realizado siete investigaciones, pero que todas ellas 
hayan sido cerradas por falta de evidencias o por prescripción del delito. 
Un posterior informe de la OCDE desvela que España comparte tan dudo-
so honor con otros 18 países de la OCDE, mientras que en el resto de la 
OCDE ya ha habido más de 300 condenas por esta clase de delitos. España 
cuenta con el agravante de ser el quinto país de la OCDE con peor percep-
ción internacional en la propensión de sus empresarios a pagar sobornos 
(OCDE, 2014: 75). 

 �El informe llama la atención de que la reforma del Código Penal español 
acometida en 2010 solucionara las deficiencias existentes, pero creara un 
delito separado para los funcionarios de la UE y de los Estados miem-
bros que contiene los mismos problemas que contenía el anterior texto114. 

113 �Véase la evaluación de la OCDE a todos los Estados parte de la Convención antico-
hecho en: http://www.oecd.org/daf/anti-bribery/countryreportsontheimplementa-
tionoftheoecdanti-briberyconvention.htm. (Última consulta: 27 de febrero de 2015). 
Para realizar la comparación de España con otros Estados parte, el autor ha analizado 
la evaluación de la OCDE a Francia, Alemania, Italia, Reino Unido, Estados Unidos, 
Portugal y Grecia.

114 �La OCDE critica que la definición del delito sea más restringida en el caso de soborno 
de funcionarios a Estados miembros de la UE, que las penas y sanciones previstas 

http://www.oecd.org/daf/anti-bribery/countryreportsontheimplementationoftheoecdanti-briberyconvention.htm
http://www.oecd.org/daf/anti-bribery/countryreportsontheimplementationoftheoecdanti-briberyconvention.htm
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También critica que el actual Código Penal, al ampliar la responsabilidad 
penal por este tipo de delitos a las personas jurídicas, haya excluido al 
Estado, a las administraciones públicas, a las agencias públicas, a las enti-
dades públicas empresariales, a los partidos políticos y a los sindicatos. El 
Gobierno español comunicó a la OCDE su voluntad de reformar el Código 
Penal para incorporar estas cuestiones antes de finales de 2014115. Sin em-
bargo, de todas las anteriores cuestiones, el nuevo texto del Código Penal 
que ha entrado en vigor en enero 2015 ha modificado tan solo un aspecto 
concreto –la ampliación de la responsabilidad penal a partidos políticos y 
sindicatos–, dejando incumplidos el resto de compromisos.

 �Critica el informe que en España no se hayan implementado medidas con-
fiscatorias en delitos de soborno a pesar de que las herramientas lleven en 
vigor más de 10 años y que los ordenamientos tributarios de País Vasco y 
Navarra no prohíban explícitamente que los sobornos empresariales sean 
gastos fiscalmente deducibles. 

 �Por último, destaca que la descoordinación existente entre la Fiscalía 
Especial contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada (ACPO) y la 
Fiscalía General del Estado, y la falta de comunicación de la ACPO con los 
tribunales y las autoridades policiales, impiden a esta cumplir adecuada-
mente el cometido para el que fue creada así como con el papel central 
que está llamada a desempeñar. Este diagnóstico contrasta con el realizado 
por la CE en su primer Informe Anticorrupción (Comisión Europea, 2014a), 
donde señala que la ACPO tiene un “sólido historial de investigaciones y 
actuaciones procesales, incluyendo casos de alto nivel con denuncias de 
mecanismos complejos de financiación ilegal de los partidos”; lo cual lleva 
a pensar que el problema no sea la institución en general, sino su desem-
peño en el concreto ámbito de los sobornos en las relaciones económicas 
transnacionales. 

Signo 2: España en la lucha contra los flujos financieros ilícitos desde 
países en desarrollo a países desarrollados

En 2014 la OCDE publicó por primera vez un informe sobre el grado de cum-
plimiento de cada uno de sus Estados miembro de los compromisos adquiridos 
para la lucha contra los flujos ilícitos de dinero que se escapan de países en 
desarrollo hacia países desarrollados. Estos flujos ilícitos suponen un eslabón 
clave en las prácticas corruptas que se dan en el seno de las relaciones co-

sean menores y que el plazo de prescripción sea más breve (5 años frente a 10) que 
en el caso de soborno a funcionarios de cualquier otro país. Véanse los artículos 427 
y 445 del Código Penal español (BOE, 2010c).

115 �Para más información sobre este proceso de control de la OCDE sobre este cuestión 
concreta véase: http://www.oecd.org/corruption/oecd-working-group-on-bribery-on-
spain-efforts-to-amend-its-penal-code-and-to-enforce-its-foreign-bribery-offence.htm. 
(Consultado el 10 de octubre de 2014).

http://www.oecd.org/corruption/oecd-working-group-on-bribery-on-spain-efforts-to-amend-its-penal-code-and-to-enforce-its-foreign-bribery-offence.htm
http://www.oecd.org/corruption/oecd-working-group-on-bribery-on-spain-efforts-to-amend-its-penal-code-and-to-enforce-its-foreign-bribery-offence.htm
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merciales internacionales. El informe analiza el desempeño de los países frente 
a los estándares internacionales en materias como el blanqueo de dinero, los 
sobornos –cuyas conclusiones han sido incorporadas al apartado anterior–,  la 
recuperación de fondos robados, el intercambio automático de información 
para luchar contra la evasión fiscal, la transparencia en el reconocimiento de 
la titularidad de las ETN y la cooperación al desarrollo para fortalecer las capa-
cidades técnicas de los países en desarrollo (OCDE, 2014b). Aunque en estas 
cuestiones el desempeño de España es mejor que en la lucha contra la corrup-
ción, aún quedan importantes aspectos pendientes para poder asegurar una 
efectiva ejecución de los compromisos adquiridos y su grado de cumplimiento 
sigue siendo menor que el de los países de su entorno:

 �En materia de blanqueo internacional de capitales España ha sido catego-
rizada como “cumplidor parcial”116. De las llamadas 40 Recomendaciones 
GAFI, España cumple 25 “bien” (en 2010 eran 10); 12 “suficientemente bien” 
(en 2010, 14); 3 “parcialmente” (en 2010, eran 11); y no incumple ninguna 
(en 2010, eran 3) (GAFI, 2012 y 2014). La última vez que el GAFI comparó 
el desempeño de los 34 países de la OCDE, España estaba situada en el 
13º puesto por el número de cumplimientos y en el 9º mejor puesto por 
el lado de los incumplimientos (OCDE, 2014b:49)117. Con la aprobación en 
2010 de la Ley 10/2010 de Prevención de Blanqueo de Capitales y de la 
Financiación del Terrorismo (BOE, 2010b) y la reforma ese mismo año del 
Código Penal (BOE, 2010c), en opinión del GAFI la legislación española ya 
está a la altura de los estándares internacionales y de la normativa europea 
aplicable en la materia (GAFI, 2010).

 �En relación con los estándares internacionales de intercambio de información 
fiscal –una cuestión clave para aumentar la capacidad de los Estados para 
luchar contra el fraude y la evasión fiscal internacional– España consta como 
“cumplidora” (OCDE, 2013e). España tiene 46 acuerdos bilaterales de inter-
cambio de información en vigor con países en desarrollo, ocupando el puesto 
13º de los países de la OCDE por número de acuerdos (OCDE, 2014b: 62). 

 �El cumplimiento por parte de España de los estándares internacionales 
sobre recuperación de fondos robados es parcial. De los ocho criterios 
analizados, España cumple satisfactoriamente tres, parcialmente dos e in-
cumple los tres restantes, lo cual es un desempeño peor que el de todos 
los países de nuestro entorno, excepto Alemania (OCDE, 2014b: 93)118. 

116 �Para más información sobre la evaluación de España por parte del Grupo de Acción 
Financiera Internacional (GAFI), véase: http://www.fatf-gafi.org/countries/s-t/spain/
documents/mer-spain-2014.html (Consultado el 24 de diciembre de 2014).

117 �Los datos empleados por la OCDE para el análisis de cada país provienen del último 
informe de seguimiento que le haya realizado el GAFI. En el caso de España, los datos 
son de la evaluación de 2006 y del informe de seguimiento de 2010. 

118 �Para realizar la comparación de España con otros Estados, el autor ha analizado la 
evaluación de la OCDE a Francia, Alemania, Italia, Reino Unido, Estados Unidos y 
Portugal (OCDE, 2014b:93).

http://www.fatf-gafi.org/countries/s-t/spain/documents/mer-spain-2014.html
http://www.fatf-gafi.org/countries/s-t/spain/documents/mer-spain-2014.html
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Además, los criterios cumplidos tienen que ver más con aspectos formales 
(haber ratificado convenios o tener legislación específica aprobada) y los 
incumplidos con la efectiva ejecución de las recuperaciones de fondos. Por 
indicación del G20, España ha elaborado una guía detallando cómo deben 
proceder terceros países para poner en marcha actuaciones internaciona-
les de recuperación de capitales procedentes de la corrupción en nuestro 
país (Gobierno de España, 2013d). Según esta guía, España cuenta con las 
instituciones y procedimientos adecuados –en el Ministerio del Interior y en 
el de Economía y Competitividad–  y con la normativa necesaria –artículo 
127 del Código Penal−.

 �Por último, España apoya o ha apoyado recientemente –institucional o 
financieramente– a las seis iniciativas internacionales pro-transparencia 
que la OCDE considera más relevantes: el Diálogo de Oslo del Foro sobre 
Fiscalidad y Criminalidad de la OCDE; la Iniciativa para la Transparencia 
de las Industrias Extractivas (EITI); el Foro Global sobre Transparencia e 
Intercambio de Información; la Alianza para el Gobierno Abierto; el Proceso 
Kimberly y la Iniciativa Internacional para la Transparencia de la Ayuda (IATI) 
(OCDE, 2014b: 106).

Signo 3: Elaboración de un plan nacional para la implementación de 
los Principios Rectores de Naciones Unidas para las empresas y los 
derechos humanos

En junio de 2011, el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas apro-
bó por unanimidad los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos (Naciones Unidas, 2011). Poco después, la UE en su Comunicación 
“Estrategia renovada de la UE para 2011-2014 sobre la responsabilidad social 
de las empresas” (Comisión Europea, 2011d) y en su Plan de Acción de la UE 
para los derechos humanos y la democracia (Consejo Europeo, 2012) invitaron 
a los Estados miembros a elaborar planes nacionales de cumplimiento de los 
Principios Rectores antes de finales del año 2012. Dos años después, Reino 
Unido, Países Bajos, Italia, Finlandia y Dinamarca ya tienen su plan en vigor. 
Mientras, en España el borrador final del plan está elaborado desde agosto 
2014, a la espera de su aprobación por el Consejo de Ministros. Dado el retraso 
en su aprobación y lo polémico que ha sido su proceso de elaboración –con 
muchas organizaciones de la sociedad civil desvinculándose del proceso y otras 
muchas renegando del texto final– no es descartable que, en el supuesto de un 
cambio de Gobierno tras las próximas elecciones generales, el nuevo Ejecutivo 
no quiera implementar el borrador del plan actual y abra un proceso de revisión 
del mismo. Con independencia de la oportunidad que ello ofrecería para la –tan 
necesaria – mejora del plan, también implicaría retrasar aún más la puesta en 
marcha en España de los compromisos adquiridos con los Principios Rectores.

Entre diciembre de 2012 –fecha en la que España tendría que haber tenido 
aprobado su plan de empresa y derechos humanos– y febrero de 2015, el 
Gobierno ha elaborado y aprobado en cambio otros planes y estrategias na-
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cionales –Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía Española, 
Estrategia Española de Responsabilidad Social de las Empresas o la recien-
temente aprobada Estrategia de Acción Exterior (MAEC, 2015b)– relevantes 
para la internacionalización de las empresas. La dificultad no parece estar, por 
tanto, en la capacidad y voluntad del Gobierno español para elaborar docu-
mentos y estrategias de orientación política, sino en las específicas materias 
que es necesario abordar en el citado plan. Es necesario recordar que en los 
tres primeros años de la IX legislatura en España, el Gobierno tampoco ha 
cumplido su obligación de elaborar y aprobar el II Plan Nacional de Derechos 
Humanos.

Cuadro 1.  
Deficiente cumplimiento de los compromisos adquiridos

Los signos 1, 2 y 3 permiten definir el primero de los cuadros clínicos: 
España presenta un deficiente cumplimiento de los compromisos po-
líticos que ha adquirido y que le obligan a incorporar el enfoque de 
desarrollo en su política de internacionalización de la empresa. 

Como ha podido observarse a través de los tres primeros signos, España 
ha adquirido numerosos compromisos en los últimos años que le obligan 
a incorporar, en todos los ámbitos políticos analizados en esta investiga-
ción, un enfoque de responsabilidad con el impacto sobre el desarrollo 
de terceros países. Aunque España ha ido haciendo avances y mejoras 
en casi todas estas materias, en general, su nivel de cumplimiento es 
deficiente. Este bajo rendimiento tiene, además, un triple agravante. Por 
un lado, porque estos compromisos internacionales son ya de por sí 
acuerdos de mínimos –que se alcanzan tras largos procesos de negocia-
ciones multilaterales en los que los Estados se resisten a asumir nuevas 
obligaciones−. Por otro, porque ha quedado mostrado que el desempeño 
de la mayoría de los países de nuestro entorno es siempre mejor, lo que 
demuestra que no son compromisos inasumibles ni inalcanzables. Por 
último, porque este bajo nivel de cumplimiento de España no se da en 
otros compromisos e iniciativas orientados a favorecer los intereses de 
las ETN españolas y su internacionalización.

Signo 4: Escasez de requisitos de impacto positivo en desarrollo en 
los instrumentos del sistema español de apoyo financiero a la inter-
nacionalización  

La incorporación de requisitos de impacto positivo –social, medioambiental, 
de desarrollo y sobre los derechos humanos– se da con distinta intensidad y 
a través de distintas herramientas en los diferentes instrumentos del sistema 
español de apoyo financiero a la internacionalización.
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COFIDES es la única institución de este sistema que tiene –como institución 
financiera de desarrollo española– el mandato legal de fomentar una IED espa-
ñola generadora de desarrollo y está adherida a la Declaración de Principios de 
Financiación Responsable de la EDFI (EDFI, 2009). A pesar de todas sus debilida-
des –que a continuación se detallan–, este hecho marca una sensible diferencia 
con el resto de herramientas e instituciones del sistema. En primer lugar, reco-
noce –al menos discursivamente– el potencial impacto (tanto positivo como 
negativo) de la internacionalización de las empresas españolas en el desarrollo 
del país de destino. En segundo lugar, cuenta con unos procedimientos que le 
permiten categorizar los proyectos propuestos en función de su impacto social 
y medioambiental; detectar los aspectos potencialmente más problemáticos 
de cada uno de ellos; y evaluar periódicamente su impacto sobre el desarrollo 
de los países receptores de la inversión119. Sin embargo, los procedimientos 
y metodologías de COFIDES son incapaces de garantizar el impacto positivo 
en desarrollo de los proyectos que financia. No sólo porque la incorporación 
de criterios sociales y de derechos humanos en las evaluaciones de impacto 
está aún muy poco desarrollada, sino también porque, para realizar las evalua-
ciones de riesgos e impactos de los proyectos, COFIDES cuenta únicamente 
con la información suministrada por la empresa evaluada, así como porque las 
evaluaciones son siempre ex-ante –sólo recientemente se han incorporado 
evaluaciones ex-post y únicamente para los casos de mayor riesgo previsto−. 
En la práctica, a las empresas les es suficiente con demostrar que los proyectos 
no tendrán impacto negativo sobre el desarrollo, pero no se les exige una con-
tribución efectiva y positiva al mismo. Además, la estrategia de COFIDES ante 
los proyectos de mayor riesgo de impacto o que no cumplen con los objetivos 
previstos es excesivamente conciliadora, no habiendo empleado aún en ningún 
caso las cláusulas que les permitirían cancelar la financiación. 

En el resto de instituciones e instrumentos analizados se considera que incor-
porar el impacto en desarrollo humano de sus proyectos queda fuera de sus 
funciones, ya que “de eso encarga el FONPRODE”120. A lo que se aspira, en 
el mejor de los casos, es a evitar financiar proyectos con impactos sociales y 
medioambientales negativos o a exigir que las empresas pongan los medios 
para prevenirlos o repararlos. Y esto se hace a través de dos tipos de acciones. 
La primera consiste en excluir la financiación de algunos de los instrumentos 
para operaciones de material de defensa y de determinadas operaciones re-
lativas a los sectores de la salud, la educación o la nutrición, por el potencial 
impacto que dichos proyectos puedan generar en los países de destino121. Sería 
interesante conocer la disponibilidad del Gobierno español a ampliar este nivel 
de precaución a la inversión en otros sectores, como el agua, la agricultura o 

119 �La metodología empleada se denomina Rating de impacto de las operaciones (RIO) y 
está basada en los estándares del European Development Finance Institutions (EDFI).

120 �Esta declaración fue recogida en dos entrevistas distintas realizadas a los funcionarios 
públicos responsables de algunos de estos instrumentos analizados. Véase el anexo 
3 para una relación de todas las entrevistas realizadas.

121 �Véanse, por ejemplo, el artículo 4.4 de la Ley 11/2010, de Reforma del sistema de 
apoyo financiero a la internacionalización de la empresa española, que regula el FIEM. 
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las adquisiciones de tierra, donde están sobradamente demostrados los riesgos 
de la IED sobre los derechos humanos en los países de destino122. La segunda 
estrategia consiste en incorporar procedimientos para la gestión de los riesgos 
sociales y medioambientales. Por ejemplo, CESCE y FIEM utilizan una misma 
herramienta −Ecocheck– que filtra de forma automática la información sumi-
nistrada por las empresas, clasifica los proyectos según su potencial impacto y 
señala si alguno de ellos requiere aportar un estudio de impacto. En CESCE tras 
este filtro automático se ha incorporado un paso más en el caso de los sectores 
considerados potencialmente sensibles en términos sociales o de derechos 
humanos. En estos casos, los analistas buscan información complementaria 
para re-evaluar los riesgos del proyecto y decidir si se exige a la empresa que 
presente un plan de diligencia debida123. De nuevo, en estos casos se cuenta 
exclusivamente con la información que la empresa decida suministrar y los 
exámenes se realizan exclusivamente ex-ante.

El borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos (Gobierno de 
España, 2014) incluye varios compromisos relacionados con la incorporación, 
en los instrumentos de apoyo a la internacionalización, de requisitos de impac-
to positivo y para exigir la diligencia debida en gestión de los posibles impactos 
negativos. Los más destacados son: 

 �la elaboración –dentro del primer año de vigencia del plan– de un plan de 
acción para garantizar la coherencia entre la política de apoyo a la interna-
cionalización y los Principios Rectores, que deberá desarrollar cómo las ad-
ministraciones pueden modular, condicionar o revisar sus apoyos al estricto 
respeto de los derechos humanos, para lo que se prevén evaluaciones de 
impacto de los proyectos respaldados (medidas 12 y 20); y 

 �la posibilidad de implementar antes de finales de 2015 un sistema de in-
centivos –económicos, comerciales, de visibilidad e imagen, etc.– para las 
empresas que cumplan una serie de indicadores de buenas prácticas en 
materia de respeto de los derechos humanos; y de expedir un certificado a 
las empresas que se sometan voluntariamente a una evaluación externa e 
independiente del impacto de sus actividades sobre los derechos humanos 
(medidas 27 a 29).   

122 �En 2013, la Corporación Financiera Internacional (CFI) del Banco Mundial emitió un 
comunicado oficial sobre el potencial impacto en desarrollo de las inversiones que 
conllevan adquisiciones de tierra. Véase: http://www.bancomundial.org/es/news/
press-release/2013/04/08/world-bank-group-access-to-land-is-critical-for-the-poor 
(Consultado el 25 de julio de 2014).

123 �La diligencia debida constituye un proceso continuo de gestión que una empresa 
prudente y razonable debe llevar a cabo, a la luz de sus circunstancias (como el sector 
en el que opera, el contexto en que realiza su actividad, su tamaño y otros factores) 
para hacer frente a sus responsabilidades (en este caso relacionadas con el impacto 
social y medioambiental) de sus inversiones en el extranjero.

http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2013/04/08/world-bank-group-access-to-land-is-critical-for-the-poor
http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2013/04/08/world-bank-group-access-to-land-is-critical-for-the-poor
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Signo 5: Ausencia de criterios estratégicos de sostenibilidad en la pla-
nificación e implementación de los instrumentos del sistema español 
de apoyo financiero a la internacionalización  

La mayoría de los programas públicos españoles de apoyo a empresas en la 
práctica funcionan a demanda de éstas y apenas existen criterios estratégicos 
para priorizar un tipo de IED o a unos sectores frente a otros. Cuando sí existe 
esta planificación, suele estar guiada exclusivamente por criterios cuantitativos y 
cortoplacistas y carece de cualquier componente estratégico o de largo plazo. Así 
ocurre con el Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía Española, 
que prioriza los sectores de los medicamentos, química, maquinaria agrícola e 
industrial, maquinaria eléctrica, metálicas básicas, productos agroalimentarios 
y textil-confección-moda por su crecimiento registrado en las exportaciones 
mundiales y en la cuota de mercado español (MINECO, 2014a), sin hacer nin-
guna alusión a la importancia de priorizar sectores de futuro (economía baja en 
carbono, renovables, alto contenido tecnológico, etc.) ni mencionar el carácter 
estratégico de promover valores de sostenibilidad y responsabilidad a través de 
la internacionalización de las empresas españolas, ni el riesgo de no hacerlo.

Instrumentos como el FIEM –a pesar de insistir en que no “prejuzga” los sectores 
elegibles– sí señala unos sectores prioritarios en base a unos criterios estratégicos, 
como el de ser “generadores de gran valor añadido no dependiente del factor 
precio” (MINECO, 2013b). A pesar de ello, en 2012 el 50% de los recursos del FIEM 
se dedicaron a operaciones del sector petroquímico en Oriente Medio (MINECO, 
2013a) y el 43% de sus proyectos en cartera pertenecen hoy en día al sector pe-
troquímico y de energías no renovables. Sin embargo, en el siguiente año se ha 
registrado un posible cambio de tendencia, con un 50% de los fondos destinados 
en 2013 al sector del ferrocarril y con las energías renovables representando ya 
un 16% de toda la cartera del FIEM actualmente invertida (MINECO, 2014b: 30-32).  
 
Del mismo modo, a pesar de la importancia que se da a las pymes en el discur-
so político español –como motor de la economía real y del empleo–, el reflejo 
cuantitativo de este carácter estratégico reconocido aún es muy tímido en los 
instrumentos de apoyo a la internacionalización. Así, aunque el Plan Estratégico 
de COFIDES, 2012-2015 (COFIDES, 2012) se haya marcado como uno de sus 
objetivos prioritarios el facilitar el acceso a financiación a las pymes españolas, 
se hayan introducido reformas para ajustarse mejor a sus necesidades y la car-
tera total de proyectos promovidos por pymes se haya incrementado un 95% 
con respecto a 2011, estas aún representan sólo el 7,6% de la cartera total de 
los fondos que gestiona (COFIDES, 2014a).

Signo 6: Vacío de contenidos de género en los instrumentos e inicia-
tivas de internacionalización de la empresa

La escasez en la incorporación de requisitos de impacto positivo –social, 
medioambiental, de desarrollo y sobre los derechos humanos– que se presenta 



98

en este capítulo respecto a los instrumentos e iniciativas de internacionalización 
de la empresa se da de forma agravada en relación con el contenido de géne-
ro. Según un reciente informe, el Estado español no cuenta con mecanismos, 
personal, formación, acciones ni presupuesto para asegurar que las empresas 
no contribuyan a reproducir la desigualdad estructural de género. Los instru-
mentos para la internacionalización de la empresa no toman en consideración 
la interrelación entre lo productivo y lo reproductivo, la interdependencia de 
las personas y la fuerte división sexual del trabajo. En este sentido, no se pro-
mueve un equilibrio entre las diferentes formas de trabajo ni se pone en valor la 
economía de subsistencia, la economía familiar y la economía de los cuidados 
(Espinosa y Gallardo, 2014).

Signo 7: Permisividad con la elusión fiscal de empresas que reciben 
apoyo público para sus estrategias de internacionalización

El marco normativo internacional vigente permite a las ETN aprovecharse de 
huecos en la legislación para, dentro de la legalidad, implementar estrategias 
fiscales con las que reducen artificialmente la tributación relativa a sus bene-
ficios. Lo verdaderamente relevante de esta situación es que estas empresas 
acaban por no tributar ni en sus países de origen ni en los países donde operan, 
con lo que no contribuyen al erario público ni al sostenimiento de las políti-
cas públicas, manteniendo esas cantidades como ganancias exclusivamente 
privadas. La CE lleva tiempo llamando la atención sobre la necesidad de poner 
freno a las prácticas fiscales agresivas de las ETN europeas y ha solicitado a los 
Estados miembros que revisen sus convenios para evitar la doble imposición y 
pongan fin a las “dobles no-tributaciones” y “dobles deducciones fiscales” de las 
ETN (CE, 2012b). Más adelante se explica con detalle que España aún no ha co-
menzado a cumplir dicha recomendación. Para 2015, todos los Estados miem-
bros habrán debido incluir en sus legislaciones una norma general antifraude 
que invalide los mecanismos empresariales de fiscalidad agresiva (Consejo de 
la UE, 2014). 

Con independencia de que las prácticas de elusión fiscal de las ETN hayan sido 
y aún hoy sigan siendo legales, nada impediría al Gobierno español exigir un 
plus de ejemplaridad fiscal a las empresas que quieran acceder a cualquier ayu-
da pública para su internacionalización. La CE ha anunciado recientemente que 
va a exigir a todas las empresas que vayan a recibir ayudas públicas europeas 
un estricto respeto a las normas fiscales –además de sociales y medioambien-
tales– (Comisión Europea, 2014b: 13). Esto es mucho más de lo que se puede 
decir del Gobierno español, que nunca se ha pronunciado en estos términos 
ni ha previsto esta exigencia en ninguno de sus instrumentos del sistema es-
pañol de apoyo financiero a la internacionalización. Es necesario recordar que 
se estima que la evasión fiscal en España alcanza los 90.000 millones de euros 
anuales (GESTHA, 2013), de los que gran parte corresponde a grandes empresas 
y patrimonios. 
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Cuadro 2.  
La internacionalización de las empresas  

entendida como un fin en sí mismo

Los signos cuarto a séptimo permiten definir el segundo de los cuadros 
clínicos de este informe: el Gobierno de España entiende el objetivo 
de promover la internacionalización de las empresas como un fin en 
sí mismo y no como un medio al servicio del interés general o el bien 
común. 

Teniendo en cuenta el importante respaldo –legal, institucional y financie-
ro– que la internacionalización de la empresa recibe por parte de institu-
ciones y organismos públicos españoles, cabría esperar que dicha política 
poseyera carácter instrumental y que su objetivo final fuese contribuir al 
interés general, es decir, a generar retornos sociales y económicos posi-
tivos para el conjunto de la sociedad española –la creación de empleo, 
el aumento de la recaudación impositiva, la generación de un “efecto 
arrastre” en otros sectores productivos, etc.– y para la sociedad a escala 
global −respeto a los derechos humanos, creación de empleo digno, 
promoción de la innovación y la especialización en sectores sostenibles, 
difusión de buenas prácticas empresariales, generación de recursos pro-
pios en los países de destino de las inversiones, equidad de género, etc.–. 

Sin embargo, del análisis realizado en esta investigación se observa que 
el grado de exigencia con la generación de retornos públicos positivos 
por parte de los proyectos empresariales que reciben apoyo público es 
muy bajo. Algunos de los instrumentos analizados –COFIDES o FIEM– 
sí han incorporado a su discurso o a sus documentos de planificación 
el objetivo de que su actividad al menos no genere un retorno públi-
co negativo. FIEM argumenta que el impulso de proyectos de grandes 
empresas generará también contratos y compras a pequeñas empresas 
españolas y  que no debe conllevar la deslocalización de producción de 
España a terceros países. COFIDES, por su parte, cuenta con un sistema 
para evitar participar en proyectos que puedan ocasionar un impacto ne-
gativo en el desarrollo del país receptor. Sin embargo, como se ha visto, 
los procedimientos y requisitos para garantizar que este retorno público 
efectivamente se produzca son claramente insuficientes. 

No hay evidencias que permitan sostener, por tanto, que el objetivo úl-
timo de esta política sea contribuir al interés general de la ciudadanía 
española y mucho menos a un desarrollo internacional sostenible y equi-
tativo. Más bien, pareciera que el objetivo es, en sí mismo, defender los 
intereses particulares de las empresas españolas, mediante la promoción 
y apoyo de su expansión internacional en los términos más ventajosos 
posibles, como si ello fuera a generar automáticamente externalidades 
positivas para el interés general.
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Signo 8: El Grupo de Trabajo Interministerial de Apoyo a la Interna-
cionalización de la Empresa Española (GTII)

Como ya se ha explicado previamente en este informe, el Grupo de Trabajo 
Interministerial de Apoyo a la Internacionalización de la Empresa Española (GTII) 
está compuesto por representantes de 13 ministerios distintos, además de la 
Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y de 
la Oficina Económica del Presidente del Gobierno, y lo preside el secretario de 
Estado de Comercio, del MINECO. A pesar del potencial que este grupo posee 
para plantear y debatir de forma transversal dentro de la Administración espa-
ñola cuestiones de CPD en relación con la internacionalización de las empresas 
españolas, no hay evidencias de que haya sido empleado aún para dichos fines. 
A falta de más información disponible acerca de la agenda de trabajo del GTII, 
baste señalar que en el Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
Española (MINECO, 2014a) –en cuya elaboración este grupo juega un papel 
central– no hay ninguna mención al enfoque de CPD o algún planteamiento 
que permita afirmar que el MAEC o la AECID han sido capaces de incorporar la 
perspectiva de desarrollo en la planificación española de internacionalización de 
las empresas. Es más, como se verá en un ejemplo posterior, la única mención 
en dicha estrategia a la política de cooperación es para mencionar el potencial 
que la AOD europea tiene para la financiación de la internacionalización de las 
empresas españolas (medidas 18 y 19 de la estrategia).

Signo 9: Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos 
(CDGAE)

Esta Comisión está constituida de forma permanente por el presidente del 
Gobierno y ocho ministerios (BOE, 2011b). Como se ha descrito previamente 
en este informe, la CDGAE participa en diversos procedimientos administrativos 
de gran relevancia para el desarrollo. Por ejemplo, determinadas operaciones de 
apoyo financiero a la internacionalización de empresas españolas consideradas 
de especial relevancia –en atención a su importe, naturaleza, país de destino, 
riesgo, impacto potencial en la deuda externa de terceros países, etc.– requie-
ren de su pronunciamiento antes de la aprobación por el Consejo de Ministros 
(BOE, 2014b: art.8). Además, cualquier operación relacionada con países HIPC 
–países pobres altamente endeudados– requiere de la autorización previa del 
CDGAE, que valorará, entre otras cosas, el previsible impacto sobre el desarro-
llo del país receptor y la relevancia del proyecto desde el punto de vista de las 
relaciones bilaterales. Para determinadas operaciones con cargo al FONPRODE, 
la normativa también exige el análisis y aprobación previo del CDGAE antes 
de ser remitidas al Consejo de Ministros124. Dadas todas estas atribuciones del 
CDGAE, es llamativo que la ley sólo prevea la participación del MAEC cuando 
los asuntos tratados tengan repercusiones –exclusivamente– económicas o 
presupuestarias sobre sus áreas de competencia (BOE, 2011b). No se contempla 

124 �Ver artículo 2.3 e), f), g) y h) de la versión reformada de la Ley 36/2010, de 22 de 
octubre, del Fondo para la Promoción del Desarrollo (BOE, 2014b).
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la participación del MAEC en otros supuestos, por ejemplo cuando las reper-
cusiones sociales o sobre los derechos humanos que la deuda generada por 
España pueda tener en el país receptor, desaconsejen su aprobación. 

Signo 10: Órganos colegiados interministeriales en los instrumentos 
del sistema de apoyo financiero a la internacionalización: el caso de 
COFIDES

Como ya se ha expuesto previamente, todos los instrumentos del sistema 
español de apoyo financiero a la internacionalización cuentan con órganos 
colegiados interministeriales, adscritos al MINECO, que sirven de órgano de 
control, seguimiento y participación de la Administración General del Estado 
en la gestión de los mismos125. Especialmente significativo, para la cuestión de 
la representatividad del enfoque de desarrollo en estas instituciones, es el caso 
de COFIDES. A pesar de ser la institución financiera española de desarrollo y 
del protagonismo recientemente adquirido en la gestión del FONPRODE (BOE, 
2014b), el MAEC –a través de la AECID– es el único ministerio que participa en 
su consejo de administración con voz pero sin voto.

Signo 11: Comisión Consultiva de Negociaciones Comerciales Inter-
nacionales

La Comisión Consultiva de Negociaciones Comerciales Internacionales es el 
principal mecanismo oficial a través del cual el Gobierno, a través de su Secretaría 
de Estado de Comercio (SEC) del MINECO, informa y presenta ante los actores 
privados interesados las principales novedades en materia de negociaciones co-
merciales internacionales, y explica el posicionamiento de España en éstas (BOE, 
2008a). Es convocada por la SEC con frecuencia semestral (BOE, 2012c). El Plan 
Director de la Cooperación Española 2013-2016 (MAEC, 2013a: 96) señala que 
en el seno de esta Comisión se han dado progresos en la preparación de posi-
cionamientos conjuntos entre MINECO y el MAEC relativas a la incorporación de 
la perspectiva de coherencia de políticas para el desarrollo en las negociaciones 
comerciales en las que España participa. El Gobierno trasladó esta misma infor-
mación al Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE en el examen de 
pares que realizó a España en 2011 (OCDE, 2011d: 39), señalando que este trabajo 
conjunto muestra que el compromiso de España con la coherencia de políticas 
para el desarrollo es especialmente sólida en materia comercial. Sin embargo, 
según el análisis de todas las actas de las sesiones de esta comisión publicadas 
por la SEC hasta la fecha, aún no ha habido ningún posicionamiento de esta 
naturaleza. Además, como se expondrá más adelante en el estudio de caso de 
los APPRI de España con países en desarrollo, ha habido también una llamativa 
ausencia de información y rendición de cuentas sobre las negociaciones comer-
ciales en curso en las que estaban involucrados países en desarrollo.

125 �En el caso de CESCE se trata de su Comisión de Riesgos por Cuenta del Estado, en 
el FIEM del Comité FIEM y en COFIDES su consejo de administración.
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Cuadro 3. 
Infrarrepresentación del enfoque de desarrollo en los organismos 

públicos de coordinación para la internacionalización de empresas

Los signos ocho a once permiten caracterizar al tercero y último de los 
cuadros clínicos definidos para el análisis de coherencia vertical de la 
política española de internacionalización de la empresa: el enfoque de 
desarrollo está infrarrepresentado en los organismos públicos de coor-
dinación para la internacionalización de las empresas. 

Como se ha visto, la Administración española actual cuenta con diver-
sos organismos e instancias para coordinar su política de internaciona-
lización de las empresas, en los que la perspectiva de desarrollo está 
infrarrepresentada, ya sea porque la participación del MAEC y la AECID 
es formalmente testimonial o porque –a la vista de las políticas resultan-
tes– aunque participen en pie de igualdad con el resto de ministerios y 
agencias, no consiguen que dicha perspectiva sea incorporada a com-
promisos o disposiciones concretas. Por su parte, la AGE española cuenta 
también con organismos específicos para la coordinación interministerial 
y multiactor de la política de cooperación al desarrollo, similares a los 
recién descritos. Sin embargo, como se verá más adelante, su mal fun-
cionamiento y su escaso peso político hacen que sean poco relevantes 
en la práctica.  

Diagnóstico sobre la coherencia de políticas para el desarrollo de la política 
española de internacionalización de la empresa desde la dimensión vertical

Al tratar de responder a la pregunta planteada para esta primera dimensión 
de la CPD española –¿incorpora la política española de internacionalización 
de empresas criterios de desarrollo humano?–, se han hallado once signos de 
la política española de internacionalización de la empresa que han permitido 
definir los tres primeros cuadros clínicos del informe: España no es una buena 
cumplidora de los compromisos adquiridos relacionados con el impacto en el 
desarrollo de su política de internacionalización; ha confundido el carácter ins-
trumental de esta política con un fin en sí mismo; y apenas ha incorporado los 
objetivos de desarrollo en la arquitectura institucional al servicio del fomento 
de la internacionalización de las empresas españolas.

Todo ello nos permite avanzar el primero de los diagnósticos: el Gobierno 
español tiene una concepción muy clara del objetivo final de su política de 
internacionalización de las empresas –defender los intereses de las empresas 
españolas a través de la promoción de su presencia y expansión internacio-
nal– y es coherente con este objetivo en la implementación de la política. La 
acepción tan limitada que el Gobierno tiene de este objetivo hace que la im-
posición de exigencias a las empresas ayudadas para que contribuyan al interés 
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general o a un desarrollo internacional justo, sostenible y equitativo, no sean 
cuestiones que estén presentes en la acción pública española en esta materia. 
En las escasas ocasiones en las que sí se ha incorporado la perspectiva de desa-
rrollo a la política de internacionalización empresarial, a través de instituciones 
o compromisos concretos, estos han sido incumplidos o reducidos a meras 
formalidades vacías de contenido. Todo ello presenta un panorama en el que 
el Gobierno español parece estar más caracterizado por su permisividad con 
la corrupción y la elusión fiscal de las ETN que con la vigilancia del impacto de 
las inversiones españolas en el desarrollo y los derechos humanos.

En las siguientes secciones se volverá sobre estas mismas cuestiones. Se 
analizarán las posibles causas de que sea la defensa de los intereses corpo-
rativos la que prevalezca en la agenda de la acción pública española y se ex-
pondrán los elementos que impiden que España alcance resultados estables 
y significativos en materia de coherencia de políticas para el desarrollo. Se 
procurará plantear, por último, alguna orientación a modo de tratamiento para 
las patologías que la política española de internacionalización de empresas 
presenta en relación con la CPD.

4.2. �Relación, convergencia y prevalencia entre las distintas 
agendas políticas que guían la acción global del 
Gobierno: análisis de la coherencia desde la dimensión 
horizontal

El análisis de la coherencia horizontal alude a la mayor o menor convergencia 
entre las diferentes agendas y políticas públicas que guían la acción global del 
Gobierno. En base a las evidencias aportadas por la investigación de la política 
española de internacionalización de empresas, el análisis de la coherencia ho-
rizontal pretende determinar cuáles son las distintas agendas e intereses que 
guían la acción pública española, cómo se relacionan y cuál prevalece. La tabla 
5 resume el conjunto de los 17 signos detectados, los cinco cuadros clínicos 
definidos y la propuesta de diagnóstico realizada en torno a dichas preguntas.
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Signo 12: Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
Española 2014-2015 vs. Plan Director de la Cooperación Española

El plan director se compromete a priorizar, en el ámbito de la CPD, el desafío 
económico –que incluye el comercio internacional y la inversión extranjera 
directa– y a incidir en los procesos de internacionalización de las empresas 
españolas en los países socios, para generar los incentivos y apoyos necesarios 
para que actúen de forma responsable y contribuyan a la defensa y protección 
de los derechos humanos de las comunidades (MAEC, 2013a: 76). El Gobierno, 
en este mismo documento, se compromete a atraer IED responsable a los 
países socios y cita como sectores estratégicos la agroindustria, las energías 
renovables y las TIC (MAEC, 2013a: 39 y 97). Llama la atención que el Plan 
Estratégico de Internacionalización de la Economía Española (MINECO, 2014), 
elaborado por el mismo Gobierno y aprobado sólo unos meses después, no 
incorpore ni aluda a ninguno de los anteriores compromisos: 

 �Los criterios de selección de los sectores estratégicos para la internacio-
nalización de la economía española no hacen alusión a ninguna cuestión 
que no sea puramente comercial y sólo uno de los sectores coincide con 
los señalados por el plan director.

 �Se menciona en la introducción la intención de orientar la estrategia en 
coherencia con las normas y acuerdos internacionales y mejores prácticas 
en materia de anticorrupción, medio ambiente y responsabilidad social, pero 
no se desarrolla nada más ni se mencionan los compromisos asumidos por 
España en materia medioambiental, social, fiscal o de derechos humanos 
que afectan a la dimensión internacional de las empresas españolas.

 �No hay ninguna alusión a la generación de incentivos para una IED respon-
sable y respetuosa con los derechos humanos, a pesar de que sí se aborda 
la reforma del sistema de instrumentos de apoyo a la internacionalización 
para servir de forma más eficaz a las necesidades de las empresas.

 �Establece nueve subgrupos de trabajo dentro del Grupo de Trabajo 
Interministerial para la Internacionalización de la Empresa Española (GTII) y 
ninguno de ellos es sobre CPD, ni sobre ninguna materia relacionada con 
el desarrollo o los derechos humanos.

Signo 13: Ley de la Acción y del Servicio Exterior del Estado vs. Plan 
de Empresa y Derechos Humanos 

Como ya se ha mencionado previamente en este informe, la recientemente 
aprobada Ley de la Acción y del Servicio Exterior del Estado (BOE, 2014a) su-
pone un paso atrás en la consolidación del principio de coherencia de políticas 
para el desarrollo en el ordenamiento jurídico español. Por un lado, la ley men-
ciona la necesidad de garantizar la coherencia interna de la política exterior, 
lo cual, aunque deseable, lamentablemente no garantiza la coherencia “para 
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el desarrollo” de dicha política. Por otro, la ley cita entre los objetivos de la 
política exterior española tanto la promoción de los intereses económicos de 
España en el exterior, como la lucha contra la pobreza y el cambio climático. 
Obvia, sin embargo, las potenciales tensiones e incompatibilidades entre ambas 
agendas y no detalla si existe jerarquía política entre ambos objetivos, ni articula 
cómo proceder en caso de conflicto, ni incluye disposición alguna que recoja 
la obligación de coherencia de políticas para el desarrollo de la ley de 1998.

Además, esta ley no responde a las alusiones que otros planes y estrategias 
coetáneas hacen al servicio exterior español ni responde a las expectativas del 
papel que sus actores deben desempeñar. Así, en el borrador final del Plan de 
Empresa y Derechos Humanos, el Gobierno se compromete a analizar la in-
corporación de los Principios Rectores y del enfoque de CPD en el marco de 
las directrices de la Acción y Servicio Exterior del Estado (medida 2 del plan). 
A pesar de que la Ley de Acción Exterior fue tramitada durante el proceso de 
redacción del borrador del plan, el Gobierno no tuvo a bien realizar alguna 
mención, no ya al mismo, sino tampoco a los Principios Rectores –aprobados 
en 2011– ni a los objetivos de CPD que aquellos persiguen. 

Signo 14: Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
Española 2014-2015 vs. Plan de Empresa y Derechos Humanos

El Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía Española 2014-2015 
(MINECO, 2014a) ni siquiera hace mención al Plan de Empresa y Derechos 
Humanos (cosa que sí ocurre con la Estrategia Española de Responsabilidad 
Social de las Empresas), a pesar de las muchas áreas de confluencia entre am-
bos planes. Por ejemplo, ambos planes ponen mucho énfasis en la formación 
a profesionales del ámbito de la internacionalización y a organismos públicos 
relevantes en la internacionalización empresarial –agencias e instituciones es-
pecializadas, misiones diplomáticas, oficinas consulares, oficinas económicas y 
comerciales, etc.– pero lo plantean desde perspectivas absolutamente distintas. 
El Plan Estratégico de la Internacionalización de la Economía Española tampoco 
recoge ninguno de los planteamientos del borrador final del Plan de Empresa y 
Derechos Humanos relacionados con la creación de un sistema de incentivos 
a las empresas con buenas prácticas de respeto a los derechos humanos; con 
la necesidad de que las empresas sepan detectar, prevenir y mitigar los riesgos 
que sus actividades entrañen para los derechos humanos; ni con la posibilidad 
de que el Gobierno revise o condicione sus apoyos a las empresas al estricto 
respeto de los derechos humanos. En el anexo del plan estratégico que el 
Gobierno dedica exclusivamente a definir la participación del MAEC en la es-
trategia de internacionalización de las empresas, no hay ni una sola mención a 
algún objetivo político relacionado con los objetivos de desarrollo, cooperación 
ni derechos humanos.
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Cuadro 4.  
Desconexión e incoherencia entre distintas estrategias  

y planes gubernamentales intrínsecamente relacionados

Los primeros tres signos (12 a 14) del análisis de la CPD desde la dimen-
sión horizontal permiten esbozar el cuarto de los cuadros clínicos del 
informe: existe una gran desconexión e incoherencia entre los planes 
y estrategias sectoriales que el Gobierno español ha elaborado recien-
temente en materias relacionadas y relevantes para la internacionali-
zación de las empresas.

Estas desconexiones e incoherencias hacen patente una gran incon-
sistencia en la planificación pública y un cierto descontrol en la acción 
global de gobierno en esta materia. Esto provoca, en primer lugar, una 
ineficiente gestión política, dada la pérdida de oportunidades para realizar 
una planificación estratégica de las materias relacionadas con la inter-
nacionalización de las empresas, maximizando las sinergias existentes 
entre ellas y resolviendo sus conflictos e incoherencias. No existe diálo-
go entre los distintos procesos que cada una de estas estrategias pone 
en marcha –la promoción de la IED según el plan director del MAEC y 
según la estrategia de internacionalización del MINECO–; un diálogo 
que, cuando se da, es desinformado y estéril, dadas las distintas agendas 
y mandatos a los que cada uno de ellos responde. En segundo lugar, 
fomenta el incumplimiento de objetivos, que requerirían de la acción 
conjunta de distintos actores que los desconocen o que no se sienten 
obligados a cumplir. Promueve, en tercer lugar, una acepción errónea de 
la CPD, ya que no se reconoce explícitamente que puedan existir conflic-
tos y tensiones entre distintos objetivos y que avanzar hacia una mayor 
coherencia conlleva ineludiblemente la asunción de costes. Por último, 
provoca que en ausencia de un verdadero diagnóstico de conjunto –en 
el que sea posible valorar, por ejemplo, los costes y beneficios sociales 
de distintos planteamientos–, sea la agenda dura convencional –la co-
mercial y empresarial– la que prevalezca sobre la agenda de desarrollo.

Signo 15: Instrumentalización de la AOD y de la política de cooperación

La comunidad internacional de donantes se encuentra en un momento crucial, 
con el de diseño de la agenda global para el desarrollo post-2015 y con varios 
grandes retos pendientes, entre ellos el de la financiación del desarrollo y el 
encaje del sector privado en la respuesta a los retos globales del desarrollo y 
como actor del sector de la cooperación. La cooperación española afronta 
este proceso en horas bajas, que van más allá de los drásticos recortes en el 
presupuesto de cooperación. Los pasos atrás dados recientemente en materia 
de transparencia y neutralidad en la gestión de la cooperación financiera y el 
enfoque instrumental con el que se alude a la política de cooperación desde 
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instancias comerciales españolas han ahondado las dudas acerca de los ob-
jetivos políticos últimos a los que responde la actual política de cooperación 
española:

 �La nueva normativa del FONPRODE otorga un gran protagonismo a 
COFIDES que, a pesar de ser la institución financiera de desarrollo, tiene 
un perfil marcadamente empresarial. COFIDES podrá operar como experto 
independiente a efectos de las evaluaciones y dictámenes previstos en la 
ley, a pesar de ser una institución dependiente del MINECO. Se prevé la par-
ticipación de las OFECOMES (MINECO) en la identificación de operaciones, 
junto con la AECID, las OTC, etc.

 �En la nueva normativa del FONPRODE desaparece la mención a que “la 
existencia de este instrumento no supone la participación de la cooperación 
española en la política de apoyo a la internacionalización de las empresas 
españolas” y se permite que determinadas evaluaciones de operaciones no 
se publiquen si así lo autoriza el comité ejecutivo del fondo.

 �Las aportaciones españolas a los organismos multilaterales de desarrollo 
(OMUDES) financieros habilitan a las empresas españolas a acceder a las 
facilidades de inversión y licitaciones de estos organismos y de la UE. Como 
ya se ha mencionado anteriormente, esta modalidad de “ayuda informal-
mente ligada” (Plataforma 2015 y más, 2012) sirve para comprarle a las 
empresas españolas el ticket de entrada a un inmenso mercado de oportu-
nidades globales de negocio, a cargo de la AOD española y de otros países 
donantes. Aunque este tipo de ayuda ha existido siempre, en los últimos 
años el Gobierno español ha perdido el pudor de reconocer, en diver-
sos documentos de planificación, la motivación eminentemente comercial 
de estas aportaciones de AOD. Así lo expresa en su Plan Estratégico de 
Internacionalización de la Economía Española 2014-2015 (MINECO, 2014), 
al establecer como objetivo “aumentar la participación de empresas espa-
ñolas en contratos de licitaciones internacionales, con especial atención al 
aprovechamiento por parte de nuestras empresas del mercado multilateral” 
y al reconocer que la AOD de la UE “es una de las principales fuentes de 
financiación disponibles en la actualidad a nivel internacional, por lo que 
desempeña un papel destacado en la estrategia de internacionalización de 
las empresas españolas”. En similares términos se expresa el IV Plan Director 
de la Cooperación Española 2013-2016, al reconocer la oportunidad de que 
“las inversiones del FONPRODE generen oportunidades o sinergias para las 
empresas españolas con presencia en los países socios”. 

Signo 16: Respaldo unánime del servicio exterior del Estado a las ETN 
en caso de controversia

La Ley de la Acción y del Servicio Exterior del Estado (BOE, 2014: art.2) es-
tablece entre sus objetivos tanto la promoción de los intereses económicos 
de España en el exterior −que comprende las actuaciones encaminadas a la 
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internacionalización de la empresa y la economía españolas–, como la pro-
moción de los derechos fundamentales, la lucha contra la pobreza, la lucha 
contra el cambio climático y la preocupación por la seguridad alimentaria. Sin 
embargo, la experiencia demuestra que, en caso de posible conflicto entre 
ambas agendas, es la comercial la que prevalece y a su servicio se movilizan 
las instituciones públicas necesarias. Así ha ocurrido con los conflictos entre 
empresas españolas y Gobiernos de países latinoamericanos en los últimos 
años (Bolivia, Argentina, Panamá o Venezuela),  en los que el Gobierno puso en 
marcha toda la maquinaria política a su disposición para defender los intereses 
de las empresas. El criterio que determina cuándo actúa el Estado parece estar 
basado exclusivamente en la nacionalidad de la empresa, sin que se entre a 
valorar otras cuestiones como los distintos intereses en juego, el desempeño 
de la empresa, su contribución al interés general y español ni el verdadero gra-
do de “españolidad” de la empresa –medido en la proporción de nacionalidad 
de su accionariado, en el lugar donde tributa la empresa globalmente y por el 
proyecto en litigio, etc.–.

Signo 17: El Congreso de los Diputados no ejerce de garante de últi-
mo recurso de la coherencia de políticas para el desarrollo

El Congreso de los Diputados, además de sus funciones de control y de orien-
tación política al Gobierno –que serán analizadas en un ejemplo más adelante–, 
tiene atribuida la competencia de ratificar los acuerdos internacionales. En la 
práctica, las mayorías parlamentarias han hecho que en España este requeri-
miento sea una mera formalidad y los acuerdos comerciales internacionales son 
ratificados sin un control exhaustivo por parte de los grupos parlamentarios de 
que las disposiciones del tratado que deben ratificar son compatibles con las 
leyes y principios del ordenamiento jurídico español, como pudiera ser la co-
herencia de políticas para el desarrollo. Esto no es así en todos los Parlamentos 
de nuestro entorno. En el Parlamento Europeo, por ejemplo, en los últimos 
años se ha paralizado la aprobación de varios acuerdos comerciales por existir 
dudas en el seno de los grupos parlamentarios europeos acerca de las conse-
cuencias del acuerdo –tanto para Europa como para terceros países– y de su 
compatibilidad con los principios de los tratados constitutivos. Este fue el caso, 
por ejemplo, del veto del Parlamento Europeo a la renovación del Acuerdo de 
Pesca entre la UE y Marruecos en 2011126. 

El potencial papel de la ratificación parlamentaria como garantía de la cohe-
rencia de la política comercial española con el desarrollo no es una cuestión 
menor ni exenta de actualidad. España tiene 12 acuerdos de protección y pro-
moción recíproca de inversiones (APPRI) firmados pero que aún no están en 
vigor, a la espera de su ratificación parlamentaria. Ocho de ellos se han firmado 

126 �Para más información véase Cembrero, I. y Moliné, V. (2011) “La Eurocámara veta 
el acuerdo de pesca con Marruecos por el Sáhara”. http://internacional.elpais.com/
internacional/2011/12/14/actualidad/1323896976_988778.html (Consultado el 20 de 
mayo de 2013).

http://internacional.elpais.com/internacional/2011/12/14/actualidad/1323896976_988778.html
http://internacional.elpais.com/internacional/2011/12/14/actualidad/1323896976_988778.html
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con países de África Subsahariana (Angola, R.D Congo, Etiopía, Gambia, Ghana, 
Mauritania, Mozambique y Senegal), tres con países de la Península Arábiga 
(Arabia Saudita, Bahrein y Yemen) y el último con Haití. Como se explicará en el 
ejemplo siguiente, existen evidencias de que los APPRI españoles incumplen los 
compromisos de coherencia de políticas adquiridos por España y no deberían 
ser por tanto ratificados por el Congreso de los Diputados (Pérez, 2014). Lo 
mismo ocurre con los 11 convenios de doble imposición que en enero de 2015 
estaban pendientes de ratificación por el Congreso127 y respecto a los cuales 
–como se analiza más adelante– existe una Recomendación de la CE para que 
España ponga fin a las prácticas de planificación fiscal agresiva de las ETN (CE, 
2012b). Lamentablemente, tanto en un caso como en el otro, lo más probable 
es que el Congreso de los Diputados decida dar luz verde a estos instrumentos 
por su papel en la internacionalización de empresas, por encima de cualquier 
otra consideración. 

Signo 18: Mantenimiento de unos instrumentos comerciales a sabien-
das de su manifiesta incompatibilidad con la coherencia de políticas 
para el desarrollo

Como ya se ha explicado previamente, los APPRI son tratados bilaterales de 
naturaleza recíproca, que constituyen el principal instrumento de política co-
mercial del que España dispone para promover y proteger las inversiones de 
las empresas españolas en el extranjero (véase Anexo 1 para una completa 
descripción de las principales características de los APPRI). La existencia de 
un sistema internacional que proteja a los inversores frente a tratos discri-
minatorios o confiscatorios por parte del Estado receptor debe considerarse 
inicialmente comopositiva. El problema de los APPRI proviene de la forma 
en la estos acuerdos definen e interpretan las “agresiones al inversor”, de la 
forma en la que la protección es llevada a cabo y de la ausencia de obliga-
ciones similares exigidas al inversor (Pérez, 2014). La UNCTAD ha defendido 
enérgicamente durante los últimos años que los acuerdos APPRI pueden 
suponer obstáculos para las políticas nacionales de desarrollo de los países 
receptores de la inversión, al priorizar de forma desproporcionada una fuerte 
protección jurídica al inversor frente a la defensa del espacio político nece-
sario para que el Estado pueda promover otros posibles intereses en con-
flicto (UNCTAD, 2012). La UNCTAD ha elaborado una propuesta de modelo 
alternativo de acuerdos de inversión128 que permite conjugar la promoción 
y protección de las inversiones internacionales con la defensa del espacio 

127 �Los 11 convenios de doble imposición firmados por España que, en enero de 2015, es-
taban pendientes de ratificación parlamentaria para su entrada en vigor son: Andorra, 
Austria, Azerbaiyán, Bahrein, Cabo Verde, Catar, India, México, Montenegro, Omán 
y Uzbekistán. Más información en: http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20
y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx (Consultado de 6 de febrero de 2015).

128 �Para más información, véase UNCTAD (2013c): Investment Policy Framework for 
Sustainable Development [online] Disponible en: http://investmentpolicyhub.unctad.
org/ipfsd (Consultado el 10 de junio de 2014).

http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
http://investmentpolicyhub.unctad.org/ipfsd
http://investmentpolicyhub.unctad.org/ipfsd


111

político necesario para defender el interés general y promover el desarrollo 
sostenible. Tomando la propuesta de la UNCTAD como marco de referen-
cia, se ha evaluado recientemente en qué grado y de qué modo los APPRI 
en los que España es parte han incorporado consideraciones de desarrollo 
sostenible (Pérez, 2014). La conclusión es que la inclusión del contenido 
necesario para garantizar que la inversión privada española es promotora de 
desarrollo y respetuosa con los derechos humanos ha sido extremadamente 
débil. Además, los APPRI españoles no han incorporado ninguna de las me-
joras que desde la comunidad internacional y los países de nuestro entorno 
se han propuesto en esta materia en los últimos años. Las disposiciones de 
los APPRI españoles actuales son mucho menos transparentes y equitativas 
que las del modelo propuesto para el acuerdo TTIP entre la UE y Estados 
Unidos que tanta alarma social ha provocado en la sociedad civil de varios 
países europeos, incluida España.

En el borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos (MAEC, 2013c), 
a lo máximo a lo que el Gobierno se ha comprometido en esta materia es a 
incorporar en los acuerdos españoles “referencias al respeto de los derechos 
humanos”; lo cual, en opinión de los expertos, es equivalente a no decir nada 
(Pérez, 2014). Curiosamente, el Gobierno se compromete –en los acuerdos 
comerciales de la UE, donde su responsabilidad está mucho más diluida– a 
“impulsar que los APPRI no limiten la capacidad de los Estados de cumplir 
su deber de protección de los derechos humanos” (medida 24 del plan). El 
Gobierno británico, en cambio, se compromete en su respectivo plan a “ase-
gurar” –no sólo impulsar – que los APPRI de Reino Unido y de la UE “incor-
poran la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos” 
y “permiten a los Estados imponer a las ETN las mismas normativas sociales 
y medioambientales que rigen para las empresas nacionales” (Gobierno de 
Reino Unido, 2013). 

Signo 19: Permisividad ante la evasión, la elusión y la corrupción: 
modos indirectos de apoyo a la internacionalización de las empresas

Una empresa con impunidad para sobornar y con libertad para eludir im-
puestos en sus procesos de internacionalización tiene ventajas, competitivas 
e impositivas, respecto a otras empresas competidoras que no gocen de 
dicha impunidad. Por ello, el débil desempeño de España en la lucha contra 
la corrupción de los empresarios españoles en sus procesos de internacio-
nalización, la permisividad del marco legislativo actual con las prácticas de 
elusión fiscal de las ETN y la ausencia de medidas efectivas para luchar contra 
la evasión fiscal, deben considerarse como una forma de apoyo público −en 
este caso, por dejadez u omisión– a la internacionalización de las empresas 
españolas.
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Cuadro 5. 
La internacionalización de la empresa como prioridad  

política del conjunto de la Administración General del Estado

Los signos 15 a 19 confirman el quinto cuadro clínico del informe: la in-
ternacionalización de las empresas es en España una prioridad política 
para el conjunto de la AGE. 

Aunque son el MINECO –y en menor medida el MAEC– los departa-
mentos que concentran las mayores responsabilidades en esta materia, 
el objetivo de facilitar y promover la presencia exterior de las empresas 
españolas no es en España un objetivo político sectorial a cargo de los 
departamentos económicos, sino que se trata de un objetivo político de 
Estado, al servicio del cual está toda la Administración. Como muestra 
representativa, el Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
Española 2014-2015 (MINECO, 2014) incluye diez anexos con una des-
cripción pormenorizada de la participación esperada de diez ministerios 
distintos a los objetivos de la estrategia, mientras que el borrador final 
del Plan de Empresa y Derechos Humanos (Gobierno de España, 2014) 
no concreta qué departamentos ministeriales estarán encargados de eje-
cutar cada uno de los compromisos asumidos, dejándolo para una fase 
posterior del proceso de implementación.

Con el fin de cumplir los objetivos de esta política se adaptan, en lo 
necesario, el resto de las políticas relacionadas –incluidas las de desarro-
llo, asuntos exteriores, fiscalidad o derechos humanos– y se rebajan los 
estándares mínimos exigibles de compatibilidad con el resto de leyes y 
principios del ordenamiento jurídico español.

Signo 20: Preferencia por la voluntariedad y la sensibilización frente a 
la obligatoriedad y el control en el borrador final del Plan de Empresa 
y Derechos Humanos

Tanto la CE (CE, 2010a) como el Representante Especial del Secretario 
General de Naciones Unidas para Derechos Humanos y Empresa, John Ruggie 
(NNUU, 2007), han coincidido en reconocer que hasta la fecha muy pocos 
países han considerado explícitamente criterios de derechos humanos en 
sus políticas de apoyo financiero a la internacionalización o en los tratados 
bilaterales de comercio e inversión, y que los Estados miembros de la UE han 
infrautilizado el potencial de los instrumentos económicos y financieros en la 
promoción de la gestión responsable de las cadenas globales de valor de las 
ETN, optándose en la mayoría de los casos por instrumentos de información 
y sensibilización exclusivamente. El debate sobre la exigibilidad y el carácter 
vinculante del marco internacional de las empresas y los derechos humanos 
ha estado presente en la propia gestación de los Principios Rectores sobre 
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las empresas y los Derechos Humanos (Naciones Unidas, 2011), como ya se 
ha expuesto en este informe.

El desequilibrio entre sensibilización e incentivo, por un lado, y obligación y 
control, por otro, es un rasgo generalizado entre las instituciones públicas espa-
ñolas relacionadas con la internacionalización de la empresa que se ha puesto 
de nuevo de manifiesto en el borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos (Gobierno de España, 2014). Al plan español le sobra ambigüedad y 
le falta firmeza. El texto es prolijo en la prescripción de objetivos blandos, tales 
como involucrar a las empresas en el respeto y promoción de los derechos 
humanos, fortalecer su ventaja comparativa basada en los derechos humanos 
o reconocer a las empresas que ya hayan integrado los Principios Rectores en 
su estrategia empresarial. Contiene, en cambio, muy pocas propuestas para 
desincentivar económicamente o controlar y sancionar a las empresas que 
cometan violaciones de los derechos humanos. Por ejemplo:

 �Para que se puedan denegar subvenciones, contratos públicos u otras ven-
tajas a una empresa, se exige que exista violación grave de los derechos 
humanos (una violación no grave no sería suficiente), sentencia firme (no 
siendo suficiente la existencia de evidencias de dicha violación) y que la 
empresa se niegue a colaborar con la reparación de los daños causados (la 
mera colaboración de la empresa tras la violación cerraría la posibilidad del 
castigo administrativo previsto). 

 �Respecto a la necesidad de disponer de mecanismos judiciales estatales 
para la reparación de abusos (que podrían incluir la responsabilidad extra-
territorial del Estado por violaciones de los derechos humanos por parte 
de las empresas fuera de España), el Gobierno únicamente se compromete 
a elaborar un informe un año después de que entre en vigor el plan, que 
valore las posibilidades de desarrollar dichos mecanismos (Gobierno de 
España, 2014: 25).  

Esta falta de firmeza y concreción contrasta con el tono y contenido de los 
otros planes nacionales aprobados hasta el momento. En caso de que llegara 
a aprobarse, el plan español sería el único que no ha incluido ninguna medida 
obligatoria para la implementación de la obligación de las empresas de respetar 
los derechos humanos. Los planes de Dinamarca, Reino Unido y Países Bajos 
incorporan obligaciones legales específicas para las empresas en materia de 
derechos humanos y el italiano ofrece un amplio catálogo de medidas obliga-
torias para las empresas. Países Bajos se compromete, además, a impulsar la 
legislación comunitaria en esta materia. En definitiva, el plan español transmite 
a las empresas un mensaje muy débil en cuanto a qué se espera de ellas en 
relación al respeto de los derechos humanos y permitirá al Gobierno reportar 
avances sin haber acometido en la práctica ninguna mejora significativa129.

129 �El autor quisiera agradecer la ayuda de Beatriz Hayes-Meizoso por el análisis compa-
rado de los cinco planes nacionales (Finlandia, Reino Unido, Italia, Dinamarca y Países 
Bajos) durante el verano de 2014.  
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Signo 21: Medidas cosméticas contra la elusión y la evasión fiscal de las ETN

Como ya se ha expuesto anteriormente, en 2012 la CE adoptó una 
Recomendación en la que instaba a los Estados miembros a luchar contra las 
prácticas de planificación fiscal agresiva de las ETN (CE, 2012b). En concreto, se 
recomendaba incluir en los convenios de doble imposición cláusulas que impi-
dieran la “doble no tributación” y la “doble deducción” de las ETN y “cláusulas 
generales antifraude” que negaran la validez de los mecanismos fiscales intro-
ducidos artificialmente por las ETN con el único objetivo de evadir impuestos130. 
Desde que la CE adoptó dicha Recomendación, España ha firmado 15 conve-
nios de doble imposición: ninguno de ellos incluye la cláusula para impedir la 
“doble no tributación” y la “doble deducción” y sólo ocho de ellos contienen 
algo asimilable a la “cláusula general antifraude” propuesta por la CE131. Ello a 
pesar de que en el Plan Director de la Cooperación Española 2013-2016 (MAEC, 
2013a) el Gobierno se compromete a priorizar el ámbito de la evasión fiscal 
dentro de su trabajo sobre la coherencia de políticas para el desarrollo. Se trata 
de un tema de gran relevancia y actualidad, dado que en enero de 2015 había 
11 convenios de doble imposición en los que España es parte, a la espera de 
ratificación parlamentaria para su entrada en vigor132.

Por otro lado, la normativa española actual ha legalizado de facto las prácticas 
fiscales de las ETN en los paraísos fiscales, en lugar de prevenirlas y evitarlas133. 
Esto es así porque, a pesar de que la legislación española excluye del disfrute de 
beneficios fiscales a las empresas que residan en un país o territorio calificado 
reglamentariamente como paraíso fiscal, esta exclusión se ha desvirtuado a 
raíz de una reforma legal posterior por la que se dejan de considerar paraísos 
fiscales a los territorios con los que España haya firmado un acuerdo de inter-
cambio de información o de doble imposición (BOE, 2003)134. 

130 �La recomendación acerca de la “cláusula general antifraude” ha sido introducida en la 
legislación comunitaria con posterioridad y los Estados miembros están obligados a trans-
ferirla a sus legislaciones nacionales antes de finales de 2015 (Consejo de la UE, 2014).

131 �Puede accederse a los textos de los convenios de doble imposición españoles en 
la página web del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas: http://www.
minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx 
(Consultado el 6 de febrero de 2015).

132 �Los 11 convenios de doble imposición firmados por España que, en enero de 2015, es-
taban pendientes de ratificación parlamentaria para su entrada en vigor son: Andorra, 
Austria, Azerbaiyán, Bahrein, Cabo Verde, Catar, India, México, Montenegro, Omán 
y Uzbekistán. Más información en: http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20
y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx (Consultado el 6 de febrero de 2015).

133 �Ver, por ejemplo, Cordero, C. (2010): “Responsabilidad Fiscal. Responsabilidad Social”, 
en Observatorio de Responsabilidad Social Corporativa: La Responsabilidad Social 
Corporativa en las Memorias Anuales de las Empresas del Ibex 35. Análisis del ejercicio 
2009, pp. 24-25. Madrid.

134 �Se puede consultar la lista de países con los que España tiene firmados convenios de 
intercambio de información en: http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa y doc-
trina/Normativa/AcuerdosII/Paginas/AII_Alfa.aspx. (Consultado el 24 de julio de 2013).

http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/CDI/Paginas/cdi.aspx
http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/AcuerdosII/Paginas/AII_Alfa.aspx
http://www.minhap.gob.es/es-ES/Normativa%20y%20doctrina/Normativa/AcuerdosII/Paginas/AII_Alfa.aspx
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La Secretaría General de Cooperación Internacional para el Desarrollo (SGCID) 
del MAEC debería haber presentado durante el primer semestre de 2014 una 
hoja de ruta específica sobre evasión fiscal, de la que aún no se tienen noticias. 
Dada la importancia que la evasión y la elusión fiscal de las ETN tienen para los 
presupuestos públicos de España y de los países en desarrollo y, por ende, para 
su capacidad de financiar políticas públicas y hacer frente a los retos del desarro-
llo, es muy significativa la falta de avances concretos de España en esta materia.

Signo 22: Implementación de mecanismos de sanción y control poco 
efectivos

Los compromisos internacionales que España ha asumido en materia de inter-
nacionalización de las empresas y su impacto sobre los derechos humanos, el 
medioambiente, la fiscalidad o la corrupción han ido evolucionando a lo largo de 
los años –véanse, por ejemplo, los Enfoques Comunes de la OCDE– corrigiendo 
sus debilidades, haciéndose más exigentes y mejorando en sus mecanismos de 
evaluación y control. Aunque no es posible realizar un único diagnóstico para 
todas las instituciones e instrumentos españoles y todas las materias analizadas, 
sí es posible afirmar que, en general, la Administración española ha incorporado 
estas evoluciones de los estándares internacionales a través de las mismas me-
todologías preexistentes y con los mismos recursos materiales y humanos, por 
lo que existen serias dudas de su efectividad e impacto real. 

La opinión recabada por esta investigación en las entrevistas a los propios respon-
sables de los instrumentos españoles de apoyo a las empresas es que los medios 
y procedimientos disponibles para prevenir casos de corrupción y soborno de las 
empresas en los países de destino de la inversión no son suficientes y que con ellos 
es complicado que se detecten casos, aunque existan. Lamentablemente los resul-
tados de las evaluaciones internacionales sobre estas materias a las que España ha 
sido sometida recientemente respaldan estas percepciones (OCDE, 2012b).

Cuadro 6. 
Avanzar hacia la coherencia en la medida en que no 

se perjudiquen los intereses de las empresas

Los signos 20 a 22 permiten definir el siguiente cuadro clínico –el sex-
to– de la política española de internacionalización de la empresa: la 
Administración española parece seguir la directriz política de que es 
aceptable comprometerse con el desarrollo humano, como mucho, 
hasta el punto en que un mayor compromiso pudiera obstaculizar los 
intereses de las empresas españolas, suponerles algún coste o afectar 
a sus expectativas de beneficios.

Ello se hace patente, por ejemplo, en la preferencia del Gobierno español 
por sensibilizar e incentivar a las empresas –frente a su control y posible 
sanción– a la hora de implementar medidas para garantizar su respeto 
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de los derechos humanos; o en la tibieza de las medidas adoptadas para 
controlar la evasión y la elusión fiscales de las ETN; o en los escasos 
medios con los que se dota a las herramientas que en la AGE podrían 
dinamizar avances en materia de CPD o controlar el cumplimiento de 
compromisos.

Signo 23: Cualquier traba al comercio es considerada un obstáculo 
indeseable

Fruto de este sesgo ideológico preponderante en el sistema comercial inter-
nacional, la incorporación de consideraciones sociales, medioambientales o 
de derechos humanos en los acuerdos comerciales han sido considerados 
obstáculos al objetivo último del sistema comercial y no como una evolución 
y mejora del mismo.

A pesar de que esta sigue siendo la postura mayoritaria, en los últimos años 
la comunidad internacional ha ido aflojando estas posturas; el discurso se ha 
suavizado algo y se han comenzado a introducir contrapesos y salvaguardas al 
enfoque estrictamente comercial. Por ejemplo, la CE ha reconocido los impac-
tos sociales y medioambientales negativos de la globalización y ha planteado la 
necesidad de que existan unos límites –en términos de desarrollo, sostenibilidad 
o seguridad– que la política comercial debe respetar y unas políticas sociales que 
hagan frente a los costes de adaptación para los colectivos que resulten desfa-
vorecidos (Comisión Europea, 2006). La UE ya ha comenzado a incluir clausulas 
de desarrollo sostenible y pobreza en sus acuerdos comerciales más recientes 
(Bartels, 2013) y a evaluar –ex ante y ex post– sus impactos económicos, sociales, 
en materia de derechos humanos y medioambientales, incluyendo una amplia 
consulta con las partes interesadas pertinentes (Comisión Europea, 2012d:15).  

España mantiene una postura absolutamente anacrónica en esta materia. Los 
responsables políticos de la política comercial española –la Secretaría de Estado 
de Comercio (MINECO)– sigue defendiendo que la liberalización comercial de 
los países en desarrollo es esencialmente positiva para su interés general, por 
lo que ni siquiera se plantean la posibilidad de que lo más adecuado para estos 
sea, por el contrario, mantener cierto espacio político disponible para llevar a 
cabo las medidas políticas y regulatorias que consideren más convenientes en 
cada momento. Tampoco está presente en el discurso político comercial espa-
ñol la idea de que solo determinada IED –que cumpla ciertos criterios fiscales, 
laborales, sociales y medioambientales– es positiva para el país de destino y 
de que el resto de IED puede provocar importantes efectos perjudiciales en el 
país de recepción de la inversión. 

Esta postura política, mantenida durante las últimas tres décadas, ha provocado 
que, a día de hoy, España obtenga un rotundo suspenso en la incorporación en 
los APPRI del contenido necesario para fomentar una IED promotora de desa-
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rrollo humano y respetuosa con los derechos humanos135; y que sólo tres de los 
61 APPRI que España tiene en vigor –España-Túnez, España-Trinidad y Tobago y 
España-Libia– realicen alguna mención a que los objetivos del acuerdo deben 
lograrse sin detrimento de otros objetivos (medioambiente, salud, seguridad 
pública, etc.) (Pérez, 2014).

Signo 24: Tratado de Promoción y Protección Recíproca de Inver-
siones entre España y Haití: crónica de una incoherencia anunciada

España firmó en diciembre de 2012 un APPRI con la República de Haití, que está 
pendiente de que los respectivos países cumplan con el trámite de ratificación 
para su entrada en vigor. La firma de un acuerdo de estas características con 
un país en la situación de fragilidad –humana e institucional– de Haití supone 
una oportunidad única para que España ponga en práctica sus compromisos 
de coherencia de políticas para el desarrollo. Haití es uno de los países más 
pobres del mundo. Con un PIB per cápita de 760 USD (Banco Mundial, 2013a), 
ocupa el puesto 161 de 186 países en el Índice de Desarrollo Humano (PNUD, 
2013) y figura entre los denominados estados frágiles. Cuatro años después del 
terremoto que asoló el país, 358.000 personas seguían viviendo en campos de 
desplazados (Oxfam Intermón, 2013a) y millón y medio de habitantes sufren 
inseguridad alimentaria grave (Naciones Unidas, 2013a).

Ya se han expuesto en este informe los defectos de transparencia, sostenibilidad 
y equidad de estos acuerdos y su capacidad para anteponer eficazmente la de-
fensa de los intereses del inversor al interés general del país receptor y limitar de 
forma extrema el espacio político de este para regular y gobernar en cualquier 
materia que pueda entrar en conflicto con los intereses privados del inversor –
incluso cuando no exista trato discriminatorio contra el inversor extranjero y la 
regulación persiga fines legítimos en materia social, medioambiental, de derechos 
humanos, etc.– (UNCTAD, 2012) y (Pérez, 2014). La comunidad internacional va 
asumiendo que se trata de un instrumento caduco y los APPRI más recientes han 
comenzando a incorporar algunas de las propuestas surgidas de los analistas y 
países más críticos, lo que parece indicar el inicio de un cambio de tendencia:

 �Australia ha decidido prescindir en sus futuros APPRI del sistema de resolu-
ción de controversias empresa-Estado (Kurtz, 2012).

 �Venezuela, Ecuador, Bolivia y Sudáfrica han puesto fin a alguno de sus APPRI 
en los dos últimos años y han declarado su intención de continuar en esa 
línea (UNCTAD, 2012).

 �El Gobierno de Ecuador ha creado una Comisión para la Auditoría de los 
Tratados de Protección Recíproca de Inversiones y del Sistema de Arbitraje 

135 �Según esta clasificación, los APPRI españoles obtienen una puntuación de 2,1 sobre 
10 en la incorporación de disposiciones concretas favorables a una IED promotora del 
desarrollo humano y respetuosa con los derechos humanos (Pérez, 2014).
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Internacional en Materia de Inversiones (El Ciudadano, 2013). También de 
la región latinoamericana proviene la I Conferencia Ministerial de Estados 
Latinoamericanos Afectados por Intereses Transnacionales, cuya declaración 
final acuerda establecer un marco institucional capaz de abordar los retos 
planteados por las demandas de las ETN ante los tribunales internacionales 
de arbitraje y crear un centro regional de arbitraje capaz de resolver este 
tipo de disputas136. 

 �El último APPRI aprobado a fecha de redacción de este informe –entre 
Canadá y Benín– ha logrado 3 puntos más (5,5) que la media de los APPRI 
españoles; contiene una detallada lista de excepciones y salvaguardas con 
las que los dos Estados han adaptado las obligaciones del acuerdo a sus 
intereses y necesidades particulares; contiene definiciones y aclaraciones 
precisas en todas sus cláusulas; y aporta transparencia y previsibilidad, 
reduciendo de ese modo la arbitrariedad con la que los árbitros interna-
cionales han interpretado habitualmente el contenido de los acuerdos 
(Pérez, 2014). 

Ajeno a las cautelas existentes sobre las implicaciones de los APPRI sobre 
el desarrollo y a esta nueva corriente internacional, el Gobierno español ha 
llevado a cabo la negociación y firma del APPRI con Haití. Debido a la falta 
de transparencia con la que España lleva a cabo las negociaciones comer-
ciales internacionales, el equipo de investigación del CIECODE a cargo de 
este informe no ha tenido acceso al texto del acuerdo –a pesar de haberlo 
solicitado ante todas las instancias públicas con responsabilidad en la mate-
ria y justificar el interés en base a las obligaciones en materia de CPD–, por 
lo que el siguiente análisis se ha realizado en base a precedentes, indicios 
e información acerca del proceso que son, sin embargo, suficientemente 
significativos: 

 �La comunicación oficial de la firma del acuerdo menciona que ésta es una 
muestra del excelente momento por el que atraviesa la relación entre los 
dos países, que el interés de las empresas españolas en el ámbito de la re-
construcción del país se verá impulsado por este nuevo marco legal y que 
esto contribuirá de forma significativa a la recuperación de Haití. La nota de 
prensa detalla, acto seguido, las disposiciones de protección de las inversio-
nes incluidas en el acuerdo, sin hacer ninguna mención a las cuestiones de 
espacio político o impacto social y medioambiental del mismo, que son las 
que determinan el potencial impacto en desarrollo de este tipo de acuerdos 
(Gobierno de España, 2012).

 �Como ya se ha visto, España lleva más de dos décadas incorporando de 
forma muy deficiente las consideraciones en materia de derechos humanos, 
sostenibilidad y desarrollo humano recomendadas por Naciones Unidas para 
este tipo de acuerdos (Pérez, 2014).

136 �Declaración adoptada por Bolivia, Cuba, República Dominicana, Ecuador, Nicaragua, 
San Vicente y Granadinas y Venezuela.
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 �El organismo responsable de defender los intereses de España en estas ne-
gociaciones, la Secretaría General de Comercio Internacional de Servicios 
e Inversiones de la SEC, ha demostrado tener un escaso conocimiento y 
sensibilidad por la dimensión y relaciones de estos acuerdos con las di-
námicas de desarrollo de los países receptores de inversión española. El 
autor del informe pudo corroborar a través de las entrevistas realizadas la 
capacidad extremadamente débil de la Administración haitiana a la hora de 
llevar a cabo una negociación de estas características, lo que permite intuir 
que haya sido la Administración española la que haya conducido el timón 
durante las negociaciones y que a ella corresponda la autoría, casi exclusiva, 
de la redacción del texto.

 �A fecha de abril de 2013, cuatro meses después de la firma del acuerdo, la 
Dirección General de la AECID no tenía conocimiento de la existencia del 
mismo, ni por tanto de que su firma ya había tenido lugar.

 �La existencia del proceso de negociación y firma de este acuerdo no ha 
sido reportada a la Comisión Consultiva de Negociaciones Comerciales 
Internacionales, espacio oficial de comunicación entre la SEC y los actores 
interesados en la política comercial internacional española y donde habi-
tualmente se da cuenta pormenorizada de este tipo de negociaciones.

El hecho de que la perspectiva de desarrollo humano no sea finalmente integra-
da en este acuerdo comercial no sólo perjudicaría a la ciudadanía haitiana, sino 
que la credibilidad de España como actor internacional comprometido con el 
desarrollo también se vería dañada; España ha manifestado insistentemente su 
solidaridad y compromiso con el progreso del pueblo haitiano –especialmente 
a partir del terremoto de 2010– y se ha comprometido recientemente a que la 
IED sea un campo prioritario en el que implementar el principio de coherencia 
de políticas para el desarrollo (MAEC, 2013a).

Signo 25: Cariz pro-mercado en la cooperación al desarrollo: creci-
miento económico, cooperación financiera y alianzas con el sector 
privado

El sesgo ideológico pro-mercado también ha calado en el diseño de la agenda 
internacional del desarrollo de los últimos años, que ha incluido entre sus obje-
tivos prioritarios el crecimiento económico de los países socios y la promoción 
de una IED responsable como instrumento de financiación del desarrollo y ha 
pasado a reconocer al sector privado empresarial no sólo como un protagonista 
del desarrollo en los países socios, sino como un actor directo más del sistema 
de cooperación (Foro de Alto Nivel para la Eficacia de la Ayuda, 2018 y 2011 y 
Comisión Europea, 2014b).  

Esto ha llevado al Gobierno español a priorizar y dedicar gran parte de los esca-
sos fondos disponibles de la AOD española a la cooperación financiera, a través 
del FONPRODE, en detrimento de otras modalidades de la ayuda. Además, 
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por ser los fondos del FONPRODE ayuda reembolsable y exigir sus inversiones 
una determinada tasa de rendimiento, es previsible que haya poca financiación del 
FONPRODE en sectores como la educación, la salud, etc.  En 2013, el FONPRODE 
fue dotado de 245 millones de euros (BOE, 2012a), lo que representa más del 90% 
del presupuesto de la AECID y casi el 20% del total de la AOD española para dicho 
año137. Además de las graves deficiencias actuales del FONPRODE –que ya han sido 
señaladas– la cooperación financiera aún debe despejar las dudas acerca de cuál es 
la verdadera adicionalidad de la AOD cuando es canalizada a través de actores em-
presariales tradicionales y de por qué deben emplearse recursos públicos en casos 
en los que la inversión privada podría tener viabilidad empresarial autónomamente. 

Habiendo visto los dos últimos ejemplos, también cabe plantearse cómo de 
creíble es el compromiso del plan director español de atraer IED responsable 
a los países socios con el objetivo de promover las oportunidades económicas 
de los más pobres mediante su integración en la economía internacional y el 
estímulo de sectores estratégicos (MAEC, 2013a:39).

137 �Cálculos propios del CIECODE a partir de los Presupuestos Generales de Estado 2013 
(BOCG, 2012a).

Cuadro 7. 
Sesgo ideológico pro-mercado predominante 

en la Administración General del Estado

El séptimo cuadro clínico está caracterizado por los signos 23 a 25 e 
indica que en la Administración española es predominante la postura 
ideológica que postula que −dicho de forma simplificada– cuanto más 
actividad comercial haya, mayor prosperidad. Esta postura coincide con 
el marco ideológico preponderante en el sistema comercial internacional 
de las últimas décadas, que ha defendido la paulatina liberalización co-
mercial como requisito necesario para el éxito de los países y, por tanto, 
como objetivo público a perseguir (OMC, 2013a). Estos posicionamientos 
obvian que la relación entre inversión y desarrollo no es sencilla ni unívo-
ca y que el signo −positivo o negativo– de su impacto viene determinado, 
en gran medida, por decisiones de los Estados de origen y destino de las 
inversiones y de las propias empresas que las llevan a cabo. 

Como se ha visto en las evidencias recién presentadas, esta postura ideo-
lógica ha dejado una fuerte impronta en la política de comercio interna-
cional española, cuya actual posición dogmática al respecto resulta ana-
crónica en comparación con la defendida por los países de su entorno y 
las instituciones internacionales de referencia. La incapacidad del Consejo 
de Cooperación de alcanzar un acuerdo de mínimos relativo a la relación 
entre IED y desarrollo –descrita más adelante (Consejo de Cooperación al 
Desarrollo, 2014a: 2)– es otra buena muestra de ello. También ha dejado 
huella en el diseño y gestión de la política española de cooperación al 
desarrollo, aunque en esta materia la postura española está más alineada 
con la tendencia general de la comunidad internacional de donantes.
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Signo 26: Secretaría de Estado de Comercio del MINECO

La Secretaría de Estado de Comercio (SEC) es, de las instituciones del MINECO, 
la más relevante a efectos de la política de internacionalización empresarial por 
las competencias que tiene legalmente asignadas, por su responsabilidad sobre 
los principales instrumentos y herramientas de apoyo a la internacionalización 
y por su influencia sobre el resto de órganos e instituciones relevantes de la 
AGE. Teniendo en cuenta el trabajo de campo realizado para este informe, es 
posible afirmar que en esta institución hay poco conocimiento técnico acer-
ca de las relaciones entre comercio y desarrollo –más concretamente sobre 
internacionalización de la empresa y desarrollo– y sobre los avances que en 
la política y la doctrina internacional se están dando sobre estos temas. Se 
dan en esta institución los rasgos descritos anteriormente al hablar del sesgo 
ideológico pro-mercado. 

Signo 27: Punto Nacional de Contacto para las Líneas Directrices de 
la OCDE

Los puntos nacionales de contacto (PNC) para las Líneas Directrices de la OCDE 
(OCDE, 2011b) cumplen una doble función: de difusión e implementación de 
las Líneas Directrices en sus respectivos Estados, por un lado, y de recepción 
y mediación ante reclamaciones de afectados por el incumplimiento de las 
ETN de lo estipulado en las directrices, por otro. Al ser las Líneas Directrices la 
iniciativa multilateral de RSE más relevante en materia de internacionalización 
de empresas, este mandato convierte al PNC en una figura única a escala 
internacional y con un gran potencial para promover e implementar el enfo-
que de coherencia de políticas para el desarrollo entre las ETN y los organis-
mos públicos responsables de la política de internacionalización. Dentro de un 
marco establecido por la propia OCDE (OCDE, 2013d), los Estados miembros 
tienen flexibilidad en cuanto a la composición y funcionamiento de su PNC. 
Los PNC de diversos países –como Holanda, Reino Unido, Estados Unidos, 
Dinamarca o Noruega – destacan por la transparencia de sus procedimientos, 
la estructura colegiada de sus órganos, la independencia de sus miembros 
respecto al Gobierno, el número de casos que reciben, y su proactividad y 

La preponderancia que esta premisa ideológica tiene en la AGE espa-
ñola y el estatus de política de Estado de la internacionalización em-
presarial explican, en parte, las dificultades que hay para involucrar a la 
Administración española en una reflexión crítica en torno a la relación 
entre la presencia exterior de las empresas españolas y la respuesta a 
los retos del desarrollo humano; reflexión que, a la luz de las evidencias 
presentadas en este informe, es urgente y necesaria.
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presencia pública y política. El PNC noruego está constituido por un panel 
independiente del Gobierno, compuesto por cuatro expertos escogidos en 
base a recomendaciones de empresas, sindicatos y sociedad civil. El actual 
presidente del panel es catedrático de Derecho de la Universidad de Oslo, autor 
de más de 100 publicaciones sobre Derechos Humanos, Derecho Público, de 
la UE y de la Competencia, y Filosofía y Ética del Derecho138. El PNC español, 
por su parte, es un órgano unipersonal, alojado en la SEC del MINECO y es, 
hoy en día, una institución muy poco relevante. El Gobierno lleva reportando 
desde 2011 a la OCDE su intención de reformar, fortalecer y dar más utilidad al 
PNC –objetivo también incluido como uno de los compromisos de la reciente 
Estrategia Española de RSE– pero nada se ha hecho en todo este tiempo. La 
falta de relevancia del PNC español parece estar relacionada con, al menos, 
las siguientes circunstancias:

 �Falta de mandato, categoría política y recursos económicos y humanos: es una 
institución carente de peso e influencia dentro y fuera de la Administración.

 �Falta de reclamaciones recibidas: este hecho es tan representativo de la falta de 
confianza de la sociedad civil en su neutralidad y capacidad resolutiva, como 
de la incapacidad de las organizaciones de la sociedad civil de aprovechar los 
espacios de influencia e incidencia que existen, por imperfectos que sean.

Signo 28: Uso de una acepción limitada del concepto de coherencia 
de políticas para el desarrollo por parte de las instituciones clave de 
la Administración General del Estado

Solo en muy contadas ocasiones el concepto de CPD aparece en documentos, 
planes y estrategias de la AGE española y, cuando esto ocurre, con frecuencia el 
término es empleado con una acepción y connotación diferentes de las que se 
derivan de la necesidad de que todas las políticas públicas relevantes incorporen 
la perspectiva de desarrollo en su diseño, implementación y evaluación. Aunque 
no existe una definición única y universalmente aceptada de la CPD, en lo que sí 
parece existir consenso en la comunidad internacional es en que la CPD implica 
mucho más que la simple búsqueda de una mejor coordinación y sinergia entre 
políticas, sin precisar en torno a qué principios se articula esa búsqueda y cuál es 
la prelación de objetivos en caso de conflicto o incompatibilidad entre políticas.

La Ley de la Acción y del Servicio Exterior del Estado (BOE, 2014a), promovida 
desde el MAEC, menciona la necesidad de garantizar la coherencia interna de 
la política exterior lo cual, como ya se ha señalado, lamentablemente no es 
sinónimo de garantizar la coherencia “para el desarrollo” de la política exterior. 
Se presentan como objetivos de la política exterior española tanto la promoción 
de los intereses económicos de España en el exterior, como la lucha contra 
la pobreza y el cambio climático, sin prever ni articular cómo proceder en los 

138 �Para más información véase: http://www.responsiblebusiness.no/en/om-oss/ 
(Consultado el 25 de octubre de 2014).

http://www.responsiblebusiness.no/en/om-oss/
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casos de conflicto o incompatibilidad entre ambos. A pesar de ello, según el 
Informe de Coherencia de Políticas para el Desarrollo para el periodo 2011-2012 
(MAEC, 2015a) gracias a la citada Ley de la Acción Exterior “la CPD adquiere la 
configuración de política esencial para la acción exterior” (MAEC, 2015:4 y 11).

A pesar de ser el Informe de Coherencia de Políticas para el Desarrollo un ins-
trumento nuclear de la apuesta institucional española por la CPD, los propios 
autores limitan su alcance y ambición al reconocer en la introducción que el 
objetivo del Informe “no se trata tanto de identificar errores o malas prácticas, 
cuanto trabajar para poner los medios y mecanismos necesarios para que el 
desarrollo de acción exterior […] se lleve a cabo de una manera cada vez más 
coordinada y armonizada con respecto a la política de cooperación española, 
así como para poner de manifiesto las potenciales sinergias y ventajas del tra-
bajo conjunto” (MAEC, 2015: 6). Aún reconociendo la pertinencia de estos ob-
jetivos, el hecho de que el MAEC renuncie de inicio a detectar y abordar errores 
y malas prácticas en relación con la CPD dice mucho sobre cómo entiende 
y la ambición con la que afronta su mandato legal de “impulsar las políticas 
de desarrollo en el conjunto de las Administraciones Públicas…” (BOE, 2012b: 
art.10.2.g). Estas mismas deficiencias han sido descritas en similares términos 
por el dictamen del Consejo de Cooperación al Desarrollo sobre el Informe de 
Coherencia de Políticas para el Desarrollo (Consejo de Cooperación, 2014b).

La falta de conocimiento y entendimiento en el seno de la AGE sobre el sig-
nificado e implicaciones de las obligaciones asumidas por España en materia 
de CPD tiene consecuencias directas en la acción cotidiana de gobierno. Por 
ejemplo, la posición de la Secretaría de Estado de Comercio del MINECO en 
la Subcomisión de Inversiones y Desarrollo –perteneciente a la Comisión de 
Coherencia de Políticas de Desarrollo, dentro del Consejo de Cooperación al 
Desarrollo – ha impedido que se alcanzara un acuerdo sobre si existe o no la 
obligación de que las políticas españolas de cooperación y de internacionali-
zación de la empresa sean diseñadas para perseguir objetivos compartidos y 
compatibles (Consejo de Cooperación al Desarrollo, 2014a: 2).

Cuadro 8. 
Poca coherencia en las instituciones clave 

de la Administración española

Los signos clínicos 26 a 28 conducen al quinto y último de los cuadros 
clínicos del análisis de la coherencia horizontal –octavo del informe–, 
según el cual el MINECO carece del mandato político adecuado, el co-
nocimiento técnico suficiente y la sensibilidad necesaria para ejercer 
el rol protagonista que debe jugar para garantizar la CPD en la política 
española de internacionalización de la empresa.

Como se ha visto, el MINECO y su Secretaría de Estado de Comercio no 
son ya solo los protagonistas incontestables en aquellas políticas públicas 
tradicionalmente relacionadas con la actividad exterior de las empresas es-
pañolas –la promoción y protección recíproca de la IED española o el apoyo  
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Diagnóstico sobre la coherencia de políticas para el desarrollo de la po-
lítica española de internacionalización de la empresa desde la dimensión 
vertical

Los 17 signos clínicos recién presentados han permitido realizar cinco nue-
vos cuadros clínicos a la política española de internacionalización de la 
empresa: existe en España una gran desconexión e incoherencias entre 
instrumentos de planificación política coetáneos e intrínsecamente relacio-
nados; la política española de internacionalización empresarial tiene rango 
de política de Estado prioritaria; el avance hacia una mayor coherencia en 
este ámbito está supeditado a no afectar a los intereses de las empresas; 
predomina en la AGE española un marcado sesgo ideológico pro-mercado; 
y las instituciones públicas de referencia en el ámbito comercial carecen 
de los conocimientos, mandato, recursos y sensibilidad necesarias para que 
la perspectiva de desarrollo pueda aumentar su presencia en el diseño e 
implementación de estas políticas.

Todas estas evidencias permiten responder a la pregunta planteada sobre cuál 
es la agenda política que prevalece en la acción pública española y plantear 
el segundo de los diagnósticos del informe: la defensa y promoción de los 

e incentivo financiero para la internacionalización– sino que actualmente 
intervienen en el resto de ámbitos políticos analizados –como son la fis-
calidad internacional de las ETN españolas, la lucha contra la corrupción, 
la cooperación al desarrollo, la promoción de la RSE y los derechos hu-
manos– en los que ejerce gran influencia, tanto técnica como política. Por 
esta concentración de responsabilidad, protagonismo, influencia y poder 
que el MINECO tiene en la política española de internacionalización de la 
empresa, cualquier aspiración de que la agenda de desarrollo pueda ganar 
influencia en la acción de gobierno español pasa, en último término, por 
incorporar de forma más explícita el mandato político de CPD de esta 
institución y por incrementar el conocimiento técnico y la sensibilidad de 
las personas que dirigen y conforman dicho departamento. Las posibles 
razones detrás de esta falta de conocimiento y de compromiso político 
–que tienen que ver con la ausencia de formación específica a los funcio-
narios sobre estas materias, la ausencia de mandato político adecuado y la 
influencia del sector privado empresarial– son desarrolladas en el siguiente 
capítulo, dedicada al análisis de coherencia temporal.

Por otro lado, se ha mostrado cómo la acepción de la CPD empleada 
por los órganos e instituciones que en la AGE están mejor posicionadas 
para promover su difusión y uso, es excesivamente limitada y, en ocasio-
nes, incluso errónea. Esta circunstancia rebaja enormemente la ambición 
con la que estas instituciones interpretan el alcance de su mandato en 
relación con la CPD.
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intereses de las empresas españolas prevalecen claramente sobre los objetivos 
de promoción del desarrollo, la sostenibilidad y los derechos humanos. A la 
consecución de este fin contribuyen todos los órganos administrativos con 
competencias relacionadas y para este fin se adaptan y modifican, en lo nece-
sario, el resto de políticas.

Este conjunto de evidencias sirve, además de para motivar el segundo de 
los diagnósticos del informe, para comenzar a esbozar algunos obstáculos 
que deberían abordarse de forma prioritaria para conseguir impulsar el enfo-
que de desarrollo en la acción política en España: el sesgo ideológico pro-
mercado predominante en la AGE que tanto dificulta el planteamiento de 
una reflexión crítica y constructiva acerca de la relación entre la presencia 
exterior de las empresas españolas y la respuesta a los retos del desarrollo 
humano; la ausencia del conocimiento técnico, el mandato político, los 
recursos materiales y humanos, y la sensibilización personal necesarias en 
las instituciones públicas responsables de la política comercial; y la confu-
sión en el seno de la AGE sobre el alcance del concepto de CPD y sobre las 
implicaciones políticas prácticas de las obligaciones asumidas por España 
en esta materia. 

La reflexión en torno a estos obstáculos, así como sobre las posibles causas 
subyacentes, será ampliada en el siguiente apartado, dedicado al análisis de la 
dimensión temporal de la CPD.

4.3. �Consistencia y continuidad en el compromiso con el 
desarrollo de la política española de internacionalización 
de empresas: análisis de la coherencia desde la 
dimensión temporal

La coherencia temporal se relaciona con la consistencia que a largo plazo 
debería asumir una política pública si pretendiera alcanzar resultados dura-
deros y significativos. ¿Cuáles serían los elementos fundamentales para que 
España mantuviera un compromiso estable y duradero con el desarrollo en 
su política de internacionalización de empresas? ¿En qué medida se dan 
esos elementos en la actualidad? La tabla 6 resume los 11 signos, los cuatro 
cuadros clínicos y la propuesta de diagnóstico que este informe realiza so-
bre la coherencia temporal de la política española de internacionalización 
de empresas.
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Tabla 6�. Signos, cuadro clínico y diagnóstico para el análisis de coherencia desde 
la dimensión temporal: consistencia y continuidad en el compromiso con 
el desarrollo de la política española de internacionalización de empresas

SIGNOS CUADRO CLÍNICO DIAGNÓSTICO

Análisis de 
coherencia 
temporal

29. �Mecanismos públicos 
de evaluación y control 
escasos y rendición 
de cuentas poco 
precisa y veraz

9. �Ausencia de 
consecuencias 
derivadas del 
incumplimiento 
de compromisos

 �En materia de 
internacionalización 
de la empresa 
España se ha 
mantenido 
consistente dentro 
de su falta de 
compromiso real 
con el desarrollo 
humano a lo largo 
del tiempo.

 �La mera 
adquisición 
de nuevos 
compromisos en 
estas materias ha 
perdido relevancia 
práctica en España 
y no puede usarse 
como baremo para 
medir la evolución 
del nivel de 
coherencia política 
española con el 
desarrollo a lo 
largo del tiempo.

30. �Ausencia del Congreso 
de los Diputados 
como órgano 
fiscalizador de la CPD

31. �Influencia del 
sector privado 
empresarial sobre la 
política española

10. �Existencia 
de “verdades 
aceptadas” en la 
Administración 
pública 
española sobre 
la relación 
entre comercio 
y desarrollo

32. �El problema de las 
puertas giratorias

33. �Propagación de 
“verdades aceptadas” a 
través de la formación 
de funcionarios

34. �De ambicioso lenguaje 
comunitario a 
insustancial contenido 
doméstico

11. �Implementación 
descafeinada de 
compromisos 
internacionales 
hasta convertirlos 
en irrelevantes

35. �La insuficiente dotación 
de recursos inutiliza 
iniciativas de gran 
potencial para la CPD

36. �Comisión Interministerial 
para la Cooperación 
al Desarrollo

12. �Deficiente 
desempeño de 
las instituciones 
públicas con 
mandato 
específico de 
promoción 
de la CPD

37. �Secretaría General 
de Cooperación 
Internacional para el 
Desarrollo (SGCID)

38. �Red de Puntos 
Focales para la CPD

39. �Consejo de 
Cooperación al 
Desarrollo
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Signo 29: Los mecanismos de evaluación y control públicos son es-
casos y la rendición de cuentas poco precisa y veraz

En el conjunto de ámbitos políticos que integran la política española de in-
ternacionalización de empresas son muy escasos los mecanismos existentes 
dentro de la AGE para evaluar y controlar el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos. La principal excepción la representan las herramientas del sistema 
español de apoyo financiero a la internacionalización que –a pesar de las gran-
des debilidades ya expuestas– al menos cuentan con instrumentos y metodo-
logías para evaluar el riesgo o el potencial impacto social, medioambiental y 
sobre la deuda de los proyectos presentados. Sin embargo, la información de 
los resultados de estas evaluaciones no son públicas, por lo que ni siquiera en 
estos casos es posible conocer si los procedimientos existentes están sirviendo 
para cumplir los compromisos adquiridos.

Gracias a las evaluaciones realizadas por algunas instituciones internaciona-
les sobre el cumplimiento de los Estados que son parte de sus convenios y 
compromisos internacionales, se ha podido conocer el cumplimiento efectivo 
de España en algunas materias y la comparación con otros países de nuestro 
entorno. Especialmente destacable es el trabajo de evaluación y control de la 
OCDE, que ha permitido conocer cuestiones tan relevantes como el incum-
plimiento de España en materia de lucha contra la corrupción realizada por 
empresas transnacionales (OCDE, 2014b) o su parcial cumplimiento de com-
promisos adquiridos en la lucha contra los flujos ilícitos de dinero que se esca-
pan de países en desarrollo hacia países desarrollados (OCDE, 2014). También 
debido a nuevas exigencias de rendición de cuentas instauradas por la UE en 
alguna de las materias analizadas en este informe, se ha podido constatar la 
ligereza con la que España reporta sobre el cumplimiento de algunos de estos 
compromisos (UE, 2011b). Este es el caso del reporte que anualmente hace el 
Gobierno a la CE sobre el cumplimiento por parte de CESCE y de FIEM de los 
compromisos en materia de corrupción, generación de deuda e impacto social, 
medioambiental y en los derechos humanos. El Gobierno reporta año tras año 
que está cumpliendo estos compromisos –incluso en materia de derechos 
humanos y lucha contra la corrupción–,  a pesar de las evidencias presenta-
das en esta investigación acerca de la falta de procedimientos y recursos que 
estos instrumentos tienen para conocer el riesgo de los proyectos aprobados 
y prevenir su impacto. En el caso de España, el Gobierno no publica estos re-
portes sobre CESCE y FIEM, que sólo son accesibles al público debido a que la 
Comisión Europea los publica en aplicación de sus estándares de transparencia 
y acceso a la información pública139.

Frente a estos ejemplos negativos, es importante señalar que en el borrador 
final del Plan de Empresa y Derechos Humanos se prevé la creación de una co-
misión de seguimiento que, en caso de que finalmente se aprobara dicho texto, 

139 �Para acceder a la respuesta de la UE a la petición de información realizada sobre esta 
materia ver: http://www.asktheeu.org/en/request/eca_annual_activity_report_2013 
(Consultado el 18 de noviembre de 2014).

http://www.asktheeu.org/en/request/eca_annual_activity_report_2013
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realizaría un seguimiento detallado de cada una de las medidas del plan, eva-
luaría anualmente su ejecución y su presidente comparecería ante la Comisión 
de Asuntos Exteriores del Congreso de los Diputados para dar cuenta de dicha 
evaluación (Gobierno de España, 2014: 10-11). 

Signo 30: Ausencia del Congreso de los Diputados como órgano fis-
calizador de la coherencia de políticas para el desarrollo

El Congreso de los Diputados tiene atribuidas las competencias de control y 
orientación política al Gobierno, además de ser un foro único para la conse-
cución de acuerdos políticos amplios, de largo alcance y coherentes con el 
desarrollo. En relación con la política de internacionalización de empresas y su 
coherencia con los objetivos de desarrollo, la labor de orientación y control por 
parte del Congreso es mínima. Existen dos razones principalmente:

 �La primera razón es que, en muchas ocasiones, la ley únicamente prevé que los 
representantes políticos comparezcan ante la respectiva comisión parlamen-
taria para rendir cuentas sobre un determinado asunto, pero no que dicha co-
misión emita un dictamen. El trámite del dictamen otorga mayor formalidad a 
la rendición de cuentas y exige posicionarse a los grupos parlamentarios sobre 
cuestiones concretas de la materia debatida. En otros ámbitos –el informe del 
Gobierno sobre exportaciones españolas de armas, por ejemplo– el dictamen 
se ha convertido en una importante herramienta de transparencia y control de 
la actividad del Gobierno. Ni el borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos (Gobierno de España, 2014: 10-11) ni la Ley de cobertura por cuenta 
del Estado de los riesgos de la internacionalización de la economía española 
(BOE, 2014b) prevén el dictamen de la Comisión tras las comparecencias par-
lamentarias del presidente de la Comisión de Seguimiento y del secretario de 
Estado de Comercio, respectivamente.

 �La segunda es, simplemente, la falta de voluntad política. En los tres años 
de la presente legislatura, de los 250 actos parlamentarios que han aborda-
do específicamente la internacionalización de las empresas españolas solo 
un tercio de ellos se ha empleado para pedir al Gobierno que incorporase 
el enfoque de coherencia de políticas para el desarrollo o para pedir al 
Gobierno explicaciones al respecto140.

140 �Información obtenida a través del buscador del Proyecto Avizor de actividad par-
lamentaria española en materia de desarrollo. Para más información véase: www.
proyectoavizor.es.

Cuadro 9. 
Ausencia de consecuencias derivadas del 

incumplimiento de compromisos

Los dos primeros signos clínicos del análisis de la coherencia vertical de la 
política española de internacionalización de las empresas –el 29 y 30 del  

www.proyectoavizor.es
www.proyectoavizor.es
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Signo 31: Excesiva influencia del sector privado empresarial sobre la 
política española

La presente investigación ha mostrado cómo la Administración española de-
fiende los intereses del sector privado empresarial español incluso cuando la 
adopción de ciertas medidas –o la omisión en adoptarlas– pudiera perjudicar 
al interés general, como es el caso de la evasión y la elusión fiscales o la lucha 
contra la corrupción. 

Esta actitud puede explicarse, en buena medida, por la capacidad de influen-
cia del sector de las grandes empresas españolas sobre los responsables políti-
cos con capacidad de decisión en estas materias. Así ha ocurrido con la Marca 
España que, como proyecto bandera de la diplomacia pública española durante 
esta legislatura, debiera reflejar la diversidad de intereses y ámbitos de la vida 
pública y política española. En cambio, es un instrumento articulado en torno a 
y al servicio de las empresas españolas. La Marca España no aporta siquiera un 
planteamiento transformador que incorpore criterios de sostenibilidad y respon-
sabilidad a la imagen que España quiere transmitir en el exterior a través de sus 
empresas. El trato deferente dado a la CEOE por parte del MAEC frente al resto 
de actores participantes en el proceso de discusión de los borradores del Plan de 
Empresa y Derechos Humanos –por el cual gozaron de un espacio bilateral de 
discusión exclusivo y previo– es otro ejemplo representativo de que no todos los 
actores tienen el mismo peso y capacidad de interlocución con la Administración. 

informe– permiten definir un nuevo cuadro clínico para esta política: en 
España, incumplir los compromisos adquiridos no tiene consecuen-
cias –ni políticas ni sociales– y el Gobierno tiene amplio margen para 
reportar información a terceros acerca de su cumplimiento de forma 
incompleta o poco veraz.

Como se ha podido ver a lo largo de esta investigación, España ha asu-
mido un considerable número de compromisos legales y políticos por 
los que queda obligado a incorporar la perspectiva de desarrollo a mu-
chos de los instrumentos y herramientas políticas relacionadas con la 
internacionalización de las empresas. El problema en España no es, por 
tanto, la falta de compromisos. El principal déficit se encuentra en el 
nivel de cumplimiento y, antes aún, en la ausencia de procedimientos 
públicos para evaluar y conocer en qué medida se están cumpliendo y 
en el acceso a información pública para poder llevar a cabo evaluaciones 
independientes. Durante la IX Legislatura, la labor de control y orienta-
ción política al Gobierno por parte del Congreso de los Diputados en 
esta materia ha sido muy escasa, debido a la falta de voluntad política 
generalizada por parte de los distintos Grupos Parlamentarios, agravada 
en determinadas materias por la ausencia del adecuado mandato legal.
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Signo 32: El problema de las puertas giratorias

El fenómeno de las puertas giratorias entre altos cargos de la AGE y de las 
grandes ETN españolas es, al mismo tiempo, causa y consecuencia del alto 
nivel de influencia presentado en el signo anterior. Se trata de una práctica 
que se produce cuando determinados cargos públicos, al abandonar sus 
puestos, pasan a formar parte de la directiva de empresas ubicadas en sec-
tores cuya actividad puede haber sido regulada por su propia acción política. 
Este ha sido el caso de dos expresidentes del Gobierno español y de más 
de 40 exministros de la democracia española (Millán, 2014a: 19). También 
puede darse en sentido contrario, de la empresa a la política. En el ámbito 
específico de la política comercial española, cuatro de los últimos ocho 
secretarios de Estado de Comercio y tres de los últimos cinco ministros del 
ramo provenían del sector privado, al que regresaron al finalizar su mandato. 
Dado que es natural que la Administración pública quiera contar con profe-
sionales de primer nivel y experiencia en su ámbito de responsabilidad y que 
las empresas consideren atractivo el perfil de un exalto cargo político, es 
imprescindible que en España exista una estricta regulación de los regímenes 
de incompatibilidades, que garantice que no existen conflictos de intereses 
en la gestión de lo público y que los responsables políticos mantienen su 
independencia para defender el interés general a salvo de intereses particu-
lares o corporativos.

Signo 33: Propagación de “verdades aceptadas” sobre la relación en-
tre comercio y desarrollo a través de la formación de funcionarios141

Unos medios muy efectivos de propagación de estas “verdades aceptadas” 
son los temarios de opositores y la formación de funcionarios. Los temarios 
de las oposiciones a los cuerpos de funcionarios del Estado que más rele-
vancia tienen para la política española de internacionalización de la empresa 
–Técnicos Comerciales y Economistas del Estado y Cuerpo Diplomático– no 
mencionan el principio de coherencia de políticas para el desarrollo ni in-
corporan su enfoque; tampoco han incluido aún los principales acuerdos y 
estándares descritos en esta investigación (los Principios Rectores sobre las 
Empresas y los Derechos Humanos de Naciones Unidas, el Convenio anti-
cohecho de la OCDE, etc.) a pesar de que forman parte de las obligaciones 
internacionales de España y están directamente relacionados con las áreas 
de competencia de estos cuerpos de la Administración. Lo mismo ocurre con 
la formación superior que el Instituto de Comercio Exterior (ICEX) imparte al 
personal de las OFECOMES, que tampoco incorpora el contenido necesario 
que permitiría a estos funcionarios tener una opinión formada y crítica sobre 

141 �“Verdades aceptadas” (conventional wisdom) es un término acuñado por el econo-
mista John Kenneth Galbraith en su obra The Affluent Society para referirse a ideas 
o explicaciones generalmente aceptadas como verdaderas por el público, es decir, 
el conjunto de axiomas, conceptos y lemas que se consideraban indiscutibles en un 
momento determinado de la historia, aunque después se consideren falsos.
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Cuadro 10. 
Existencia de “verdades aceptadas” en la Administración pública 

española sobre la relación entre comercio y desarrollo

El décimo cuadro clínico del informe –caracterizado por los signos 31 
a 33– confirma que existen en la Administración pública española un 
conjunto de “verdades aceptadas” en torno a la idea de que hay una 
relación positiva, directa y automática entre comercio –y más concre-
tamente IED– y desarrollo, y de que defendiendo el interés de las ETN 
españolas se está defendiendo al mismo tiempo el interés general de 
los españoles. 

Siendo estas percepciones, cuanto menos, imprecisas y matizables, 
cabe preguntarse el por qué de su generalizada aceptación. Este in-
forme defiende que mucho de ello tiene que ver con el acceso y la 
capacidad de influencia que las grandes ETN españolas tienen sobre 
los responsables políticos con capacidad de decisión sobre estas 
materias; con los conflictos de intereses y pérdida de neutralidad 
política ocasionada por el problema de las puertas giratorias; y con 
la ausencia del enfoque de CPD y de contenido de desarrollo en la 
formación que reciben los cuerpos de funcionarios del Estado que 
gestionan las distintas políticas relevantes para la internacionalización 
de las empresas.

la relevancia para el desarrollo de las políticas que van a gestionar. La nueva 
Ley de la Acción y del Servicio Exterior del Estado configura al ICEX como el 
centro de formación de la Administración General del Estado y, en concreto, 
del personal del servicio exterior en materia de comercio internacional y de 
inversión exterior (BOE, 2014a: art.58.6). Es poco probable que el ICEX vaya 
a incluir la perspectiva de desarrollo en la formación que imparta al personal 
del servicio exterior, partiendo del poco conocimiento y la poca presencia 
que estos temas tienen en las actividades y servicios del ICEX.
 
Frente a esta omisión generalizada, destaca el compromiso contraído por 
el Gobierno en el borrador final del Plan de Empresa y Derechos Humanos 
(Gobierno de España, 2014) de llevar a cabo en el plazo de un año desde su 
aprobación una campaña de información y capacitación dirigida a todos los 
organismos públicos españoles relevantes para asegurar la correcta implemen-
tación de los Principios Rectores: misiones diplomáticas, oficinas consulares, 
agencias encargadas de la internacionalización empresarial –en España y en el 
exterior–, instituciones estatales que apoyan la creación y competitividad de las 
empresas españolas, la AECID y las Oficinas Técnicas de Cooperación (medidas 
10, 13 y 22 del Plan).
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Signo 34: De un ambicioso lenguaje comunitario a un insustancial 
contenido doméstico

A lo largo del informe se han presentado algunas importantes aportaciones que 
las instituciones comunitarias han realizado en los últimos años para incorporar 
criterios de desarrollo, sostenibilidad y protección de los derechos humanos 
en muchos de los ámbitos políticos relevantes para la internacionalización de 
las empresas europeas −fraude, evasión y elusión fiscales (CE, 2012 a y b); 
comportamiento de las agencias de crédito a la exportación (ECA) naciona-
les (UE, 2011b); o promoción de los derechos humanos y la democracia en 
relación con las actividades de las ETN (Consejo Europeo, 2012); etc.–.  En 
muchas ocasiones, su conversión en normas o procedimientos administra-
tivos concretos le corresponde a cada uno de los Estados miembro, lo que 
en la práctica les da mucho margen de maniobra para influir en su ambición 
y relevancia final. 

Por ejemplo, la legislación comunitaria dictamina que “al establecer, desarrollar 
y aplicar sus sistemas nacionales de crédito a la exportación y al realizar su su-
pervisión de las actividades relativas a los créditos a la exportación con apoyo 
oficial”, los Estados miembro “deben cumplir las disposiciones generales de la 
Unión referentes a la acción exterior, la consolidación de la democracia, el res-
peto de los derechos humanos y la coherencia de la política para el desarrollo, 
así como la lucha contra el cambio climático”(UE, 2011b: 4º considerando).

La forma en la que esta obligación ha sido incorporada a la legislación española 
recientemente (BOE, 2014b) ha sido indicando que “la cobertura de riesgos por 
cuenta del Estado deberá desarrollarse de conformidad con los acuerdos y con-
venios internacionales de los que España sea parte” y que “se deberá contrastar 
que los proyectos a los que se da cobertura oficial adoptan prácticas y medidas 
adecuadas de prevención y mitigación de los riesgos medioambientales”. 

De ninguna manera puede considerarse que mencionando “riesgos medioam-
bientales” donde la normativa comunitaria dice “consolidación de la democra-
cia, el respeto de los derechos humanos y la coherencia de la política para el 
desarrollo, así como la lucha contra el cambio climático” la normativa española 
esté cumpliendo en fondo o forma con los nuevos estándares pretendidos por 
la UE para las ECA nacionales, ni que reúna los mínimos requisitos exigidos por 
el principio de CPD.

Signo 35: La insuficiente dotación de recursos inutiliza e invalida ini-
ciativas con un gran potencial positivo para la coherencia de políticas

El análisis realizado para este informe muestra que si no se ponen los medios 
−humanos, financieros y de mandato político– necesarios, cualquier iniciativa 
o compromiso adquirido se convierte en papel mojado, por muy interesante 
que fuera y por muchos esfuerzos que se hayan realizado para alcanzarlo. Los 
dos siguientes casos son muy significativos:
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Cuadro 11.  
Implementación descafeinada de compromisos  

internacionales hasta convertirlos en irrelevantes

Estos dos últimos signos clínicos de la política de internacionalización de 
las empresas presentados permiten plantear el siguiente cuadro clínico: 
España implementa muchos de sus compromisos internacionales ad-
quiridos de forma tan descafeinada que los convierte en perfectamente 
irrelevantes.

Esta circunstancia es especialmente grave y preocupante en el caso de 
los compromisos internacionales alcanzados para incorporar el enfo-
que de CPD en la política de internacionalización de empresas por tres 
razones principalmente: porque son muy escasos; porque recogen el 
trabajo de negociaciones que en ocasiones duran años e involucran 
a técnicos y políticos de muchos países; y porque habitualmente su 
contenido final es un texto de compromiso que ya recoge el mínimo 
común denominador de todos los intereses en conflicto. Como se ha 
expuesto anteriormente, este incumplimiento o insuficiente implemen-
tación de compromisos se da en mayor medida en España que en el 
resto de países de su entorno.

 �Una institución como el Punto Nacional de Contacto (PNC) para las Líneas 
Directrices de la OCDE, a pesar de su potencial y del protagonismo adqui-
rido en otros países, en España es perfectamente irrelevante, debido a la 
falta de los recursos y del respaldo político recibidos.

 �Con los medios disponibles, los procedimientos anticorrupción instaurados 
en los instrumentos del sistema español de apoyo financiero a la interna-
cionalización difícilmente pueden detectar, aunque existan, casos de co-
rrupción o soborno en los proyectos que financian.

Signo 36: La Comisión Interministerial para la Cooperación al Desarrollo

La Comisión Interministerial para la Cooperación al Desarrollo, adscrita al 
MAEC, es el órgano de coordinación técnica interdepartamental de la AGE 
en materia de cooperación al desarrollo (BOE, 2005). De las materias rela-
cionadas con la internacionalización de las empresas españolas, está previsto 
que esta comisión sirva de coordinación entre el “MAEC, el MINECO y otros 
departamentos ministeriales con competencias en la materia” a efectos del 
FONPRODE (BOE, 2014b). También que “trate los aspectos de la política de 
gestión de la deuda externa relacionados con la cooperación al desarrollo” 
con el objetivo de “armonizar las distintas prácticas sectoriales relativas al 
tratamiento de la deuda externa, dándoles una coherencia de conjunto den-
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tro de los objetivos de cooperación al desarrollo española y posibilitando la 
coordinación de toda la información disponible” (BOE, 2006). Cabría esperar 
una actividad intensa de esta comisión, teniendo en cuenta el protagonismo 
del FONPRODE en la actual política de cooperación española; que España 
mantiene programas de conversión de deuda con 17 países en la actualidad142; 
y que la deuda externa es uno de los ámbitos que el actual Plan Director de la 
Cooperación (MAEC, 2013a) prioriza para avanzar en términos de CPD. Aunque 
no es posible analizar el desempeño concreto de la comisión, al no existir 
información pública disponible de su actividad durante la presente legislatura, 
sí es conocido que se ha reunido con frecuencia anual, a pesar de que la ley 
establece que debe reunirse al menos dos veces al año (BOE, 2015: art.4). El 
hecho de que no haya constancia de ningún acuerdo o medida promovido o 
adoptado por esta comisión, junto con el resto de las evidencias recién expues-
tas, permiten anticipar que no se trata de una institución de mucha relevancia 
política en la actualidad.

Signo 37: La Secretaría General de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo (SGCID)

A la SGCID le corresponde el impulso de las políticas para el desarrollo en el 
conjunto de las Administraciones Públicas (BOE, 2012b: art.10.2.g), lo cual le 
otorga un papel esencial en la promoción del progreso de la CPD en España. 
Es la SGCID el órgano responsable de elaborar bienalmente el Informe de 
Coherencia de Políticas para el Desarrollo de la AGE y en el actual Plan Director 
de la Cooperación Española (MAEC, 2013a) se le insta a presentar durante el 
primer semestre de 2014 una hoja de ruta específica sobre CPD en los ámbitos 
de la IED y la evasión fiscal. 

A pesar de que el informe de CPD para los años 2011 y 2012 de la SGCID fue 
publicado en 2015, con un importante retraso respecto a los plazos com-
prometidos (MAEC, 2015a), recoge los frutos de un importante esfuerzo de 
levantamiento de información por parte de la AGE. Sin embargo, el informe no 
ha incorporado varias de las recomendaciones realizadas a la anterior edición 
por el Consejo de Cooperación y vuelve a presentar importantes deficiencias 
de enfoque y metodología. Así, se trata de un documento esencialmente des-
criptivo y poco analítico; pone excesivo énfasis en el recuento de actividades 
de la AGE –principalmente relacionadas con la AOD–; no menciona posibles 
conflictos entre los objetivos de desarrollo y los de otras políticas; y apenas 
se detiene en los posibles impactos de políticas “no AOD” españolas en el 
bienestar de terceros países en desarrollo (Consejo de Cooperación, 2014b). 
Por otro lado, en relación con las dos hojas de ruta encomendadas por el 
Plan Director, ninguna de las dos ha sido realizada en el tiempo previsto. En 

142 �Para más información acerca de estos programas de conversión de deuda, véa-
se: http://www.mineco.gob.es/portal/site/mineco/menuitem.b6c80362d9873d0a9
1b0240e026041a0/?vgnextoid=1ef77cb59784c310VgnVCM1000001d04140aRCRD 
(Consultado el 19 de febrero de 2015).

http://www.mineco.gob.es/portal/site/mineco/menuitem.b6c80362d9873d0a91b0240e026041a0/?vgnextoid=1ef77cb59784c310VgnVCM1000001d04140aRCRD
http://www.mineco.gob.es/portal/site/mineco/menuitem.b6c80362d9873d0a91b0240e026041a0/?vgnextoid=1ef77cb59784c310VgnVCM1000001d04140aRCRD
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el caso de la relacionada con la IED, el proceso se detuvo en el Consejo de 
Cooperación, como se explica más adelante. En relación con la evasión fiscal, 
en palabras de la SGCID, se trata de una materia que va a ser abordada de 
forma prioritaria en el año 2015, en el marco de la contribución española a 
la agenda internacional de financiación del desarrollo y de lucha contra los 
flujos financieros ilícitos. 

Estas deficiencias en el desempeño de la SGCID no hacen sino poner en 
evidencia la falta de prioridad política que la agenda de CPD tiene para el 
Gobierno español y la perentoria necesidad de dotar a la SGCID de mayor for-
taleza técnica y material para que pueda desempeñar las funciones que tiene 
encomendadas en relación con la CPD.

Signo 38: Red de Puntos Focales para la CPD

En el actual Plan Director de la Cooperación Española el Gobierno se compro-
metió a reactivar la Red de Puntos Focales sobre CPD en los diferentes minis-
terios “como medio privilegiado para identificar las acciones más relevantes en 
materia de CPD y los posibles puntos de conflicto” (MAEC, 2013a: 97). Aunque 
no hay información pública al respecto, el autor de este informe ha podido 
saber que la reactivación se produjo mediante carta del titular del MAEC –el 
ministro Margallo– a todos los ministerios involucrados, con los términos de 
referencia de la red y con la indicación de que cada uno de ellos nombrara un 
punto focal con rango mínimo de director general. 

Desde su reactivación en 2013, la red ha participado en el levantamiento de 
información para la elaboración del informe sobre CPD 2011-2012 y en la ela-
boración del posicionamiento de la AGE española en el proceso post-2015. En 
el caso de la red, su desempeño parece haber sido adecuado respecto a las 
dos tareas específicamente encomendadas. Es necesario señalar, sin embargo, 
que dado el grave diagnóstico mostrado en este informe respecto al nivel de 
incumplimientos, conflictos e incoherencias de España –únicamente ya en 
relación con la política internacionalización de empresas–, es necesario que 
la Red de Puntos Focales adopte un papel mucho más proactivo en la mejora 
de las capacidades de análisis de evidencias y en la gestión de los impactos 
en el desarrollo de las políticas de las que sus respectivos ministerios son 
responsables.

Signo 39: Consejo de Cooperación al Desarrollo

El Consejo de Cooperación al Desarrollo es un actor clave dentro del marco 
institucional para la promoción de la CPD en la AGE española. Además de su 
competencia para dictaminar sobre el Informe de Coherencia de Políticas para 
el Desarrollo de la AGE (BOE, 2004b) –cuyas interesantes conclusiones ya han 
sido presentadas en este informe (Consejo de Cooperación, 2014b)–, el Consejo 
cuenta desde 2014 con una subcomisión específica –dentro de la Comisión de 
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CPD– centrada en las inversiones y el desarrollo. Esta subcomisión fue creada 
en cumplimiento de las recomendaciones del CAD de la OCDE para reforzar 
el papel del Consejo como dinamizador de los debates sobre CPD en España. 

A pesar de esta interesante iniciativa por parte del Consejo, el plan de trabajo de 
la Subcomisión de Inversiones y Desarrollo para 2014 no ha podido cumplirse, 
debido a la imposibilidad de alcanzar en su seno un acuerdo sobre las medidas 
que la AGE debería adoptar en materia de IED con un enfoque de CPD. El disenso 
se produjo no ya en el detalle de las medidas a adoptar, sino en planteamientos 
y debates muy generales sobre la relación entre la IED y el desarrollo, superados 
hace tiempo por los países de nuestro entorno y por la comunidad internacional 
en su conjunto, como se ha mostrado a lo largo de este informe143. No fue posible 
alcanzar un acuerdo, por ejemplo, acerca de si existe o no la necesidad de que 
la política de cooperación y la de internacionalización de la empresa compartan 
objetivos; ni sobre el “grado de convivencia” deseable entre ambas agendas en el 
marco de la acción global del Gobierno. Esta incapacidad de alcanzar un acuerdo 
respecto a un diagnóstico común y un entendimiento compartido del problema, es 
sintomático de la enorme necesidad que existe en España de invertir en formación 
e información básica en la AGE sobre la CPD y sobre las implicaciones reales que 
la adopción de un enfoque CPD tiene sobre el conjunto de las políticas públicas.

Cuadro 12. 
Deficiente desempeño de las instituciones públicas 

con mandato específico de promoción de la CPD

Las evidencias expuestas en los signos 36 a 39 muestran que la 
Administración española cuenta con un marco institucional y con unos 
mecanismos que deberían permitir que el enfoque de CPD informara 
e influyera crecientemente en los procesos de toma de decisión polí-
tica en España. Los actores que acaban de ser descritos –la Comisión 
Interministerial para la Cooperación al Desarrollo; la Red de Puntos 
Focales para la Coherencia de Políticas para el Desarrollo; la Unidad 
de Coherencia de Políticas para el Desarrollo de la Secretaría General 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo (SGCID) del MAEC; la 
Comisión de Cooperación Internacional para el Desarrollo del Congreso 
de los Diputados; y el Consejo de Cooperación– son los señalados por 
el Informe de Coherencia de Políticas para el Desarrollo, periodo 2011 
y 2012 (MAEC, 2015a) como los principales actores en materia de CPD 
de la arquitectura institucional español144. El cuadro clínico correspon-
diente a los signos presentados señala, sin embargo, que hasta la fecha 
estas instituciones han presentado un desempeño deficiente al haber 

143 �Véase, por ejemplo, el apartado 2.1.A para un listado de documentos comunitarios en 
los que se admite y elabora el vínculo entre desarrollo e IED.

144 �De las instituciones públicas mencionadas en este apartado, la Comisión de 
Cooperación al Desarrollo del Congreso de los Diputados no es analizada, por ya 
haberlo sido anteriormente en otros apartados.
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conseguido avances muy modestos en la difusión e incorporación del 
enfoque de CPD en la acción de gobierno de la AGE, por debajo de lo 
que sus mandatos legales y políticos les facultan a lograr.

Entre las posibles medidas a adoptar para revertir esta situación está el 
aumentar la transparencia e información pública acerca de lo que estas 
instituciones hacen y cuáles son sus resultados y objetivos logrados; ga-
rantizar que al menos cumplen con las disposiciones legales en relación 
con la frecuencia de sus sesiones; dotarlas de mayor fortaleza técnica 
y de mayores recursos materiales para que puedan desempeñar las fun-
ciones encomendadas; y, de nuevo, invertir en formación e información 
en la AGE sobre el significado y las implicaciones políticas prácticas del 
concepto de CPD.

Diagnóstico sobre la coherencia de políticas para el desarrollo de la política 
española de internacionalización de la empresa desde la dimensión temporal

A medida que lo hacían el resto de países de nuestro entorno, España ha ido adqui-
riendo compromisos con implicaciones para el desarrollo humano en materia de 
políticas de apoyo a la internacionalización de las empresas. Pero la falta de prioridad 
política dada a estas materias en el conjunto de la acción de gobierno y su deficiente 
grado de cumplimiento han sido una constante de la Administración española, de 
modo que la mera adquisición de nuevos compromisos en estas materias ha perdido 
relevancia práctica y no puede usarse como baremo para medir la evolución del 
nivel de coherencia política española con el desarrollo a lo largo del tiempo. 

En las últimas décadas, los diferentes gobiernos españoles han mantenido prác-
ticamente inalterado su enfoque y su forma de entender los objetivos, principios 
y valores de su política de internacionalización de la empresa, en los que el 
enfoque de desarrollo y la CPD no están presentes. Ello permite emitir el tercer 
diagnóstico del informe: en materia de internacionalización de la empresa y 
desarrollo humano, España se ha mantenido consistente dentro de su falta de 
compromiso real con el desarrollo humano a lo largo del tiempo. 

Algunas de las posibles causas de esta falta de compromiso con el desarrollo 
a lo largo del tiempo se han presentado y desarrollado –a modo de cuadros 
clínicos– a lo largo de las últimas páginas: la ausencia de coste político deri-
vado del incumplimiento de compromisos y promesas; la irrelevancia práctica 
de muchos  de estos compromisos debido a su parcial e incompleta imple-
mentación en España; la prevalencia de un conjunto de “verdades acepta-
das” sobre la relación entre comercio y desarrollo en la AGE; y el deficiente 
desempeño por parte de las instituciones públicas que poseen un mandato 
específico de promoción de la CPD en España. Las posibles causas detrás de 
estas causas –presentadas a través de los 11 signos clínicos del análisis tem-
poral de la CPD– son: la escasez de procedimientos públicos de evaluación 
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y control del cumplimiento de compromisos; el escaso acceso público a la 
información relevante; los insuficientes recursos materiales y, en ocasiones, 
la falta de mandato político y legal necesario en las instituciones con mayor 
potencial relevancia; la influencia de las ETN españolas sobre los decisores 
políticos y la parcialidad de estos; y la falta de conocimiento generalizado en 
la AGE sobre los vínculos entre IED y desarrollo y sobre el concepto e impli-
caciones reales del principio de CPD.

4.4. �Contribución española a los desafíos transnacionales del 
desarrollo a través de su política de internacionalización 
de empresas: análisis de la coherencia desde la 
perspectiva cosmopolita

La dimensión cosmopolita de la coherencia alude a la necesidad de promo-
ver una acción colectiva, concertada y democrática entre todos los países 
para dar respuesta y gestionar los nuevos desafíos transnacionales y, en el 
caso de la CPD, poner en el centro de dicha acción la ampliación de las 
libertades y oportunidades de las personas. También remite a la necesidad 
de analizar las consecuencias que las políticas tienen para el bienestar y los 
derechos de la población local del país que las implementa, trascendiendo 
así la dicotomía global frente a local, Norte frente a Sur, población migrante 
frente a población nacional, etc. La tabla 7 resume los cuatro signos, los 
dos cuadros clínicos y la propuesta de diagnóstico que este informe realiza 
para tratar de dar respuesta a las siguientes cuestiones: ¿En qué medida la 
política española de internacionalización de empresas aporta a los esfuerzos 
colectivos para dar respuesta a los desafíos transnacionales del desarrollo? 
¿De qué forma afecta esta política a los derechos y libertades de la pobla-
ción española?

Signo 40: Del objetivo de la ayuda desligada a la “ayuda informal-
mente ligada”

El compromiso más significativo que España y el resto de los miembros de 
la comunidad internacional de donantes han realizado en los últimos años 
en relación con el vínculo entre la AOD y la agenda de internacionalización 
de las empresas es el relativo a desligar progresivamente la AOD y a avanzar 
hacia su desvinculación total, garantizando la transparencia en los procesos 
internacionales de contratación y promoviendo la participación en estos de 
empresas locales y regionales (Foro de Alto Nivel para la Eficacia de la Ayuda, 
2011: 4; Foro de Alto Nivel para la Eficacia de la Ayuda, 2013: 5; y MAEC, 2013a: 
116). España ha logrado una importante mejora en este aspecto, reduciendo el 
porcentaje de AOD ligada de un 23,99% a un 10,58% de 2010 a 2012 (OCDE, 
2013f), debido a la reforma de los créditos FAD.
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Tabla 7�. Signos, cuadro clínico y diagnóstico para el análisis de coherencia desde 
la dimensión cosmopolita: contribución española a los desafíos transna-
cionales del desarrollo a través de su política de internacionalización de 
empresas

SIGNOS CUADRO CLÍNICO DIAGNÓSTICO

Análisis de 
coherencia 

cosmopolita

40. �Del objetivo de la 
ayuda desligada 
a la ayuda infor-
malmente ligada

13. �Acción 
transnacional 
concertada 
para la 
priorización de 
los intereses de 
las empresas

 �Para España 
contribuir a un 
marco internacional 
justo y equilibrado 
aplicable a las 
ETN supone estar 
actuando en el 
interés propio del 
conjunto de los 
españoles, al tiempo 
que en el de la 
ciudadanía global.

 �No es posible 
afirmar si España 
suma o resta en la 
respuesta colectiva 
a los desafíos 
transnacionales 
del desarrollo. 
Sí ha quedado 
probado que es un 
país con un pobre 
desempeño en el 
cumplimiento de 
los compromisos 
de la comunidad 
internacional en 
estas materias en 
los últimos años.

41. �Protección de 
derechos y 
exigencia de 
obligaciones de las 
ETN: un sistema a 
dos velocidades

42. �Atracción de IED 
en España y el 
riesgo para el 
interés general

14. �Repercusiones 
para España de 
la incoherencia 
con el desarro-
llo de la política 
española de 
internaciona
lización de 
la empresa

43. �Elusión fiscal en 
España de empre-
sas transnacionales

Sin embargo, y a pesar de las reformas, el actual sistema internacional de coo-
peración aún mantiene una importante inversión en ayudas “informalmente 
ligadas” a las empresas de los países donantes (Plataforma 2015 y más, 2012). 
Las aportaciones de los donantes a los organismos multilaterales de desarro-
llo (OMUDES) financieros han dejado de condicionarse formalmente a que 
dichos fondos se empleen en contratos con sus empresas nacionales pero, a 
cambio, son esas mismas empresas de los países donantes los que consiguen 
la inmensa mayoría de los contratos convocados por los fondos y facilidades 
multilaterales de inversión. Por ejemplo, en 2012 las empresas españolas obtu-
vieron contratos y licitaciones de estos instrumentos de cooperación por valor 
de 1.406 millones de dólares –lo que representa un máximo histórico y el doble 
que la cifra equivalente del año anterior– convirtiendo a España en el primer 
país del mundo en este apartado (Gobierno de España, 2013b). Esta cifra es 
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dos veces y media mayor que la aportación anual media de AOD no reembol-
sable realizada por España a dichos OMUDES financieros de desarrollo durante 
los años 2008 a 2011 (una media de 646 millones de euros anuales) (BOCG 
2013b: 513). Es decir, las empresas españolas obtienen cada año más fondos 
en contratos de estos organismos que los que España aporta como donante.

Signo 41: Protección de derechos y exigencia de obligaciones de las 
ETN: un sistema a dos velocidades

A lo largo de las últimas décadas, la comunidad internacional ha avanzado 
mucho en la defensa de los derechos de las empresas transnacionales y en la 
garantía de que sus intereses fueran protegidos en cualquier lugar del planeta. 
El ejemplo más simbólico de la adecuación de la gobernanza global a las nece-
sidades de internacionalización de las empresas son los medios que el sistema 
internacional de acuerdos de inversión −compuesto por una red de casi 3.000 
acuerdos y tratados– ofrece a las empresas para resolver los conflictos que pue-
dan surgir con el gobierno del Estado receptor de la inversión. Los APPRI prevén 
un sistema de arreglo de diferencias Estado-inversor (ISDS, por sus siglas en 
inglés) consistente en un procedimiento de arbitraje internacional al que sólo el 
inversor tiene acceso, habitualmente opaco, cuyo laudo no admite recurso, que 
es directamente ejecutable contra los bienes del Estado receptor de la inversión 
y en cuyo proceso no está prevista la participación como partes interesadas de 
personas o colectivos afectados por la actividad de la ETN. Naciones Unidas ha 
reconocido que este sistema está sesgado hacia el objetivo de garantizar una 
fuerte protección jurídica al inversor, estableciendo una clara prioridad frente 
a la protección de otros intereses relacionados con el desarrollo sostenible, 
las políticas sociales y ambientales y los derechos humanos (UNCTAD, 2012).

Frente a esta sistema tan elaborado de protección de los derechos de las ETN, 
la comunidad internacional apenas ha avanzado en el desarrollo de mecanis-
mos y procedimientos que permitan la exigencia de obligaciones a las empre-
sas y la protección de los posibles intereses en conflicto. Así lo recogen los 
Principios de Maastricht sobre las Obligaciones Extraterritoriales de los Estados 
(ETO, 2012: 3) al reconocer que, a pesar de la universalidad de los derechos 
humanos, muchos Estados siguen interpretando sus obligaciones de derechos 
humanos como aplicables solamente dentro de sus propias fronteras. Esta limi-
tación territorial de las obligaciones ha dado lugar a brechas en la protección 
de los derechos humanos, agravadas en el contexto de la globalización. El do-
cumento cita específicamente la “falta de regulación sobre derechos humanos 
y rendición de cuentas de las ETN” y “la inefectiva aplicación de las normas de 
derechos humanos a políticas y disputas sobre inversión y comercio”. 

Este desequilibrio en las herramientas de gobernanza global también se da en el 
ámbito nacional español. En el borrador final del Plan de Empresa y Derechos 
Humanos, como ya se ha comentado, el Gobierno ha optado claramente por 
un enfoque de sensibilización e incentivos positivos a las empresas, dejando 
en un segundo plano el control y sanción de las conductas empresariales y la 
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Cuadro 13.  
Acción transnacional concertada para la priorización 

de los intereses de las empresas

Los signos 40 y 41 del informe definen el siguiente cuadro clínico de la 
política de internacionalización de las empresas: la concertación en la 
acción transnacional se da principalmente con el objetivo de priorizar 
y defender los intereses de las ETN. Las dificultades que los países de 
la comunidad internacional habitualmente tienen para alcanzar y ha-
cer cumplir acuerdos y compromisos se dan en mucha menor medida 
cuando la causa común es la defensa de los intereses de las empresas 
transnacionales.

El acceso privilegiado de las empresas a un sistema privado de resolución 
de controversias es un ejemplo de la eficacia con la que la gobernanza 
global genera herramientas e instrumentos para la promoción de los 
intereses de las ETN. También lo es la conversión del compromiso de la 
comunidad de donantes de desligar la ayuda en un nuevo modelo donde 
la ayuda vuelve a quedar “informalmente” ligada. En este sentido, el ob-
jetivo de desligar la ayuda de los intereses comerciales del país donante 
sólo puede considerarse un avance en términos de CPD en la medida 
en que ello contribuya a que los fondos de la cooperación financiera se 
destinen a promover las iniciativas con mayor potencial de generación 
de desarrollo en los países socios. Desde una perspectiva cosmopolita, 
la nacionalidad de la empresa contratada es perfectamente irrelevante, 
pero cabe cuestionar si el máximo potencial en la generación de desa-
rrollo se alcanza con la actual preponderancia de empresas de los países 
donantes en las contrataciones de los fondos y facilidades multilaterales 
de inversión.

adopción de compromisos exigibles. Es este desequilibrio –junto con la tibieza 
de la respuesta prevista en el plan ante las potenciales violaciones de derechos 
humanos que puedan cometerse por parte de empresas españolas– lo que 
ha generado las mayores críticas al plan por parte de las organizaciones de la 
sociedad civil que han participado en el proceso.

Signo 42: La atracción de inversiones extranjeras directas en España 
y el riesgo para el interés general

Ante la necesidad de atraer inversiones extranjeras, España se encuentra 
actualmente en el mismo dilema al que se han enfrentado durante décadas los 
países en desarrollo. Los países compiten entre sí para resultar más atractivos a 
los ojos de los inversores y muchos emprenden una carrera a la baja, ofrecién-
doles ventajas fiscales y rebajando estándares sociales y medioambientales. De 
esta situación se han beneficiado durante décadas las empresas españolas y 
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ahora el Gobierno español se enfrenta al mismo dilema, pero esta vez visto 
desde el ángulo opuesto al habitual. Lo que puede parecer una solución rápi-
da para atraer inversión extranjera, crear empleo y mejorar el déficit público 
ha resultado tener, en muchas experiencias internacionales anteriores, graves 
consecuencias en el corto y largo plazo, redundando en recortes de los de-
rechos sociales, en impactos medioambientales negativos y en la insuficiente 
generación de recursos propios. 

Además, como ya se ha expuesto al presentar el peligro que los APPRI supo-
nen para el desarrollo y el interés general, los países receptores de la inversión 
se encuentran con que la posterior revocación de las reformas introducidas 
para atraer IED puede ser complicada, problemática y costosa, precisamente 
por el blindaje y protección de los inversores extranjeros por parte del sistema 
internacional de inversiones que España ha contribuido a construir (Pérez, 
2014). 

Especialmente ilustrativo es, en este sentido, el renovado interés de las com-
pañías mineras canadienses por el alto contenido en minerales de las tierras 
gallegas, susceptibles de ser explotadas en minas a cielo abierto (Pontevedra, 
2013a)145. Las explotaciones mineras siempre provocan controversias en las 
localizaciones donde se ubican. Por un lado, tienen un gran impacto medioam-
biental y los químicos que se liberan o utilizan son altamente perjudiciales para 
la salud (Puga, 2013); pero, por otro, la minería se defiende como motor del 
desarrollo de las regiones donde se asientan esas explotaciones y puede ser 
una importante fuente de puestos de trabajo (Europa Press, 2013). 

La experiencia internacional aconseja, sin embargo, máxima prudencia a las 
autoridades españolas en los procesos de autorización de estos proyectos mi-
neros y un escrupuloso respeto por los estándares de transparencia y por el 
cumplimiento de los marcos y acuerdos nacionales e internacionales aplicables. 
El Gobierno costarricense se enfrenta a una demanda de indemnización de 
1.900 millones de dólares ante el tribunal internacional de arbitraje del CIADI 
–Centro Internacional de Arreglos de Diferencias Relativas a Inversiones, de-
pendiente del Banco Mundial– por parte de la empresa canadiense Infinito 
Gold. La causa de la demanda es que la empresa considera que la decisión del 
Gobierno de Costa Rica de parar la explotación de una mina de oro a cielo 
abierto, alegando problemas de impacto medioambiental y en las comunidades 
de la región, vulnera los compromisos del país adquiridos en el APPRI entre 
Canadá y Costa Rica y que, por tanto, tiene derecho a ser indemnizada (Arias, 
2013). El número de conflictos Estado-inversor que son llevados anualmente a 
tribunales internacionales de arbitraje no ha cesado de aumentar año tras año 

145 �Por ejemplo, la empresa Pacific Strategic Minerals Spain (filial española de una mul-
tinacional canadiense) en el término municipal orensano de Penouta (Huete, 2013); 
la empresa Goldquest en un territorio reserva de la biosfera en la zona cercana al 
río Eo-Oscos-Burón y Terras do Miño (Puga, 2013; Pontevedra, 2013a); y Edgewater 
Exploration en Corcoesto, que afecta al espacio protegido del cauce y el estuario del 
río Anllóns (Europa Press, 2013; Pontevedra, 2013a y 2013b).
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durante las últimas tres décadas; 2012 marcó un nuevo máximo histórico, con 
58 nuevas demandas y 244 casos finalizados (UNCTAD, 2013b).

Signo 43: Elusión fiscal en España de empresas transnacionales

Como ya se ha expuesto anteriormente, la Comisión Europea se ha unido a 
las instituciones que reclaman la necesidad de que los Estados pongan freno 
a las prácticas fiscales agresivas que las ETN emplean para llevar a cabo prác-
ticas de elusión fiscal (CE, 2012b). Este mismo régimen normativo fiscal, que 
hasta ahora era considerado positivo para los intereses españoles por benefi-
ciar a la internacionalización de las empresas españolas, se aplica también a 
la actividad económica en España de las empresas extranjeras, generando un 
grave perjuicio económico a las arcas públicas españolas. Un ejemplo bien 
conocido pero muy ilustrativo de este fenómeno en España es el de las ETN 
del sector electrónico. La empresa Apple Stores es sospechosa de estar tribu-
tando en Irlanda la mayoría de las ganancias que obtiene en España por medio 
de la manipulación de sus precios de transferencia. A pesar de las millonarias 
ventas que factura en España –que alcanzaron los 17.747 millones de euros en 
2011–, la filial irlandesa de la empresa le cobra a tal precio sus stocks a Apple 
Stores España que la declaración tributaria de esta en 2011 le salió a devolver 
(Jiménez, 2012). Parecido sucede con la empresa Amazon en España, donde 
la dimensión exacta de su negocio no es conocida porque las ventas las hace 
a través de su matriz europea Amazon EU Sarl, con sede en Luxemburgo, lo 
que le permite cobrar un IVA del 3 % en vez del 21 % que se aplica en España 
(Schäfer, 2013).

Por otro lado, las entidades de tenencia de valores extranjeros (ETVE)146 gestio-
nan al año en España cerca de 5.000 millones de euros exentos de impuestos 
(cifra que en 2010 fue de casi 12.000 millones de euros) (MINECO, 2012). Las 
ETVE son un instrumento fiscal con el que España compite para atraer inversio-
nes al país. Se persigue que grandes sociedades internacionales se asienten en 
España, aunque el único rédito que obtiene el fisco español con estas socieda-
des deriva de la inversión que realicen para desarrollar su actividad (plantilla en 
España, alquiler o compra de oficinas, etc.) porque los dividendos, beneficios 
y plusvalías que se hayan generado quedan exentos de impuestos.

146 �El mecanismo de las ETVE es el siguiente: una empresa no residente en España y 
propietaria de otra que presta servicios en diferentes países se asienta en este país a 
través de una ETVE. En los terceros países tributará por la actividad que desarrolle allí 
a través del impuesto de sociedades y pagará por los dividendos que obtenga, pero 
cuando quiera repatriar los dividendos a la matriz (la radicada en España), los dividen-
dos, beneficios y plusvalías que se hayan generado están exentos de pago. Tampoco 
tributa el reparto de beneficios a sus socios, una ventaja que ofrecen pocos países 
del entorno europeo. El único rédito que obtiene el fisco con estas sociedades deriva 
de la inversión que realicen para desarrollar su actividad (plantilla en España, alquiler 
o compra de oficinas, etc.).
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Diagnóstico sobre la coherencia de políticas para el desarrollo de la po-
lítica española de internacionalización de la empresa desde la dimensión 
cosmopolita

Los últimos cuatro signos de este informe y los dos cuadros clínicos definidos 
por estos han mostrado cómo, a pesar de que en los últimos años se han 
dado algunos tímidos avances hacia una gobernanza global y una regulación 
internacional más justa, equitativa y transparente de la actividad de las ETN, los 
principales avances en cuanto a acción colectiva y concertada de todos los 
países se han dado precisamente en la dirección contraria: la priorización de 
la defensa de los intereses de las empresas y el bloqueo de las propuestas que 
pudieran perjudicarles. También han mostrado que la escasa incorporación de 
criterios de desarrollo en las políticas de internacionalización de empresas se 
está volviendo en contra de los intereses generales de la población española, 

Cuadro 14. 
Repercusiones para España de la incoherencia con el desarrollo 

de la política española de internacionalización de la empresa

Los dos últimos signos clínicos de este informe (42 y 43) muestran que 
en el mundo actual −complejo, cambiante y tremendamente interrelacio-
nado− ningún país queda al margen de las consecuencias que se derivan 
de las normas y reglas existentes. Tampoco puede un país como España 
considerar ya sus intereses comerciales respecto a terceros países como 
netamente defensivos u ofensivos, porque estos difieren de sector a sec-
tor y porque cambian y evolucionan vertiginosamente. Como se expuso 
en el capítulo introductorio, en los últimos 20 años se ha duplicado la 
participación de los países en desarrollo en el comercio internacional 
(UNCTAD, 2013a), se estima que en 2025 los países BRICS representarán 
el 50 % del PIB mundial (Banco Mundial, 2011) y el 60 % del comercio 
internacional son ya transacciones comerciales realizadas al interior de 
las ETN (UNCTAD, 2013a). 

Todo ello permite definir el último cuadro clínico de esta investigación: 
España ha comenzado ya a experimentar en primera persona las re-
percusiones de un sistema comercial internacional sesgado hacia los 
intereses de las ETN y con escasas concesiones al desarrollo, la sos-
tenibilidad y los derechos humanos. España contribuyó  –y aún contri-
buye– a la construcción de este sistema desde la perspectiva de que se 
aplicara principalmente a la acción de las ETN españolas en el exterior y 
sin anticipar que el sistema –el blindaje jurídico a las empresas en caso 
de controversia; la elusión y evasión fiscal de las ETN; su planificación 
fiscal agresiva, etc.– volvería como un boomerang para ser aplicado a 
las empresas extranjeras que se instalen en España.
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en la medida en que muchos de los beneficios y privilegios otorgados a las ETN 
españolas en su acción exterior –elusión y evasión fiscales o protección privi-
legiada en caso de conflicto con el Estado receptor de la inversión– también 
se aplican a las ETN extranjeras en sus actividades en España.

Aunque todas las evidencias mostradas en esta investigación no permitan rea-
lizar un diagnóstico certero acerca de si España es un actor que globalmente 
sume o reste en la gestión y respuesta colectiva a los desafíos transnacionales 
del desarrollo generados por la internacionalización de las empresas, sí ha 
quedado demostrado cómo es un país con un pobre desempeño en el cumpli-
miento de los pocos compromisos positivos que la comunidad internacional ha 
conseguido alcanzar en estas materias en los últimos años. Además, también es 
posible afirmar que, más allá de los argumentos de justicia social y económica 
que justifican la coherencia de políticas para el desarrollo en materia comercial, 
hoy por hoy para España contribuir a un marco internacional justo y equilibrado 
aplicable a las ETN supone estar actuando en el interés propio del conjunto de 
los españoles, al tiempo que en el de la ciudadanía global.





Existen numerosas razones por las que las empresas deciden internacionalizar 
sus actividades y muchos factores distintos que determinan en qué medida esta 
internacionalización se realiza incorporando criterios de respeto a los derechos 
humanos y de responsabilidad en el impacto social, medioambiental y fiscal. 
En casi todos estos factores, los países de origen y destino de las inversiones 
tienen competencia, responsabilidad y una capacidad de influencia directa y 
determinante. Esta diversidad de instrumentos políticos en los que se pueden 
concretar las acciones públicas que son determinantes para los procesos de 
internacionalización de las empresas ha llevado a esta investigación a analizar 
no una política, sino un mosaico de políticas, compuesto por siete ámbitos 
políticos: política comercial, de apoyo e incentivo financiero, política fiscal, 
lucha contra la corrupción, cooperación al desarrollo, protección de los dere-
chos humanos, e iniciativas voluntarias de responsabilidad social empresarial. 
A esta peculiar composición de la política analizada se le une una importante 
presencia e influencia de intereses corporativos y elementos ideológicos. Todo 
ello hace que el análisis de la política de internacionalización de la empresa 
suponga, además, una buena prueba de esfuerzo del estado de salud general 
de la coherencia de políticas para el desarrollo en España.

5.1. �Rasgos definitorios de la acción pública española 
respecto del desarrollo

Los numerosos ejemplos y evidencias aportados en este informe –estructura-
dos en el cuarto capítulo en forma de 43 signos clínicos, 14 cuadros clínicos y 
cuatro diagnósticos– permiten destacar la siguiente serie de rasgos definitorios 
de la acción pública española –rasgos que trascienden en muchos casos el 
ámbito de la internacionalización de las empresas– y de la medida y forma en 
la que esta incorpora los objetivos de desarrollo humano:

La facilitación y promoción de los intereses de las empresas españolas –y, 
en especial, de las grandes empresas– es la agenda política que prevalece 
en la acción global del Gobierno.

La facilitación y promoción de los intereses de las empresas españolas no es un 
objetivo político sectorial en España sino que es un objetivo político de Estado, 
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al servicio del cual está toda la Administración y a cuyo cumplimiento se adaptan, 
en lo necesario, el resto de las políticas relacionadas, incluidas las de desarrollo, 
asuntos exteriores, fiscalidad o derechos humanos. El grado de exigencia desde la 
Administración a las empresas para que generen retornos sociales y económicos 
positivos para el conjunto de la sociedad es tan bajo que, en la práctica, debe 
entenderse que el objetivo de la internacionalización de las empresas es consi-
derado por el Gobierno como un fin en sí mismo y no como una herramienta 
para un objetivo superior. No está claro si el Gobierno considera que el buen 
devenir de las empresas favorecerá automáticamente al interés general o es que 
simplemente el bienestar social es una prioridad de segundo orden. 

En algunas de las políticas analizadas, la Administración española defien-
de los intereses del sector privado empresarial español incluso cuando la 
adopción u omisión de ciertas medidas pudiera perjudicar al interés general.

La escasa incorporación de criterios de desarrollo en las políticas de inter-
nacionalización de empresas también perjudica los intereses generales de la 
población española, en la medida en que muchos de los beneficios y privile-
gios otorgados a las empresas transnacionales españolas en su acción exterior 
–elusión fiscal o protección privilegiada en caso de conflicto con el Estado 
receptor de la inversión, por ejemplo– también se aplican a las actividades 
en España de las empresas extranjeras. Por tanto, para España contribuir a un 
marco internacional justo y equilibrado aplicable a las empresas transnacionales 
supondría estar actuando en el interés propio de los españoles, al tiempo que 
en el de la ciudadanía global. Por otro lado, las políticas analizadas muestran la 
misma insensibilidad hacia el desarrollo humano que hacia el interés general de 
la población española, por lo que la incoherencia con el desarrollo no parece 
que sea consecuencia de un “nacionalismo económico” sino más bien de un 
“corporativismo” a favor del sector privado empresarial. 

El sistema español de apoyo a la internacionalización de las empresas ha ido in-
corporando procedimientos para tratar de garantizar un retorno público positi-
vo, pero las metodologías y los requisitos exigidos son claramente insuficientes. 

Algunos de los instrumentos y herramientas de apoyo a la internacionalización 
de las empresas analizados sí han incorporado a su lenguaje y a sus procedi-
mientos la necesidad de generar un retorno público positivo. Sin embargo, las 
metodologías implementadas y los requisitos exigidos son claramente insu-
ficientes. En el mejor de los casos, la Administración se ha conformado con 
evitar financiar proyectos con impactos sociales y medioambientales negativos 
y con exigir que las empresas pongan los medios para prevenirlos o repararlos. 
Las operaciones relacionadas con algunos sectores económicos –como los de 
armamento, la salud o la educación– han sido excluidos del sistema de ayudas 
a la internacionalización por su potencial impacto en el desarrollo de los países 
de destino. Sería interesante conocer la opinión del Gobierno español respecto 
a la posibilidad de ampliar este nivel de precaución a otros sectores –como el 
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agua o la agricultura– donde están sobradamente demostrados los riesgos de 
la inversión extranjera sobre los derechos humanos en los países de destino.

Los compromisos –legales y políticos– asumidos por España y por los que 
se obliga a incorporar un enfoque de responsabilidad respecto al impac-
to que la internacionalización de las empresas tiene sobre el desarrollo de 
terceros países, son generalmente incumplidos, cumplidos parcialmente o 
implementados de forma que quedan reducidos a meras formalidades vacías 
de contenido. 

Este mal desempeño de España en materia de desarrollo es especialmente 
grave por un triple motivo: porque los compromisos internacionales en esta 
materia suelen ser ya acuerdos de mínimos; porque el cumplimiento de la 
mayoría de los países de nuestro entorno es mejor, por lo que no se trata de 
compromisos inasumibles ni inalcanzables; y porque este bajo nivel de cum-
plimiento de España no se da en otros compromisos e iniciativas orientados 
a favorecer los intereses de las ETN españolas y su internacionalización. Este 
elevado nivel de incumplimiento ha impedido, además, que durante los últi-
mos años la Administración y las empresas españolas hayan ido consolidando 
y acumulando conocimiento y experiencias positivas en estas materias, como 
ha ocurrido en otros países de nuestro entorno.  

En materia de internacionalización de empresas sí existen instancias admi-
nistrativas de coordinación, planificación y decisión, en las que la perspec-
tiva de desarrollo está infrarrepresentada.

Aunque la coordinación y la gestión política transversal no sea uno de los 
puntos fuertes de la acción de gobierno en España, en materia de internacio-
nalización de empresas sí existen instancias administrativas –interministeriales, 
multiactor, etc.– de coordinación, planificación y decisión. En ellas la pers-
pectiva de desarrollo está infrarrepresentada, ya sea porque directamente no 
está incorporada al mandato del órgano en cuestión, porque la participación 
del MAEC y la AECID es formalmente testimonial, o porque –a la vista de las 
políticas resultantes– no consiguen que dicha perspectiva sea incorporada a 
compromisos o disposiciones concretas, aunque participen en pie de igualdad 
con el resto de ministerios y agencias.

La Administración española cuenta con un marco institucional y con unos 
mecanismos que deberían permitir que el enfoque de coherencia de políti-
cas para el desarrollo informara e influyera crecientemente en los procesos 
de toma de decisión política, pero su desempeño es deficiente y sus resul-
tados muy modestos.

La Administración española cuenta con un marco institucional y con unos me-
canismos que deberían permitir que el enfoque de CPD informara e influyera 
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crecientemente en los procesos de toma de decisión política en España. Sin 
embargo, hasta la fecha, estas instituciones han presentado un desempeño de-
ficiente, al haber conseguido avances muy modestos en la difusión e incorpora-
ción del enfoque de coherencia en la acción de gobierno de la Administración, 
por debajo de lo que sus mandatos legales y políticos les facultan a lograr.

Pareciera que los diferentes órganos administrativos analizados siguieran la 
directriz política común de que es aceptable comprometerse con el desa-
rrollo humano en la medida en que avanzar en este sentido no le suponga 
ningún coste extra a las empresas o pueda afectar sus intereses concretos 
o sus expectativas de beneficios. 

Sólo bajo esa directriz se explica que existan mecanismos de sanción y con-
trol para las empresas pero que sean perfectamente inefectivos; que muchas 
medidas – ambiciosas en su planteamiento– queden reducidas a meros artifi-
cios cosméticos; o que el desequilibrio entre sensibilización e incentivo, por 
un lado, y obligación y control, por otro, sea un rasgo generalizado entre las 
instituciones públicas españolas relacionadas con la internacionalización de la 
empresa. A esta directriz política también parece responder el hecho de que los 
compromisos en materia de coherencia de políticas para el desarrollo se hagan 
siempre en documentos o planes políticos sectoriales y periféricos, en lugar 
de incorporarse en las estrategias principales de la agenda dura del Gobierno.

El uso de una acepción limitada, incluso errónea, del concepto de cohe-
rencia de políticas para el desarrollo por parte de instituciones clave de la 
Administración española rebaja enormemente la ambición con la que estas 
interpretan el alcance de su mandato en relación con la coherencia. 

En las muy contadas ocasiones en las que el concepto de coherencia de po-
líticas para el desarrollo aparece en documentos, planes y estrategias de la 
Administración española, con frecuencia es empleado con una acepción y 
connotación diferentes de las que se derivan de la necesidad de que todas 
las políticas públicas relevantes incorporen la perspectiva de desarrollo en su 
diseño, implementación y evaluación. Aunque no existe una definición uni-
versalmente aceptada del término, en lo que sí parece existir consenso en la 
comunidad internacional es en que la coherencia de políticas para el desarro-
llo implica mucho más que la simple búsqueda de una mejor coordinación y 
sinergia entre políticas, sin precisar en torno a qué principios se articula esa 
búsqueda y cuál es la prelación de objetivos en caso de conflicto o incompa-
tibilidad entre ellas. El hecho de que las instituciones públicas españolas clave 
renuncien de inicio a detectar y abordar errores y malas prácticas en relación 
con el desarrollo dice mucho sobre cómo entienden y la ambición con la que 
afrontan su mandato legal de “impulsar las políticas de desarrollo en el conjunto 
de las Administraciones Públicas”. 
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Falta de transparencia pública tanto en los procedimientos administrativos 
internos –evaluaciones, rendición de cuentas, etc.– como en los procesos 
legislativos y de toma de decisiones públicas.

Un rasgo detectado de forma transversal en todos los ámbitos políticos analiza-
dos es la falta de transparencia pública, que se da tanto en los procedimientos 
administrativos internos –evaluaciones, rendición de cuentas, etc.–, como en 
los procesos legislativos y de toma de decisiones. Las principales fuentes de 
información acerca del cumplimiento por parte de España de sus compromisos 
adquiridos provienen de evaluaciones y mecanismos de control llevados a cabo 
por organismos internacionales. La falta de información y transparencia dificulta 
las tareas de fiscalización y control, permite al Gobierno cumplir formalmente 
con algunos requisitos internacionales de rendición de cuentas de forma poco 
precisa y veraz, y ahonda las dudas existentes sobre los objetivos políticos úl-
timos a los que responde la acción pública española.

Sin ser la contribución al interés general y al desarrollo humano de la IED 
un objetivo prioritario de la comunidad internacional, los estándares y pro-
cedimientos de muchos organismos internacionales en estas materias son 
mucho más elaborados y ambiciosos que los que se dan en España.

La contribución de las empresas al interés general y a un desarrollo justo, sos-
tenible y equitativo tampoco es un objetivo prioritario que vertebre la agenda 
política de la comunidad internacional. Sin embargo, el lenguaje de muchos 
organismos internacionales y las propuestas, estándares y procedimientos que 
están desarrollando son mucho más elaborados y ambiciosos que los que se 
dan en España. Esto tiene una posible lectura en positivo: si España quiere 
mejorar la coherencia de políticas para el desarrollo de su política de interna-
cionalización de la empresa no hace falta que innove ni lidere, basta con que 
cumpla los compromisos adquiridos y replique las mejores prácticas que ya se 
están dando en otros países de nuestro entorno.

5.2. Debilidades y deficiencias a abordar

Todos estos rasgos de la acción pública española –detectados en este informe 
a través del análisis pormenorizado de la política española de internacionali-
zación de la empresa desde la perspectiva de la coherencia de políticas para 
el desarrollo– son, en último término, consecuencia de un conjunto de debili-
dades y deficiencias de la Administración púbica española. Estas debilidades y 
deficiencias son las cuestiones que será necesario abordar de forma prioritaria 
si se pretende conseguir que la agenda de desarrollo pueda ganar peso e in-
fluencia en la acción de gobierno en España:

 �Ausencia de coste político y de otros tipos de consecuencias por incumplir 
los compromisos adquiridos.
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 �Existencia en la Administración española de una postura ideológica predo-
minante que postula la relación positiva, directa y automática entre comer-
cio y desarrollo, y la identificación del interés de las empresas españolas 
con el interés general en España. Esto hace muy difícil involucrar a los 
responsables políticos en una reflexión crítica acerca de la relación entre la 
presencia exterior de las empresas españolas y la respuesta a los retos del 
desarrollo humano.

 �Inexistencia o debilidad de órganos y mecanismos de control de la actividad 
pública; insuficiente rendición de cuentas por parte de los responsables 
políticos; falta de transparencia y escaso acceso público a información.

 �Débil papel desempeñado por el Congreso de los Diputados como ga-
rante de último recurso de la coherencia de políticas en la elaboración de 
normas nacionales y en la ratificación de tratados internacionales; como 
órgano de control de la actividad del Gobierno; y como foro político en 
el que conseguir acuerdos políticos amplios y de largo alcance a favor del 
interés general.

 �Falta de perfil político adecuado, mandato político y recursos disponibles en 
las instituciones y órganos que podrían desempeñar una labor de liderazgo 
público y político en materia de coherencia de políticas para el desarrollo 
en España.

 �Ausencia de representantes políticos con mandato específico de defender 
la coherencia de políticas para el desarrollo en las instancias políticas con 
capacidad de decisión.

 �Escaso conocimiento y entendimiento en el seno de la Administración 
española sobre el significado y alcance del concepto de coherencia de 
políticas para el desarrollo y sobre las implicaciones políticas prácticas que 
se pueden derivar de las obligaciones asumidas por España en la materia.

 �Gran desconexión e incoherencia entre instrumentos de planificación po-
lítica española –coetáneos e intrínsecamente relacionados– y ausencia de 
un diagnóstico global que permita conocer los impactos –tanto domésticos 
como globales– de la política española de internacionalización de empresas. 
Amparada por dicha desconexión y en ausencia de evidencias, es la agenda 
dura –comercial y empresarial– la que prevalece. 

 �La institución pública que concentra más responsabilidad, protagonismo, 
influencia y poder para la política española de internacionalización de la 
empresa –la Secretaría de Estado de Comercio, del MINECO– es muy poco 
sensible al enfoque de coherencia de políticas para el desarrollo y tiene 
poco conocimiento técnico específico acerca de las relaciones entre co-
mercio y desarrollo y, más concretamente, entre la internacionalización de 
las empresas y los procesos de desarrollo de los países de destino. Sería 
estratégico que contara con un mandato político y legal más explícito sobre 



153

sus competencias y responsabilidades en materia de coherencia de políticas 
para el desarrollo.

 �Ausencia de la perspectiva de coherencia de políticas para el desarrollo y de 
los principales compromisos políticos asumidos por España en esta materia 
en la formación de funcionarios y en los temarios de las oposiciones de los 
cuerpos de la Administración del Estado que más relevancia tienen para la 
política española de internacionalización de la empresa.

 �Gran capacidad de influencia del sector de las grandes empresas españo-
las sobre los responsables políticos con capacidad de decisión en estas 
materias e insuficiente regulación de los regímenes de incompatibilidades, 
que garanticen que no existen conflictos de intereses en la gestión de lo 
público y que los responsables políticos mantienen su independencia para 
defender el interés general a salvo de intereses particulares o corporativos.

 �Poco uso por parte de las organizaciones de la sociedad civil de las herra-
mientas de participación y de los espacios de influencia e incidencia que 
existen.
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ANEXO I
DEFINICIÓN DE LAS DISPOSICIONES MÁS CARACTERÍSTICAS 

DE LOS ACUERDOS DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN 
RECÍPROCA DE INVERSIONES (APPRI)

Las disposiciones más características de estos acuerdos APPRI son las siguientes148:

Trato nacional:

Los Estados se comprometen a otorgar a los inversores del otro Estado parte un tratamiento 
al menos tan favorable como el dispensado a sus propios inversores nacionales.

Trato justo y equitativo:	

Los Estados se comprometen a abstenerse de obstaculizar mediante medidas injusti-
ficadas o discriminatorias la gestión, mantenimiento, disfrute, etc. de las inversiones 
de los inversores del otro Estado parte. Esta cláusula ha sido interpretada de muy 
variadas formas por los árbitros internacionales. En ocasiones, se ha entendido 
que garantiza un “estándar mínimo de protección” a los inversores extranjeros y las 
“legítimas expectativas” de éstos. 

Nación más favorecida:	

Los Estados se comprometen a otorgar a los inversores del otro Estado parte un 
tratamiento al menos tan favorable como el dispensado a los inversores de cualquier 
tercer país al que ofrezcan las mejores condiciones.

Seguridad y protección plena:

Los Estados se comprometen a garantizar la “seguridad y protección plena” a los inverso-
res extranjeros en su territorio. Esta cláusula ha sido interpretada de muy variadas formas 
por los árbitros internacionales. En algunas ocasiones se ha entendido que garantiza un 
“estándar mínimo de protección” a los inversores extranjeros y que garantiza no sólo 
protección física (policial y militar) sino también legal y económica.

Expropiación y nacionalización:

Los Estados parte se comprometen a no expropiar ni nacionalizar las inversiones 
pertenecientes a empresas o inversores del otro Estado parte, a menos que se reali-
ce de forma no discriminatoria y que concurran razones de utilidad pública o interés 
nacional, quedando obligados en cualquier caso a indemnizar adecuadamente al 
inversor por el valor de mercado de los bienes incautados. Frecuentemente, esta 
disposición se amplía para incluir los casos de expropiaciones indirectas (medidas 
regulatorias o administrativas ordinarias y no confiscatorias que provoquen en el 
inversor un efecto similar al de la expropiación directa).

148 �Elaboración propia del autor.

169

Anexos



170

Compensación por pérdidas:	

Los Estados se comprometen a proteger a los inversores del otro Estado parte en caso 
de pérdidas ocasionadas por conflicto armado, desórdenes civiles, etc. En ocasiones 
se interpreta que también protege en caso de eventos de fuerza mayor.

Transferencia de fondos:

Los Estados garantizan a los inversores de la otra parte la libre transferencia de las 
rentas, beneficios y dividendos obtenidos como fruto de la actividad inversora. En 
ocasiones se condiciona la libre transferencia al previo cumplimiento por parte del 
inversor de sus obligaciones (fiscales o de otra naturaleza) o se prevén supuestos 
tasados que permiten la restricción temporal de esta libertad.

Requisitos de desempeño:

Los Estados parte establecen si el Estado receptor de la inversión puede exigir al inversor 
extranjero requisitos de desempeño y, en su caso, cuáles, en qué condiciones, etc.

Cláusula paraguas:

Los Estados parte pueden extender las obligaciones previstas por el acuerdo al cumplimien-
to de cualquier contrato privado realizado por alguno de los Estados con inversores de la 
otra parte. Con esta cláusula, se otorga una protección internacional a un acuerdo que, de 
otro modo, sólo tendría trascendencia legal en el ámbito doméstico.

Relación con otros tratados:

Los Estados establecen mediante esta cláusula qué acuerdos, tratados o compro-
misos internacionales prevalecerán en caso de conflicto con el contenido de las 
disposiciones de los acuerdos APPRI.

No relajación de estándares:

Los Estados parte se comprometen a no emplear la rebaja de estándares sociales, laborales 
y medioambientales como política para atraer o mantener la IED en su territorio.

Trato especial y diferenciado	

En los acuerdos entre un país en desarrollo y uno desarrollado, se prevé un trato 
favorable –especial y diferenciado – para el primero en la aplicación e interpretación 
de sus disposiciones.

ANEXO II
INSTRUMENTOS E INSTITUCIONES NACIONALES DE APOYO 

FINANCIERO A LA INTERNACIONALIZACIÓN

Los principales instrumentos de apoyo financiero y las instituciones públicas espe-
cíficamente dedicadas a esta labor son149:

149 �Salvo cuando específicamente se indique lo contrario, la información contenida en 
este anexo proviene del Plan Estratégico de Internacionalización de la Economía 
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Compañía Española de Seguros de Crédito a la Exportación (CESCE):

CESCE es una compañía de capital mixto público-privado150 que, en su faceta pública 
(actividades “por cuenta del Estado”), ofrece cobertura de riesgos políticos, riesgos 
comerciales y por desastres extraordinarios a empresas españolas con proyectos de 
inversión o exportación en el extranjero de dos o más años de duración. Los proyec-
tos de IED han supuesto entre el dos y el cuatro por ciento de la cartera de CESCE 
y los de exportación de bienes y servicios representan el resto. El presupuesto para 
nuevas operaciones por cuenta del Estado de CESCE es de 9.000 millones de euros 
al año (BOE, 2013c y 2014c). CESCE es la agencia de crédito a la exportación (ECA) 
española a efectos de los compromisos de la OCDE y la normativa comunitaria. Los 
seguros CESCE son instrumentos generadores de deuda pública externa ya que, en 
caso de materializarse el riesgo cubierto por la póliza, el Estado español pasa a ser 
el acreedor de la deuda y el Estado del país receptor de la inversión pasa a ser el 
deudor151.

Compañía Española de Financiación del Desarrollo (COFIDES):

COFIDES es una compañía de capital mixto público-privado (pública en un 61 %). Es 
la institución financiera para el desarrollo española y tiene el mandato de favorecer 
la internacionalización de las empresas españolas a través de la financiación de in-
versiones que hagan compatible el crecimiento económico y la rentabilidad de las 
inversiones con la defensa de los entornos natural y social en los que invierte, lo 
cual le distingue del resto de instrumentos españoles. COFIDES financia con fondos 
propios proyectos de inversión en países emergentes y en desarrollo, y gestiona por 
cuenta del Estado los fondos FIEX (Fondo para Inversiones en el Exterior) y FONPYME 
(Fondo para Inversiones en el Exterior de la Pyme), con independencia del grado 
de desarrollo del país de destino. Las inversiones de FIEX y FONPYME son siempre 
en régimen de cofinanciación con la empresa, bajo criterios de riesgo compartido. 
Como miembro español de la European Development Finance Institutions (EDFI) está 
adherida a su Declaración de Principios de Financiación Responsable (EDFI, 2009). El 
presupuesto disponible en 2014 y 2015 fue de 10 millones de euros para FONPYME y 
de 25 y 40 millones para FIEX (BOE, 2013c y 2014c), aunque su patrimonio neto era 
a finales de 2013 de 53 y 831 millones de euros, respectivamente (COFIDES, 2014a).

Fondo de Internacionalización de Ia Empresa (FIEM):

El FIEM es un instrumento gestionado por la Secretaría de Estado de Comercio 
(MINECO) que financia a través de crédito los proyectos de las empresas españolas 
que se presentan a licitaciones en el extranjero, con el objetivo de mejorar su com-
petitividad. Los beneficiarios de los créditos FIEM son siempre actores extranjeros 
que deciden contratar a empresas españolas la ejecución de proyectos internacio-
nales para los que les falte financiación. Se basa en tres líneas específicas (MINECO, 
2013b): créditos comerciales; créditos concesionales (destinados a la financiación 
de proyectos no financiables bajo criterios de mercado y cuya ejecución vaya a 

Española 2014-2015 (MINECO, 2014a).

150 �CESCE pertenece al Estado en un 50,25%, a bancos privados en un 45,20% y a com-
pañías de seguros en un 4,55%.

151 �En el supuesto de que el Estado del país receptor de la inversión sea la parte con-
tratante o haya suscrito una cláusula de garantía soberana por la que responde del 
incumplimiento de la empresa contratante.
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realizarse en países de renta media-baja); y contratación a empresas españolas de 
estudios de viabilidad, consultoría, ingeniería y asistencia técnica para entidades 
extranjeras (EVATIC). Al igual que en CESCE, la mayoría de los proyectos financiados 
están relacionados con la exportación de bienes y servicios y minoritariamente con 
la IED española. 

El FIEM es el resultado de la reforma acometida en 2010 del antiguo Fondo de Ayuda al 
Desarrollo (FAD). En el objetivo del FIEM de promover las operaciones de exportación e 
inversión de las empresas españolas no hay ninguna mención ni compromiso específico 
relacionado con el impacto medioambiental o social de los proyectos que financia (BOE, 
2010). Los créditos FIEM no contabilizan como AOD, pero sí son generadores de deuda 
pública en los países en los que se ejecutan los proyectos. Su presupuesto para el año 
2015 es de 238 millones de euros (BOE, 2014c).

ICEX España Exportación e Inversiones (ICEX):

Esta entidad pública empresarial es una institución clave en el sistema español de in-
ternacionalización de las empresas, no sólo por sus líneas de financiación sino también 
por los servicios instrumentales que presta a las empresas y al resto de instituciones 
públicas españolas, al ser la responsable de servicios comerciales como foros, misiones 
comerciales, viajes oficiales y publicaciones sectoriales y geográficas. Recientemente 
ha incorporado la función de potenciar la IED a España –tras la integración de Invest 
in Spain dentro de su estructura– y se ha consolidado como centro de formación de la 
Administración en materia de economía, comercio internacional e IED –tras la integra-
ción de la fundación Centro de Estudios Económicos y Comerciales (CECO)−. El ICEX 
presta sus servicios a través de la Red Exterior del MINECO, integrada por 98 Oficinas 
Económicas y Comerciales. Algunos de los servicios de ICEX se prestan de forma gratui-
ta, mientras que otros –servicios personalizados, apoyo en licitaciones internacionales, 
etc.– son de pago, pero en condiciones muy favorables. Así, por ejemplo, una empresa 
sólo debe devolver la financiación del ICEX para cubrir los costes de participación en 
concursos y licitaciones internacionales si resulta ser la adjudicataria del proyecto.

Instituto de Crédito Oficial (ICO):

El ICO es un banco público con forma jurídica de entidad pública empresarial, 
adscrito al MINECO. Al igual que ICEX, combina sus líneas de financiación propias 
con su función instrumental al servicio del resto de instituciones y herramientas 
del Estado de apoyo financiero a la internacionalización. En su faceta de banco, el 
ICO cuenta con varias líneas de financiación para la internacionalización de la em-
presa, como ICO Internacional, dotada con 4.000 millones de euros en 2013, (ICO, 
2013). En su faceta instrumental, es el agente financiero del FIEM y del Contrato de 
Ajuste Recíproco de Intereses (CARI). Por su rol de agente financiero del CARI, el 
ICO es obligado por la CE a rendir cuentas, junto con CESCE, de su cumplimiento 
de la legislación comunitaria (UE, 2011b), como ya se mencionó anteriormente en 
el texto del informe.

Convenio de Ajuste Recíproco de Intereses (CARI):

El CARI es un sistema de apoyo a las exportaciones españolas de bienes y servicios 
mediante el que se incentiva la concesión, por parte de entidades financieras españolas, 
de créditos a la exportación a importadores extranjeros. El crédito se concede a largo 
plazo y a un tipo de interés fijo, ajustando el ICO cada cierto tiempo con la entidad 
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financiera el rendimiento al tipo de interés pactado en comparación con el que hubiera 
obtenido ésta al tipo de interés de mercado. De este modo se consigue que los com-
pradores extranjeros conozcan de antemano el coste de su financiación, se libera a la 
institución prestamista del riesgo de interés y se le asegura un determinado margen de 
beneficio sobre el principal del crédito.

España Expansión Exterior:

Es una sociedad mercantil estatal que presta servicios a la política española de apoyo 
a la internacionalización de la empresa. En este ámbito realiza tareas, como medio 
propio instrumental y servicio técnico de la Administración, de orientación y asesoría 
financiera a las empresas españolas y de asesoría y apoyo técnico a la Administración 
de terceros países en la preparación y evaluación de proyectos en los que empresas 
españolas puedan estar potencialmente interesadas.

ANEXO III
RELACIÓN DE PERSONAS ENTREVISTADAS

AECID. Departamento de Cooperación Sectorial. Entrevistados: Javier Gavilanes 
(jefe del Departamento) y Miguel Ángel Martínez (responsable de la Unidad de 
Empresa y Desarrollo). 

CESCE. Entrevistados: Ricardo Santamaría (director de Riesgo País y Gestión 
de Deuda), María José Hernando (jefa de Unidad de Riesgo País) y Lola Agüera 
(responsable de Medio Ambiente e Inspección Técnica).

COFIDES. Departamento de Desarrollo Social Corporativo. Entrevistadas: Regina 
Pallá (subdirectora de Sostenibilidad), Isabel Griñón (analista Medioambiental y 
Social) y Lola Vázquez (analista RSE). 

EPTISA. División de Cooperación al Desarrollo. Entrevistado: Fernando Varela 
(director de la División de Cooperación al Desarrollo). 

España Expansión Exterior. Entrevistados: Carlos de Cevallos (director General) y 
Sara Ladra (deputy manager for International Development and Investments).

ICEX. Departamento de Información de Inversiones y Coordinación. Entrevistada 
(telefónicamente): Mar Gómez González (jefa de Departamento). 

Isabel Roser, experta en RSC y Derechos Humanos y coautora del Primer borra-
dor del Plan de Empresas y Derechos Humanos del Gobierno de España.

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. Subdirección 
General de Política Estructural. Entrevistados: José Luis González (subdirector 
General de Gestión de Política Estructural Pesquera). 

Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. Secretaría General de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo. Entrevistada (telefónicamente): Eva del Hoyo Barbolla 
(jefa de Área de Eficacia del Desarrollo y Coherencia de Políticas).

Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. Subdirección General de 
Relaciones Económicas Bilaterales. Entrevistados: Javier Sangro de Liniers (sub-
director General) y Jorge Rubio (técnico del Ministerio).

Ministerio de Economía y Competitividad. Secretaría de Estado de Comercio. 
Entrevistada: Rosario Paradinas (jefa de Área de Países Andinos). 

Ministerio de Economía y Competitividad. Secretaría de Estado de Comercio. 
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Subdirección General de Fomento Financiero de la Internacionalización. 
Entrevistados: Alberto Cerdán Borja (subdirector General) y Pablo Conde (jefe 
de Servicio).

Ministerio de Economía y Competitividad. Secretaría de Estado de Comercio. 
Subdirección General de Comercio Internacional de Servicios e Inversiones. 
Entrevistados: Luis Moreno García-Cano (subdirector General) y Cristina 
Barreno (Punto Nacional de Contacto para las Líneas Directrices de la OCDE 
para las Empresas Multinacionales).

Oceana. Entrevistada: María José Cornax (Fisheries Campaign Manager).

Observatorio de Multinacionales en América Latina (OMAL). Entrevistado: 
Pedro Ramiro (responsable de Investigaciones).

Oxfam Intermón. Entrevistado (telefónicamente): José Luis Escario (responsa-
ble de Fiscalidad en el Sector Privado).

ANEXO IV
SIGLAS Y ACRÓNIMOS

AECID: Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo

AGE: Administración General del Estado

AITF: Fondo Fiduciario UE-África para Infraestructuras 

APPD: Alianzas público privadas para el desarrollo

APPRI: Acuerdos de protección y promoción recíproca de inversiones

ACPO: Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada

AOD: Ayuda Oficial al Desarrollo

BOCG: Boletín Oficial de las Cortes Generales

BOE: Boletín Oficial del Estado

CDGAE: Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos

CE: Comisión Europea

CESCE: Compañía Española de Seguros de Crédito a la Exportación

CERSE: Consejo Estatal de RSE

CIECODE: Centro de Investigación y Estudios sobre Comercio y Desarrollo

CFI: Corporación Financiera Internacional

CGV: Cadenas globales de valor

COFIDES: Compañía Española de Financiación del Desarrollo

CPD: Coherencia de políticas para el desarrollo

ECA: Agencia de crédito a la exportación

EDFI: Asociación de Instituciones Financieras de Desarrollo Europeas

EITI: Iniciativa para la Transparencia de las Industrias Extractivas 

ETN: Empresas transnacionales 

GAFI: Grupo de Acción Financiera Internacional

FIEM: Fondo de Internalización de la Empresa

FIEX: Fondo para Inversiones en el Exterior

FONPRODE: Fondo para la Promoción del Desarrollo

FONPYME: Fondo para Inversiones en el Exterior de las Pyme
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GTII: Grupo de Trabajo Interministerial de Apoyo

HIPC: Países Pobres Altamente Endeudados.

IATI: Iniciativa Internacional para la Transparencia de la Ayuda

ICEI: Instituto Complutense de Estudios Internacionales

IED: Inversión extranjera directa

ICEX: Instituto de Comercio Exterior

ICO: Instituto de Crédito Oficial

IPFSD: Investment Policy Framework for Sustainable Development

LAIF: Facilidad de Inversiones para América Latina 

MAEC: Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación

MAGRAMA: Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente

MEySS: Ministerio de Empleo y Seguridad Social

MINECO: Ministerio de Economía y Competitividad

MHyAAPP: Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas

NN.UU: Naciones Unidas

OCDE: Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico

ODG: Observatorio de la Deuda en la Globalización

OFECOMES: Red de Oficinas Económicas y Comerciales

OIT: Organización Internacional del Trabajo

OLAF: Oficina Europea de la Lucha contra el Fraude

OMC: Organización Mundial del Comercio

OMUDES: Organismos multilaterales de desarrollo

OTC: Oficinas Técnicas de Cooperación

PMA: Países menos adelantados

PNC: Puntos Nacionales de Contacto

PYME: Pequeñas y Medianas Empresas

RSE: Responsabilidad Social Empresarial

SEC: Secretaria de Estado de Comercio

SGCID: Secretaria General de Cooperación Internacional para el Desarrollo

SGP: Sistema General de Preferencias

TIC: Tecnologías de la información y la comunicación

TTIP: Acuerdo Transatlántico para el Comercio y la Inversión

UE: Unión Europea

UNCTAD: Conferencia de Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo
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Sobre la editorial

Fruto del trabajo de investigación y estudios de la Plataforma 2015 y más en el año 
2012 nace la Editorial 2015 y más donde, de manera independiente, se difunden y 
distribuyen los textos propios de nuestra actividad.

La divulgación de estos textos de análisis y propuestas para luchar contra la po-
breza y construir un auténtico mundo en desarrollo se hace en torno a tres series 
temáticas:

 �El mundo en desarrollo (agenda internacional de desarrollo y contexto global)

 �La política de desarrollo (análisis de políticas de desarrollo y sistema de 
cooperación)

 �Las personas en el desarrollo (participación de las organizaciones de sociedad 
civil y movimientos sociales)

A su vez la Editorial 2015 y más presenta tres colecciones diferenciadas de publica-
ciones donde abordar con distinta intensidad los temas que nos preocupan: 

 �Títulos 

 �Cuadernos

 �Papeles (en formato digital) 





LA POLÍTICA 
ESPAÑOLA DE 
INTERNACIONALIZACIÓN 
DE LA EMPRESA
Un análisis desde la coherencia 
de políticas para el desarrollo

Javier Pérez González

Cuando una empresa decide invertir en el extranjero, existen muchos factores que 
determinan si su impacto sobre el medioambiente, el bienestar de las personas o el 
desarrollo económico del país que la recibe será positivo o negativo. Sobre muchos 
de estos factores, el Gobierno del país del que la empresa es originaria tiene compe-
tencia y responsabilidad directa.

La diversidad de instrumentos políticos en los que se pueden concretar las acciones 
públicas que son determinantes para los procesos de internacionalización ha llevado 
al autor de este informe a considerar la política española de internacionalización de 
las empresas no como una única política, sino como mosaico de ellas, compuesto 
por elementos de siete ámbitos políticos distintos: el comercial de apertura de mer-
cados, el de apoyo e incentivo financiero a las empresas, la fiscalidad, la lucha contra 
la corrupción, la cooperación al desarrollo, la protección de los derechos humanos y 
el incentivo público a iniciativas voluntarias de responsabilidad empresarial.

Partiendo de este peculiar mosaico de políticas, el informe ofrece un detallado repaso 
por los actores internacionales de mayor influencia para España en estas materias, 
por los principales compromisos nacionales e internacionales adquiridos y por las 
instituciones que en España tienen la competencia de llevarlos a la práctica. De todo 
ello aflora un conjunto de evidencias que permiten realizar un certero y revelador 
diagnóstico de los rasgos definitorios de la acción pública española en materia de 
internacionalización de las empresas. ¿En qué medida incorpora los objetivos de un 
desarrollo humano y sostenible? ¿Cómo superar la actual impunidad frente al incum-
plimiento de los compromisos políticos adquiridos?

Pero las conclusiones de este informe van más allá del particular análisis de la política 
de internacionalización de la empresa desde la perspectiva de la coherencia de po-
líticas para el desarrollo y adquieren relevancia para el conjunto de la acción pública 
española. ¿Cuáles son los intereses e ideologías que la influyen? ¿Qué valores y obje-
tivos la guían? ¿Es posible que responda al bien común en ausencia de una verdadera 
cultura pública de transparencia, evaluación y rendición de cuentas? El informe nos 
invita, en definitiva, a repensar la lógica de la política pública española desde la pers-
pectiva del desarrollo, los derechos humanos y la defensa del interés general.

LA POLÍTICA ESPAÑOLA  
DE INTERNACIONALIZACIÓN  
DE LA EMPRESA 
Un análisis desde la coherencia  
de políticas para el desarrollo
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